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dónde va Duque 

el presidente? En 

un país en exce- 

2 so presidencialista 

Ur . 2%. como Colombia, el 
centro de gravedad de la política parece 
haber cambiado rápidamente de lugar: 
todo se discute y decide en el Congreso 
de la República, con aparente indepen- 
dencia del gobierno, el cual interviene 
con cierto desinterés y cada vez acumu- 
la más fracasos en sus iniciativas legis- 
lativas. Las explicaciones a este inusual 
cambio de escenario varían dependien- 
do del ángulo desde donde se le mire. El 
Presidente sostiene que quiere superar 
la tradicional relación gobierno-legislati- 
vo mediada por las prebendas y el pago 
de favores con cargo al erario público, 
es decir, la “mermelada”; sectores polí- 
ticos de la oposición sostienen que tal 
intención de Duque es estrategia del 
Centro Democrático para satisfacer las 
demandas de las diversas facciones de 
su fragmentado grupo político y de paso 
mostrar que él no es un títere del jefe 


de su partido. La Vicepresidenta ha ex- 
plicado esta relación diciendo que una 
cosa es el gobierno y otra cosa es su par- 
tido. La distancia entre el gobierno y su 
bancada del Centro Democrático en el 
Congreso es tan significativa que difícil- 
mente podría pensarse que es el mismo 
partido del presidente. 

A Duque se le abona su carácter no 
conflictivo y conciliador. No obstante, 
ha tenido serias dificultades para es- 
tablecer un diálogo adecuado entre su 
tendencia “tecnócrata” -evidente en 
su discurso y la conformación de su 
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gabinete- y la política que se mueve en 
el Congreso, incluyendo la de su propio 
partido. Su debilidad consiste precisa- 
mente en que no cuenta con una polea 
de transmisión efectiva entre su gobier- 
no de tecnócratas con el mundo político 
que se expresa en el Congreso, en donde 
no tiene una holgada mayoría. Su jefe, 
el mismo del Centro Democrático, de 
poco le ha servido de bisagra en el Con- 
greso, pues polariza y tiene una agenda 
ambigua. Con el otro mundo político, el 
de la opinión pública expresado por la 
gente común, la conexión del Presiden- 
te es precaria, y con los movimientos y 
organizaciones sociales, la relación es 
tensa. Esto explicaría la reciente caída 
de su popularidad al 27 por ciento. 

En medio de este panorama, la tran- 
sición después de la firma de los acuer- 
dos de paz será, sin duda, más larga, 
dispendiosa e incierta. Después del ple- 
biscito por la paz de 2016 y el triunfo 
de Duque y su partido, una vez más 
se hace evidente el disenso en el país 
sobre la salida negociada al conflicto 





armado. Con un marcado acento en la 
reincorporación de los excombatientes 
de las FARC-EP y el retorno a políticas 
anti- drogas probadamente fracasadas, 
la implementación de los acuerdos va a 
marchas forzadas. El Sistema de Justicia 
Transicional, principalmente la Justicia 
Especial para la Paz (JEP) y la Comisión 
para el Esclarecimiento de la Verdad, 
la Convivencia y la no Repetición han 
sido blanco de ataques de deslegitima- 
ción por parte del partido de gobierno, 
principalmente. De otro lado, la premisa 
“el que la hace la paga” con la que este 
gobierno resume la seguridad ciudada- 
na y la legalidad, hace difícil cualquier 
intento de negociación de paz con los 
“elenos”, a quienes se les ve como sim- 
ples criminales y se les niega su larga 
historia de proyecto político y social con 
fuerte raigambre popular en algunas re- 
giones del país. 

¿Para dónde va Duque? En el informe 
“Democracias capturadas: el gobierno 
de unos pocos. Mecanismos de captu- 
ra de la política fiscal por parte de las 
élites y su impacto en la desigualdad en 
América Latina y El Caribe (1990-2017)” 
publicado por Oxfam este año, se seña- 
la que la pobreza latinoamericana se 
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Así, poco a poco el Estado 
y lo público se han puesto al 
servicio de la minoría privile- 
giada. Por esta vía se ha colo- 
nizado el mundo de la política 
y se han estigmatizado las lu- 
chas sociales. Por ese camino 
parece estar transitando Du- 
que en sus primeros meses 


de gobierno. 


debe a los altos índices de desigualdad 
y a que las medidas fiscales para redu- 
cirla no son tomadas por los gobiernos 
para el bienestar de las mayorías sino 
para una élite que busca imponer sus 
privilegios económicos. Con base en el 
estudio de trece países de la región, la 
investigación demuestra cómo gremios 
económicos promovieron estrategias de 
impuestos y de gasto público en detri- 
mento de las mayorías, especialmente 
de los más pobres y la clase media. De 
este modo, la política fiscal, principal 
instrumento que tiene un Estado para 


Suscribase 


disminuir la brecha entre ricos y pobres, 
es puesta al servicio de los primeros. Y 
se hace imponiendo más carga al con- 
sumo y a los servicios, especialmente 
aquellos de primera necesidad, mien- 
tras el impuesto a la renta, a las tierras 
y alos negocios -que requieren grandes 
inversiones- resultan los principales 
beneficiarios del sistema fiscal. Esto se 
debe en gran medida a dos tácticas que 
ha puesto en práctica el empresariado: 
el uso de la puerta giratoria (personas 
del sector privado que ingresan al pú- 
blico y viceversa) y el lobby feroz con 
los gobiernos. Otras estrategias han sido 
financiamiento de campañas políticas, 
pago de sobornos y campañas mediáti- 
cas que favorecen los intereses de unos 
pocos. Así, poco a poco el Estado y lo 
público se han puesto al servicio de la 
minoría privilegiada. Por esta vía se ha 
colonizado el mundo de la política y 
se han estigmatizado las luchas socia- 
les. Por ese camino parece estar tran- 
sitando Duque en sus primeros meses 
de gobierno. 


* John Montoya, S.J. 
Investigador del Cinep/Programa por la Paz. 
Equipo de Derechos Humanos. 
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Política 





Nos comienzos del 





sobierno Duque 


Realinderamiento ideológico y 
recomposición del mundo politico 


El momento político actual representa una ruptura sin precedentes 
con respecto a la tradicional historia política del país. La recom- 
posición y fragmentación políticas, junto con el realinderamiento 
ideológico de la población colombiana frente a la paz de Santos, 
enmarcan el inicio del gobierno de Duque. 


Por: Fernán E. González González, S.J. * 


os comienzos del gobierno 
de Iván Duque evidencian la 
combinación de tensiones de 
corta duración, centradas en 
las dificultades del gobierno 
de Santos y su propuesta de paz, con 
problemas de mediana y larga duración: 
los primeros tienen que ver con las dife- 
rencias en torno al origen y naturaleza 
del conflicto armado reciente y los se- 
gundos, con la crisis gradual de repre- 
sentación de los partidos tradicionales. 


En los tres tipos de tensiones plan- 
teadas aparecen como factores detonan- 
tes los cambios políticos producidos por 
la emergencia política de Álvaro Uribe 
Vélez, que significaron un momento 
culminante en el proceso de ruptura 
gradual del monopolio bipartidista de 
la vida política de Colombia en dos as- 
pectos: por una parte, puso fin a la coe- 
xistencia, un tanto incómoda y conflic- 
tiva, entre varias posiciones y corrientes 
políticas que habían convivido dentro 


del partido liberal; por otra, representó 
un momento importante en el desdibu- 
jamiento gradual de la capacidad de los 
partidos tradicionales para representar 
el conjunto de la sociedad colombiana 
en el nivel nacional. 

El regreso de Uribe en la persona del 
actual presidente Iván Duque represen- 
ta un problema más profundo que tie- 
ne que ver con una dinámica de larga 
duración: la creciente deslegitimación 
de la capacidad mediadora de los par- 
tidos tradicionales frente a los proble- 
mas de la sociedad colombiana, junto 
con la fragmentación manifiesta de esos 
partidos, tanto en lo ideológico como 
en lo territorial. En ese sentido, el mo- 
mento político actual representa una 
ruptura sin precedentes con respecto a 
la tradicional historia política del país: 
la culminación del proceso gradual del 





desdibujamiento del papel protagónico 
que los partidos políticos tradicionales 
habían jugado en la historia del país 
como intermediarios entre la nación, 
las regiones, subregiones, localidades 
y sublocalidades. Pero también, como 
factores de encuadramiento y cohesión 
de la mayoría de la población, así fue- 
ra por métodos clientelistas, en torno a 
ellos como dos “comunidades imagina- 
das”, opuestas pero complementarias, 
que compensaban de alguna manera la 
débil referencia a la identidad nacional. 

Junto con esta desarticulación de la 
intermediación entre la nación y sus 
territorios, la coyuntura actual ha signi- 
ficado un realinderamiento de carácter 
ideológico, tanto de los políticos tradi- 
cionales como de amplios sectores de la 
sociedad colombiana. Bajo el paraguas 
de las adhesiones bipartidistas habían 
coexistido tendencias políticas dife- 
rentes, y a veces hasta opuestas, con 
miradas un tanto divergentes sobre el 
modelo económico y social del Estado. 
Ahora, las discusiones sobre el proceso 
de paz, especialmente en lo que se re- 
fiere al reformismo agrario y la justicia 
transicional, han develado el profundo 
disenso existente entre la política y la 
sociedad colombiana. 

Por eso, uno de los efectos funda- 
mentales de la propuesta de paz nego- 
ciada de Santos fue el realinderamiento 
ideológico de la política colombiana, que 
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¡EOI ANISAS 
nificado un realinderamiento 
de carácter ideológico, tanto 
de los políticos tradicionales 
como de amplios sectores de 
la sociedad colombiana. 


e 


rompió con la difícil coexistencia de di- 
ferentes facciones dentro de los partidos 
tradicionales, cuyo carácter policlasista 
y su indefinición ideológica permitían 
cubrir intereses y posiciones diversas, 
que coexistían bajo sus banderas. En 
cambio, los acuerdos de La Habana pro- 
dujeron una profunda polarización de 
la sociedad colombiana, que ni siquiera 
percibía la importancia del significado 
del aspecto central de los acuerdos como 
una ruptura con la asociación entre ac- 
tividad política y lucha armada, que ha 
venido marcando tradicionalmente la 
historia de la nación. Tampoco se per- 
cibía la importancia de que las FARC-EP 
hubieran terminado por aceptar un mo- 
delo mixto de desarrollo rural integral, 
de índole multimodal, donde podrían 
coexistir el minifundio de la agricultura 
campesina tradicional, de tipo familiar, 
con el latifundio tradicional o moderno, 
y los proyectos agroindustriales de largo 
alcance (Restrepo y Bernal, 2014). 
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Otros puntos de polarización eran los 
relativos a la participación política de los 
movimientos de oposición y la organiza- 
ción de los movimientos sociales, que 
eran criticados porque se veían como 
muestra del excesivo participacionismo 
concedido a las FARC-EP, cuya actividad 
legal se veía como una amenaza más 
peligrosa que su acción armada, dada 
su omnipresencia en el movimiento sin- 
dical, los maestros y el poder judicial 
(Mendoza, 2013). También se mostraba 
cierto escepticismo frente al compromi- 
so de colaboración de la guerrilla con la 
erradicación voluntaria de los cultivos 
como alguna resistencia al tratamiento 
penal diferenciado para cultivadores, 
raspachines, procesadores oO grandes 
comerciantes. Pero tal vez el tema más 
conflictivo de los acuerdos es el relativo 
al sistema diferenciado de justicia tran- 
sicional, de corte restaurativo y pros- 
pectivo, que contradice la mentalidad 
dominante en la opinión pública muy 
centrada en el carácter necesariamente 
punitivo de la justicia. 

A estos malentendidos se sumaba el 
recurso a la emocionalidad por parte de 
la campaña Uribe-Duque que buscaba 
tergiversar los acuerdos e infundir te- 
mor hacia los candidatos que los apo- 
yaban, bajo la premisa de que aquellos 
acuerdos eran una rendición del Estado 
a los terroristas que intentaban recrear 
en Colombia el modelo “castrochavis- 
ta”. Este mensaje caló bastante en un 
contexto de creciente éxodo forzoso de 
venezolanos a Colombia. 

Por otra parte, la personalización del 
poder alrededor de Uribe y su delega- 
ción en Iván Duque se enfrentaron con 
el movimiento, igualmente personalista 
y mesiánico, del exalcalde Gustavo Pe- 
tro, favorecido —de manera paradóji- 
ca— por la persecución del procurador 
Ordóñez y la estigmatización de algunos 
medios y sectores políticos en contra 
suya, junto con el descontento con las 
políticas del actual alcalde Enrique Pe- 
ñalosa. Estas circunstancias, junto con 
el apoyo de los beneficiados por sus 
políticas como alcalde, fueron aprove- 
chadas por Petro, a partir de su hábil 
defensa en la plaza pública, para gene- 
rar, desde la izquierda, un movimiento 
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que aprovechaba el descontento general 
contra la clase política tradicional y la 
desconfianza frente a las instituciones, 
para presentarse como el abanderado de 
la indignación. Esto atrajo una amplia 
movilización popular y llevó a algunos 
analistas a descubrir que Petro repre- 
sentaba un adversario más peligroso, y 
más real, que la supuesta amenaza cas- 
trochavista de las FARC-EP. Así, Nieto 
Loaiza (Nieto, 2018) señalaba que el po- 
pulismo, con financiación venezolana, 
podría triunfar si la elección se polari- 
zaba entre el sistema y el antisistema. 


La campaña electoral de 
2018: la recomposición del 
campo político colombiano 





Por eso, esta contraposición de dos 
liderazgos de corte personalista, entre 
Duque, considerado como Uribe “en 
cuerpo ajeno”, y Petro, que apelaban 
directamente al pueblo, al margen de 
la mediación de las maquinarias de los 
partidos tradicionales, se combinó con 
la incapacidad de los candidatos más 
ubicados en el centro, como Fajardo y 
De La Calle, para lograr una coalición 
que representara una tercera opción. 
Esta incapacidad se evidenció en el mo- 
ralismo descalificador de algunos de 
los partidarios de Fajardo, lo cual hizo 
imposible una alianza con lo que que- 
daba del liberalismo, cuya directiva, en 
manos del expresidente César Gaviria, 
optó por una alianza pragmática con el 
aspirante del uribismo para la segunda 
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vuelta presidencial, después de un tibio 
apoyo a la candidatura de Humberto de 
La Calle, que era el candidato oficial de 
su partido. 

Esta polarización entre los dos ex- 
tremos del campo político representaba 
una cierta recomposición del sistema 
político colombiano, que significaba 
un capítulo final del ocaso de mono- 
polio político del bipartidismo y hacía 
evidente la creciente separación de las 
lógicas nacional y regional de la vida 
política; donde la primera se movía más 
en el contexto de una política de ma- 
sas, mientras la segunda respondía a los 
intereses de las regiones, subregiones y 
localidades. 

El contexto anterior muestra un avan- 
ce en la tendencia hacia la parlamenta- 
rización de los partidos tradicionales, 
muy clara en el partido conservador 
desde hace décadas, como había mos- 
trado Mónica Pachón (Pachón, 2002), 
pero que ahora se extiende al partido 
liberal, que había permanecido relativa- 
mente inmune a esa desagregación. Esta 
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El contexto anterior mues- 
tra un avance en la tendencia 
hacia la parlamentarización de 


los partidos tradicionales, muy 
Clara en el partido conservador 


desde hace décadas. 


)) 





parlamentarización se hace evidente 
con la adhesión de última hora de la fac- 
ción gavirista a la candidatura de Duque 
y en la manera como fueron confeccio- 
nadas las listas liberales para la Cámara 
de Representantes por el expresidente 
Gaviria, donde figuraban candidatos 
que se habían manifestado opuestos a la 
propuesta de paz de Santos, respaldada 
oficialmente por el partido liberal. 

Ese doble divorcio hizo que la ma- 
yoría de los candidatos de la pasada 
contienda electoral se inscribieran por 
firmas, con las únicas excepciones de 
Humberto de La Calle, por el partido li- 
beral, y de Iván Duque, por el Centro 
Democrático, este último conformado 
por Uribe para oponerse al gobierno 
de Santos. A esto se sumaba la estra- 
tegia oportunista de Vargas Lleras, que 
intentaba combinar la inscripción de su 
candidatura por firmas con el apoyo de 
su partido Cambio Radical, que se había 
formado a partir de algunos disidentes 
del partido liberal opuestos a la corrien- 
te de Ernesto Samper. 

Esta tendencia se hizo aún más ma- 
nifiesta con la baja votación en la con- 
sulta liberal para escoger candidato 
presidencial, el precario apoyo electo- 
ral que obtuvo la candidatura oficial de 
Humberto de La Calle y el acercamiento 
oportunista de César Gaviria, jefe de la 
facción mayoritaria de lo que quedaba 
del partido liberal, a la candidatura de 
Iván Duque. Todo esto evidenciaba la 
aceptación de la realidad política por 
parte del partido liberal, reducido ya a 


una coalición más de congresistas, que 
renunciaba así a una posición en el ám- 
bito nacional. 

Pero, con el nuevo partido Fuerza Al- 
ternativa del Común, el encuentro con 
la real Politik, se evidenciaron los pro- 
blemas del estilo político de las FARC 
para moverse en el sistema tradicional 
de pesos y contrapesos del equilibrio 
de poderes a lo Montesquieu, donde las 
Cortes y el Congreso limitaban la imple- 
mentación de los acuerdos que habían 
concertado con la Rama Ejecutiva del 
poder. Sobre todo, como sucedía en el 
caso colombiano, cuando la presiden- 
cia está en manos de un presidente con 
un muy limitado poder personal, que lo 
lleva a depender demasiado de la clase 
política tradicional. 


Los inicios del gobierno 
de Duque 





La recomposición y fragmentación 
políticas, junto con el realinderamiento 
ideológico de la población colombiana 
frente a la paz de Santos, enmarcan el 
inicio del gobierno de Duque y las di- 
ficultades para asegurar su gobernab- 
ilidad en un Congreso donde ningún 
grupo tiene la suficiente mayoría para 
sacar adelante sus proyectos. Desde su 
discurso de posesión, en el que Duque 
adoptó un tono conciliador de llamado 
a la unidad nacional, pero reiterando 


NO MÁS MONTAJES 
NO MÁS TRAICIÓN 
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Pero, con el nuevo partido 
Fuerza Alternativa del Común, 


el encuentro con la real Politik, 
se evidenciaron los problemas 
del estilo político de las FARC 
para moverse en el sistema tra- 
dicional de pesos y contrapesos. 


e 


todos los puntos que habían conducido 
a la polarización e impedían la concil- 
iación, se preludiaban los problemas 
que iba a afrontar. Para empeorar más 
la situación, el presidente del Congre- 
so, Ernesto Macías, había pronunciado, 
previamente, un memorial de agravios, 
beligerante y agresivo, en contra del 
presidente saliente, que reiteraba todos 
los reclamos que la oposición tenía con- 
tra él, donde exageraba muchos de los 
problemas, tergiversaba los hechos y 
hacía acusaciones sin fundamento en la 
realidad. Por otra parte, algunas voces 
más moderadas, como la de la vicepres- 
identa Marta Lucía Ramírez, insistían en 
que una cosa era el Centro Democrático 
y otra cosa el gobierno de Duque. 

Ante esta dualidad de mensajes, los 
comentaristas se mostraban confun- 
didos: para algunos, se trataba de una 
división de trabajo entre los uribistas 
de línea dura, que no aceptaban del 
todo a Duque ni a los más moderados, 
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partidarios de un cierto acercamiento a 
posiciones de centro, en una estrategia 
de conjunto que buscaba complacer a 
todos los sectores y recoger el apoyo 
de los recién llegados a la campaña de 
Duque. Para otros, se trataba de un tí- 
mido intento de mostrar cierta distancia 
relativa frente a Uribe con un personaje 
joven, más moderado y menos compro- 
metido en las controversias de los últi- 
mos años. Sin embargo, la insistencia 
del gobierno de nombrar a Claudia Ortiz 
en algún puesto importante, como la 
Unidad Nacional de Protección (UNP) o 
la Agencia Nacional de Desarrollo Rural 
(ADR), y la defensa de algunos nombra- 
mientos de personas vinculadas a las 
campañas uribistas mostrarían los lími- 
tes de este intento de autonomía. 

La misma dualidad apareció en la 
composición del gabinete ministerial y 
de los funcionarios de alto nivel del nue- 
vo gobierno: los uribistas de línea dura 
acapararon los ministerios y puestos 
más estratégicos para la formulación de 
políticas de orden público, como los Mi- 
nisterios del Interior, Defensa, Relacio- 
nes Exteriores, Hacienda y Trabajo; en 
cambio, Ministerios como los de Salud, 
Educación, Cultura y Comercio Exterior 
y el Departamento Nacional de Planea- 
ción fueron adjudicados a personajes 
de sectores más tecnocráticos y mode- 
rados, algunos de ellos bastante críticos 
del expresidente Uribe en el pasado, por 
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En la imagen afiche de campaña por la liberación de Jesús Santrich. A la fecha de esta publicación Santrich estaba recluido en la cárcel La Picota con fines de 


extradición. Fotografía: santrichlibre.org 
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lo que fueron descalificados por los uri- 
bistas de línea dura. Además, es notoria 
la presencia de antiguos dirigentes gre- 
miales, como los directivos del sector 
comercial y avícola en los Ministerios 
de Defensa y Agricultura, lo mismo que 
el nombramiento de varios técnicos de 
la agroindustria palmera en altos cargos 
del Ministerio de Agricultura, especial- 
mente en las agencias que tienen a su 
cargo los problemas de la distribución 
de tierras. 

Pero tampoco los sectores conserva- 
dores y religiosos fundamentalistas que- 
daron por fuera de la burocracia estatal: 
además de la vicepresidencia de Marta 
Lucía Ramírez, el conservatismo obtuvo 
los Ministerios de Transporte y Comer- 
cio Exterior y la Consejería Para la Paz. 
Además, los sectores fundamentalis- 
tas, católicos O evangélicos fueron pre- 
miados con las embajadas en la OEA, 
a cargo del exprocurador Ordóñez, y 
Francia, a cargo de Vivian Morales. 
Es más, algunos de los que llegaron a 
apoyar a Duque en el último momen- 
to, —provenientes de Cambio Radical, 
Unidad Nacional y liberalismo—aunque 
no les tocó parte del botín burocrático 
tuvieron, al parecer, las garantías de 
respetarles los puestos del gobierno na- 
cional que tenían en las regiones. Evi- 
dentemente esta congelación de puestos 
favorece a los sectores que están ahora 
apoyando al gobierno, e incluso a algu- 
nos independientes, pero no a los del 
Centro Democrático, que no tenían cuo- 
tas burocráticas previas por estar en la 


oposición a Santos, y cuyo descontento 
frente a algunos nombramientos de Du- 
que es indiscutible (Semana, 2018). 

Por otra parte, los grupos declarados 
como independientes frente al nuevo 
gobierno, como Cambio Radical, hicie- 
ron ostentación de su poder para inten- 
tar bloquear la nominación de Ernesto 
Macías como presidente del Senado, 
mientras que la coalición liderada por el 
liberalismo, Cambio Radical y la Unidad 
Nacional logró derrotar al candidato de 
Uribe, José Félix Lafaurie, en la elec- 
ción de contralor nacional, debido a la 
neutralidad del presidente Duque, que 
se negó a señalar un candidato de su 
preferencia. Algo parecido sucedió con 
la elección de los miembros de la Co- 
misión I del Senado, encargada de los 
asuntos constitucionales, cuya mayoría 
quedó en manos de la oposición, lo que 
explica la derrota contundente sufrida 
por la propuesta del senador uribista, 
José Obdulio Gaviria, que se limitaba a 
volver a las listas cerradas eliminando 
el voto preferente, que fue reemplazada 





por una propuesta más integral de re- 
forma, que recogía, en buena parte, 
las propuestas de la Misión de Obser- 
vación Electoral (MOE), naufragadas 
en el anterior gobierno, para proponer 
mecanismos internos de democratiza- 
ción de los partidos con base en el re- 
gistro único de sus miembros. 

Sin embargo, el acercamiento entre 
Vargas Lleras y Uribe, propiciado por 
el mismo José Obdulio Gaviria, con el 
acuerdo de trabajar juntos en algunos 
temas como las reformas de la tributa- 
ción y la justicia, junto con la eviden- 
te cercanía en torno a los reparos a la 
justicia transicional independiente de 
la justicia ordinaria, significaron una 
mejoría de las posibilidades de gober- 
nabilidad del gobierno de Duque, fren- 
te a los reparos de algunos liberales 
y miembros del partido de la Unidad 
Nacional. 

Por otra parte, las propuestas sobre 
la necesidad de la reglamentación de 
la protesta social y las afirmaciones 
criminalizantes que la asocian a la 
delincuencia y a la lucha armada, por 
parte del ministro de defensa, eviden- 
ciaban su concepción represiva de la 
movilización social. Además, el decre- 
to del decomiso “administrativo” de la 
dosis personal, la propuesta de cadena 
perpetua contra los abusadores de me- 
nores, el regreso a la fumigación con 
glifosato y a la erradicación forzosa, 
el rechazo a la consideración del nar- 
cotráfico como delito conexo a la re- 
belión y la resistencia al manejo penal 
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diferenciado de las diversas etapas del 
narcotráfico mostraban una mirada de 
la justicia desde el populismo punitivo 
y rigorista. Asimismo, la propuesta de 
modificar el acuerdo agrario para defen- 
der a los llamados “poseedores de bue- 
na fe” y la resistencia a la implemen- 
tación de un catastro multipropósito 
indicaban la mentalidad enemiga de la 
reforma agraria integral de algunos polí- 
ticos cercanos a Uribe. 

Sin embargo, la lucha contra la co- 
rrupción, a la cual se sumó el presiden- 
te Duque en contra de la resistencia del 
expresidente Uribe y sus cercanos se- 
guidores, fue de mucha utilidad para el 
inicio del gobierno de Duque, al permi- 
tirle asumir como propio el referéndum 
impulsado por varios sectores políticos 
independientes y de oposición. Con esta 
decisión Duque aprovechó así el recha- 
zo generalizado contra la clase política 
tradicional en general y los congresis- 
tas en particular, para lograr un cierto 
consenso sobre algunos puntos de la 
reforma política, que se había hundido 
durante el gobierno de Santos debido 
al rechazo sistemático de los sectores 
uribistas a cualquier idea del gobierno 
de entonces. No todas las propuestas 
encontraron consenso total entre los 
congresistas, como hizo evidente el re- 
chazo del presidente del Congreso a las 


propuestas de congelación de los suel- 
dos de los congresistas. 

Por otra parte, la confusión entre la 
necesaria negociación entre las ramas 
ejecutiva y legislativa y los abusos a que 
se podría prestar, dada la escasa vigi- 
lancia sobre la intromisión de algunos 
congresistas en las concesiones de me- 
gaobras de infraestructura y las negocia- 
ciones sobre el reparto de la burocracia, 
llevaron al presidente Duque a descalifi- 
car cualquier política transaccional con 
el legislativo. En parte, la desafortunada 
calificación de “mermelada” a cualquier 
intento legítimo de los congresistas para 
defender proyectos que beneficiaban 
a sus respectivas regiones, ocultó los 
problemas de fondo que tenían que ver 
con la necesaria redefinición de las re- 
laciones entre la nación, las regiones, 
subregiones y localidades, y con la casi 
inexistencia de una seria carrera admi- 
nistrativa. 

En conclusión, estos problemas no 
contemplados de las relaciones entre 
los ámbitos nacional, regional y local 
de poder, agravados por la crisis de re- 
presentación de los partidos tradiciona- 
les—que en el pasado habían servido 
de puente entre esas instancias—cons- 
tituyen el telón de fondo de los proble- 
mas políticos de la actual coyuntura. 
Por otro lado, en el mediano plazo la 
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polarización de la sociedad colombiana 
frente a los procesos de paz ha llevado a 
una reideologización de la vida política 
colombiana, que enmarcó la confronta- 
ción política, de carácter muy persona- 
lista, entre Uribe y Santos, que significan 
una Casi insuperable limitación para el 
discurso de unidad nacional propuesto 
por el actual presidente Duque. 


*Fernán E. González González, S.J. 
Investigador del Cinep/Programa por la Paz. Tutor 
del área Conflicto, Estado y Desarrollo. 
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Este artículo analiza cuatro de los principales obstáculos que, en crite- 
rio del autor, ponen en riesgo la implementación de aspectos cruciales 
del Acuerdo de Paz firmado con las FARC-EP hace ya dos años, y que 
significan, al mismo tiempo, un retroceso preocupante. Esta breve re- 
flexión enfatiza la necesidad de dar cumplimiento a las reformas cons- 
titucionales que establecieron el blindaje jurídico del Acuerdo, a mane- 
ra de cláusula pétrea, y reseña signos desalentadores que, desde finales 
del Gobierno Santos y el comienzo del Gobierno Duque, se han venido 
evidenciando con la falta de voluntad para poner en funcionamiento 
las instituciones creadas en dicha negociación, o con los intentos de 


contrarreforma que ha anunciado el entrante Gobierno nacional. 


Implementación 








Una de las apuestas fuertes del go- 
bierno Santos en relación con el blinda- 
je jurídico del Acuerdo de Paz alcanzado 
con las FARC-EP, fue la de consagrar la 
naturaleza irreformable de dicho pacto, 
como un atributo indispensable para 
garantizar su implementación y cumpli- 
miento efectivo, tanto en el corto, como 
en el mediano y largo plazo. Este as- 
pecto ha sido ciertamente polémico, en 
tanto comporta el uso de las llamadas 
cláusulas pétreas de cuño alemán, que 
derivan de la preocupación por estable- 
cer en la Ley Fundamental Germana el 
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carácter irreformable de las cláusulas 
de dignidad, autonomía y respeto por la 
vida y las libertades; cláusula que a la 
postre se estampó en la llamada Consti- 
tución de Adenauer en1949, ante el te- 
mor por el resurgimiento de regímenes 
como el Nazi. 

El Acto Legislativo 2 de 2016 consagró 
como condición esencial dicho carácter 
irreformable del Acuerdo, al tiempo que 
estableció la necesidad de cumplimiento 
de buena fe por parte de todos los fun- 
cionarios estatales, todo ello hasta por 
tres períodos presidenciales completos, 
es decir hasta el 2030. Dicho carácter 
irreformable no solo se predica de los 
contenidos, sino incluso de los princi- 
pios y del espíritu del Acuerdo, es decir, 
de las ideas que lo inspiraron. 


Dos aspectos centrales del 
Acuerdo: la comparecencia de 
terceros ante el Sistema Integral 
de Verdad, Justicia, Reparación 
y No Repetición (SIVIRNR) y 

la participación en política 





Algunas de las ideas que subyacían 
a la negociación en La Habana tenían 
que ver no solo con un aspecto tan evi- 
dente como la propia consecución de la 
paz, sino con desarrollos más detallados 
como la necesidad de esclarecimiento 
de las causas del conflicto, tomando 
como punto de partida la compare- 
cencia de terceros ante las instancias 
creadas en el Acuerdo en el marco de 
un Sistema Integral; y la aspiración a lo- 
grarla Reconciliación y la No repetición 
de las conductas, como fines ulteriores 
de la negociación política adelantada en 
Cuba. Ahora bien, para armar un rom- 
pecabezas tan complejo como el de las 
causas de la guerra, debe partirse no 
solamente de las voces de los victima- 
rios directos, que son claves pero no 
suficientes, sino también de terceros 
presuntamente patrocinadores de con- 
ductas violatorias de los derechos hu- 
manos en el marco del conflicto. 

Otra de las ideas fundamentales del 
Acuerdo consistía en la posibilidad de 
que tanto los miembros de la guerrilla 
que dejaran las armas, como los habi- 
tantes de las poblaciones más afectadas 
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por el conflicto pudiesen participar en 
política, ¡implementando  herramien- 
tas que faciliten el ejercicio ciudada- 
no de los derechos civiles y políticos, 
entre otras. 


Cuatro aspectos que causan 
preocupación por constituirse 
en retrocesos de la negociación 





A continuación de presentan cuatro 
manifestaciones claras de lo que en el 
presente artículo se entiende como re- 
troceso. Con independencia de la suerte 
que corran en el Congreso, o en otras 
instancias ante las cuales se tramiten, 
las iniciativas que se presentan adelan- 
te ilustran las tensiones socio-políticas 
que se mantienen en Colombia, ya no 
respecto a la negociación (que eviden- 
temente ya se cerró con la firma del 
Acuerdo) sino con la implementación 
de lo acordado, tarea aún más difícil, 
pues equivale a materializar aspectos 
de la negociación que fueron rechaza- 
dos por diversos sectores de la sociedad. 
Veamos: 


o El fallido intento por consagrar -desde el 
final del gobierno de Juan Manuel San- 
tos- las circunscripciones especiales de 
paz, frente a las cuales el Congreso de la 
República desatendió el mandato consti- 
tucional contenido en el Acto Legislativo 
mencionado al inicio y decidió sepultar la 
posibilidad de que miembros de poblacio- 
nes afectadas por el conflicto, desde hace 
décadas, pudieran ejercer la política y lle- 
gar a convertirse en autoridades locales o 
regionales. 


12 


Durante la discusión de dicha iniciativa, 
algunos senadores, especialmente del Cen- 
tro Democrático y también de otras colec- 
tividades como Cambio Radical, afirmaron 
que se pretendía favorecer a terroristas y 
allanar el camino para que únicamente los 
ex miembros de las FARC-EP llegaran a los 
espacios políticos regionales y locales. El 
hecho cierto es que el espíritu del Acuerdo 
es, como se ha anotado, facilitar el ejerci- 
cio de la política a líderes sociales, comu- 
nitarios y, en general, a personas de zonas 
marginadas que durante décadas han vis- 
to impedido su acceso al ejercicio político, 
debido a que los partidos tradicionales han 
capturado el poder mediante los recursos 
de la corrupción y del clientelismo. 


En este sentido, la priorización que se in- 
dicó en el marco del Acuerdo, de los 170 
municipios en los cuales se implementa- 
rían diversas acciones derivadas de la ne- 
gociación, obedeció a criterios técnicos; 
por lo cual no puede afirmarse que sean 
zonas propuestas caprichosamente por la 
entonces guerrilla de las FARC. Una de las 
entidades que aportaron en dicha priori- 
zación fue el Departamento Nacional de 
Planeación, entidad gubernamental que 
propuso indicadores como el de “inciden- 
cia del conflicto”. Con relación a esto es 
ilustrativo el considerando contenido en el 
Decreto 893 de 2017, por el cual se crean 
los Programas de Desarrollo con Enfoque 
Territorial -PDET, dicho considerando del 
Decreto establece que: 


“Es importante recordar que la prioriza- 
ción de territorios que se define en el artí- 
culo 3 del presente decreto, obedece a los 
criterios de necesidad y urgencia señala- 
dos en el punto 1.2.2 del Acuerdo Final, a 
saber: los niveles de pobreza, en particular 
de pobreza extrema y necesidades básicas 
insatisfechas, el grado de afectación deri- 
vado del conflicto, la debilidad de la insti- 
tucionalidad administrativa y de la capaci- 
dad de gestión, la presencia de cultivos de 
uso ilícito y de otras economías ilegítimas”. 
(Guzmán, 2012) 


Evidentemente, dicha reforma constitu- 
cional sí habilitaba la llegada de ex miem- 
bros de las FARC a los espacios locales y 
regionales de representación política, y 
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de hecho accedieron incluso al Congreso, 
pero trascendía el reducido ámbito de las 
FARC al intentar también que otros lide- 
razgos emergieran. Este punto refleja una 
idea que ha sido, cuando menos, ocultada 
por los férreos opositores al Acuerdo de 
Paz, y es que la mayoría de las cláusulas 
contenidas en el Acuerdo se pactaron para 
favorecer poblaciones marginadas o ex- 
cluidas de los beneficios del desarrollo y 
del ejercicio político, tal y como lo eviden- 
ció el Centro de Investigación y Educación 
Popular/Programa por la Paz (Cinep/PPP) 
durante un panel que con ocasión de la 
Feria del Libro en 2018 convocó a diversos 
académicos. En efecto, según el Cinep/ 
PPP, apenas el 8 % de las disposiciones 
del Pacto de Paz alcanzado con las FARC 
beneficia directamente a esa guerrilla, 
mientras que el restante 92 % fue pensado 
para el resto de la población colombiana. 


La exclusión de la competencia de la Ju- 
ridicción Especial para la Paz (JEP) en re- 
lación con terceros y agentes del Estado 
no integrantes de la Fuerza Pública (Corte 
Constitucional, Sentencia C-674 de 2017, 
M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez) ha 
sido también un tema que va en contra de 
lo pactado en la Habana, y constituye un 
retroceso. Uno de los argumentos de dicha 
sentencia para excluir de la competen- 
cia de la JEP a terceros civiles (personas 
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Para el caso, la idea es hacer 
notar que más allá de la discu- 
sión sobre la retroactividad de 
la ley penal, excluir a los terce- 
ros de la JEP constituye un re- 
troceso en los fines del Acuerdo 
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naturales individualmente consideradas o 
terceros corporativos) consistió en el prin- 
cipio de legalidad respecto del juez natural 
de los terceros, pues la Corte encontró que 
no podía someterse a estos últimos a una 
jurisdicción especial, como es la creada 
en el Acuerdo, mediante un acto legisla- 
tivo promulgado con posterioridad a la 
ocurrencia de los hechos por los cuales se 
juzgaría a dichos terceros (Caracol Radio, 
2018). 


Ciertamente se trata de otro asunto po- 
lémico, pero en otros procesos transicio- 
nales vividos en diversos países se ha 
aceptado que el principio de no retroac- 
tividad de la ley penal es relativo, y bajo 
determinados supuestos se permite que 
tribunales creados, como consecuencia de 
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dichos procesos de transición, juzguen a 
personas por delitos cometidos antes de su 
creación, teniendo como base el hecho de 
que las conductas juzgadas ya constituían 
crímenes bajo el Derecho Internacional. 
La Comisión Colombiana de Juristas había 
estudiado el asunto para establecer que 
los procesos transicionales suponen relati- 
vizar el principio de irretroactividad de la 
ley penal; Andreu Guzmán (2012) y, en el 
mismo sentido, autores como Nino (2015) 
han explicado exhaustivamente que la re- 
troactividad de la ley penal es un elemento 
necesario en los procesos transicionales. 


Para el caso, la idea es hacer notar que más 
allá de la discusión sobre la retroactividad 
de la ley penal, excluir a los terceros de la 
JEP constituye un retroceso en los fines del 
Acuerdo de Paz; pues dejar como volun- 
taria dicha participación aleja las posibili- 
dades de un esclarecimiento y juzgamien- 
to integral por parte de ese Alto Tribunal 
Transicional. Con respecto a este tema, 
diversos autores como Payne (2009) han 
demostrado la importancia del testimonio 
de los perpetradores, que tuvieron distin- 
tos niveles y ostentaron diversos roles en 
las estructuras legales o ilegales, a través 
de las cuales se cometieron las violaciones 
a los derechos humanos en diversos con- 
textos, como las dictaduras del Cono Sur o 
en otras latitudes como Suráfrica. 
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En conclusión, la cifra que hoy arrojan las 
compulsas de copias desde Justicia y Paz, 
a más de 10 años de su funcionamiento, 
hacia la Fiscalía General de la Nación, lle- 
ga a más de 17.000 casos, los cuales en 
virtud del Acuerdo debían ser transferidos 
a la JEP, pero como consecuencia del fa- 
llo mencionado, tuvieron que regresar a 
la Fiscalía. Si bien superar la impunidad 
era uno de los principales cometidos del 
Acuerdo de Paz, estamos lejos de ello si 
la participación de los terceros en la JEP 
ahora es voluntaria, ya que no existen 
muchas esperanzas de que la justicia ordi- 
naria (Fiscalía en este caso) haga algo en 
relación con dichos terceros, teniendo en 
cuenta que en más de 10 años la Fiscalía 
no ha investigado a las personas mencio- 
nadas endichas compulsas. 


La denegación de acceso a los archivos 
de inteligencia y contrainteligencia a la 
Comisión de la Verdad (CEV), es otro de 
los obstáculos que pone en entredicho 
la realización efectiva de las disposicio- 
nes del Acuerdo. Se trata de otro de los 
temas álgidos en los procesos transiciona- 
les, pero justamente por ello, quienes tu- 
vimos la oportunidad de participar en la 
construcción del Decreto 588 de 2017, que 
rige las actuaciones de la Comisión para el 
Esclarecimiento de la Verdad, la Conviven- 
cia y la No Repetición, tuvimos siempre 





presente la necesidad de otorgarle un ran- 
go constitucional a dicha Comisión. Esto 
se tuvo en cuenta ante la posibilidad de 
que otras instituciones del Estado le pre- 
textaran reserva, tal y como ha sucedido 
con la denegación de acceso que se dio al 
final del Gobierno de Santos, por parte del 
ministro de Defensa Villegas ante la solici- 
tud de la Comisión. 


La experiencia de dichas comisiones mues- 
tra que la única posibilidad de que hagan 
un esclarecimiento amplio y profundo, es 
que gocen de acceso pleno a los documen- 
tos oficiales que puedan contener infor- 
mación relacionada con graves violacio- 
nes a los derechos humanos o al derecho 
humanitario, sin restricción alguna. Por 
ejemplo, en Argentina el informe de la Co- 


misión Nacional sobre la Desaparición de 


Personas, que es uno de los informes más 
emblemáticos de comisiones de la ver- 
dad (Colombia 2020 El Espectador, 2018), 
constituye un ejemplo de documentación 
de los mecanismos de tortura, desaparicio- 
nes y asesinatos, y un mapeo detallado de 
los centros militares y policiales donde se 
cometieron dichas violaciones. Así mismo, 
según lo ha ilustrado el portal Colombia 
2020 (El Espectador), Guatemala es un 
ejemplo de cómo el acceso a archivos poli- 
ciales ha sido una pieza fundamental en el 
esclarecimiento de hechos sucedidos du- 
rante la guerra que asoló a dicho país. En 
dicho programa de radio también se reitera 
un punto que los estándares internaciona- 
les en materia de verdad establecen, y es 
que en relación con archivos que conten- 
gan información de la cual presuntamente 
se establezca la comisión de graves viola- 
ciones a los derechos humanos, no existe 
reserva; mucho menos cuando se trata de 
un órgano de rango constitucional dotado 
de las más amplias facultades para ade- 
lantar su labor, como es la Comisión de 
la Verdad. 


El Proyecto de Acto Legislativo para adi- 
cionar un artículo transitorio a la Constitu- 
ción tendiente a eliminar algunas funcio- 
nes de la Comisión de la Verdad cruciales 
para cumplir su mandato, presentado por 
el representante a la Cámara por el Centro 
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Democrático Oscar Darío Pérez Pineda 
(Caracol Radio, 2018), muestra con clari- 
dad la inquina y las graves “sospechas” 
que le generan a él y a sus copartidarios, la 
posibilidad de que dicha Comisión acceda 
a archivos de inteligencia militar o a otro 
tipo de informes relacionados con la actua- 
ción de la fuerza pública o de otros agentes 
estatales. 


Este proyecto de reforma constitucional 
consagra una prohibición absoluta de 
acceso a los documentos indicados por 
parte de la CEV e incluye sanciones, con- 
sistentes en falta gravísima, para quienes 
soliciten o faciliten dicha información. Se 
trata de una propuesta de reforma profun- 
damente regresiva, que parte de prejuicios 
y suposiciones (expresados sin ningún 
ambage en la exposición de motivos) y 
que busca despojar de sus facultades, ya a 
nivel constitucional, a la CEV. Este tipo de 
actuaciones son inauditas, ya que, como 
se ha indicado, se desnaturaliza el trabajo 
de las comisiones de la verdad al despojar- 
las de una función tan primordial, como es 
el acceso a cualquier tipo de información 
relacionada con el conflicto o la guerra 
que pretende esclarecer. 


El argumento en que el representante a la 
Cámara basa la sospecha del uso de esta 


información, que radicó el proyecto, es el 
de la animadversión que le generan los 
miembros de las Comisión, y el del posi- 
ble riesgo en que podría quedar tanto la 
información contenida en dichos archivos 
de inteligencia como las personas men- 
cionadas en estos (o las que generaron 
la información). Este argumento es a to- 
das luces inadmisible, pues se basa en la 
presuposición de que los miembros de la 
Comisión son afectos a las guerrillas, que 
persisten en la lucha armada, e incluso a 
las mismas FARC, hoy en su mayor parte 
reincorporadas a la vida civil y convertidas 
en partido político. 


Las atrocidades cometidas en el marco del 
conflicto armado por agentes no estatales, 
los llamados “falsos positivos” atribuidos 
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a miembros de la fuerza pública, deben 
ocupar un lugar de gran relevancia en las 
prioridades de enjuiciamiento de la Juris- 
dicción Especial para la Paz y de esclare- 
cimiento por parte de la Comisión de la 
Verdad; actos que ya ocupan un lugar im- 
portante (en el plano judicial) en la Corte 
Penal Internacional, tal como se ha venido 
conociendo a través del seguimiento que 
mantiene ese tribunal internacional sobre 
Colombia. Ahora bien, no solo se trata de 
las ejecuciones extrajudiciales, sino de la 
evaluación con fines de esclarecimiento de 
toda una política por parte de las Fuerzas 
Armadas y del Estado en su conjunto, que 
ha llevado a la comisión de violaciones de 
derechos humanos y derecho internacio- 
nal humanitario por parte de agentes esta- 
tales; violaciones, por demás, basadas en 
sesgos y estereotipos propios de las doctri- 
nas caducas de la guerra fría, estigmas que 
deben ser superados en el posconflicto. 


Que la fuerza pública encuentre la manera 
de superar esas épocas aciagas depende 
en gran medida de las recomendaciones 
que, al cabo de sus tres años de mandato, 
entregue la Comisión de la Verdad; y esto 
solo será posible si dicha comisión tiene 
pleno acceso a todos los archivos, inclui- 
dos los de inteligencia y contrainteligen- 
cia. Lo anterior es fundamental porque 
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contrario a los burdos señalamientos que 
hace el Representante a la Cámara (en lo 
que pareciera más una denuncia penal 
contra los Comisionados de la Verdad que 
una exposición de motivos de una reforma 
constitucional), lo que espera el país es 
que un ente independiente de las Fuerzas 
Armadas pueda generar esa transforma- 
ción profunda que requiere este organis- 
mo, dado que a su interior ha habido va- 
rios intentos infructuosos por superar una 
cultura de estigmatización a defensores de 
derechos humanos o a líderes sociales; in- 
tento que se vio reflejado, por ejemplo, en 
la política de derechos humanos promovi- 
da en tiempos en que Juan Manuel Santos 
era ministro de Defensa, y Sergio Jaramillo 
(excomisionado de paz) se desempeñaba 
como viceministro de Defensa, encargado 
de construir y promover esa política (Polí- 
tica integral de DDHH y DIH, Ministerio de 
Defensa Nacional) 


Desafortunadamente políticas como la 
del Ministerio de Defensa, mencionada 
en el párrafo anterior, no han evitado la 
comisión múltiple de ejecuciones extraju- 
diciales, que considerando su dimensión y 
características ha llegado a tener una con- 
notación de sistematicidad, a tal punto, 
que ha llamado la atención de la Fiscalía 
de la Corte Penal Internacional, Tribunal 





que ha venido reuniendo información de 
altos oficiales de la fuerza pública y de 
otros agentes estatales, en relación con 
dichas violaciones. 


El intento de marginar a los líderes de las 
FARC del ámbito de la política, con el ar- 
gumento de la incompatibilidad entre el 
juzgamiento y sus consecuentes sanciones 
y el ejercicio de la política, es otro de los 
ejemplos de acciones que se traducirían en 
retroceso, y a la postre, en incumplimiento 
de los Acuerdos. Este intento fue plasma- 
do en el borrador del Acto Legislativo que 
Nancy Patricia Gutiérrez, en su condición 
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de recién nombrada Ministra del Interior, 
anunció el pasado 8 de agosto, apenas 
un día después de posesionado el gobier- 
no Duque, y frente al cual, ante la alerta 
desatada por las implicaciones que tendría 
para la viabilidad de la implementación 
del Acuerdo, tuvo que retirarlo rápidamen- 
te, con el argumento de que se trataba de 
un “error”. Este ideal de cerrar el camino 
a las FARC en el ámbito político, no se tra- 
ta de una idea nueva entre los opositores 
al Acuerdo de Paz, que en su mayoría son 
miembros del Centro Democrático, ya que 
desde el inicio de las negociaciones, y al 
momento de anunciar el Acuerdo firmado 
después del plebiscito del 2 de octubre de 
2016, los líderes del No han manifestado 
su radical desacuerdo con la posibilidad 
de que exmiembros de las FARC pudieran 
ejercer la política mientras son juzgados (o 
incluso, durante la ejecución de sus penas). 


Es relevante recordar que la participación 
en política como condición para que los 
entonces miembros de las FARC dejaran 
las armas fue uno de los puntos crucia- 
les del Acuerdo de Paz; podría decirse 
que fue la columna vertebral de la nego- 
ciación adelantada con esa guerrilla y un 
eje axial del Acuerdo alcanzado (lo cual 
coincide con acuerdos alcanzados en otros 
países, tales como Uruguay, Suráfrica, El 


Salvador, Guatemala, entre otros). Desco- 
nocer esa realidad es ir en contravía del 
Acuerdo firmado y, consecuentemente, del 
Acto Legislativo 2 de 2016, ya menciona- 
do. 


La Corte Constitucional ha establecido en 
la sentencia citada, que será la JEP la que 
establezca las condiciones de compatibili- 
dad entre el juzgamiento y el cumplimien- 
to de penas por parte de exmiembros de 
las FARC-EP, y el ejercicio de la política. 
Tal reconocimiento parte del presupuesto 
anteriormente señalado: la participación 
en política como eje definitorio de la ne- 
gociación, y el consecuente llamado a que 
sea la jurisdicción creada con tal fin las 
que defina las condiciones en que la parti- 
cipación en política por parte de miembros 
de FARC (ya como partido político) sea 
posible, al tiempo que concurren a rendir 
cuentas ante la JEP. 


Muchos otros obstáculos enfrenta el 
proceso de paz: la desfinanciación de 
varios de los programas conducentes a 
la reincorporación, la falta de voluntad 
del Gobierno por robustecer las capa- 
cidades en la vida legal de quienes de- 
jaron las armas, la negativa a reactivar 
diversas instancias de seguimiento al 
Acuerdo, los embates de la Fiscalía con- 
tra la JEP, la resistencia de diversos sec- 
tores frente a la Comisión de la Verdad 


y la falta de pedagogía de los Acuerdos 
en amplias capas de la población. To- 
dos estos son obstáculos que deberían 
documentarse a fondo en otros estudios 
de más largo aliento, ya que han venido 
siendo evidenciados por parte de diver- 
sos sectores de la sociedad civil que ha- 
cen seguimiento a la implementación; y 
además porque el análisis de estos pro- 
blemas excede los límites del presente 
artículo. 


Autor invitado. Abogado y consultor en De- 
rechos Humanos. Actualmente se desempe- 
ña como coordinador jurídico del Mecanis- 
mo No Judicial de Contribución a la Verdad 
en el Centro Nacional de Memoria Histórica, 
y como docente de postgrados de la Escuela 
Superior de Administración Pública en dife- 
rentes cátedras relacionadas con el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos y el 
Derecho Penal Internacional. Recientemente 
ha colaborado en informes de esclarecimien- 
to del fenómeno paramilitar en Colombia, 
tales como el relacionado con el Bloque 
Tolima de las AUC, y tiene en preparación 

un capítulo de libro sobre los dilemas de los 
acuerdos de paz en coautoría con John Jairo 
Montoya Rivera, S.J. Prepara desde el Centro 
de Memoria un informe técnico sobre des- 
aparición forzada en algunos de los relatos 
recibidos por dicho Centro, que partirá de 
una muestra de tres estructuras paramili- 
tares desmovilizadas. Correo electrónico: 
ftabordaesap(OWgmail.com 
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La posesión del Presidente Duque marca una nueva era en la implemen- 
tación de los acuerdos de paz, como representante del grupo político que 
más se opuso a la firma de los acuerdos, y llega al poder con un discurso 
que oscila entre el cumplimiento y la modificación. No son fáciles nin- 
guno de estos caminos, y lo sucedido en los primeros dos meses de go- 
bierno permite pensar que se optará por un camino intermedio con una 
implementación lenta y centrada en algunos de los aspectos que menos 


controversia le puedan generar con el partido de gobierno. 





Implementación 





lgunas medidas tomadas 
por el Gobierno permiten 
ver que no echará por la 
2 borda los acuerdos, como 

2. por ejemplo, la solicitud a 
finales de agosto pasado de ampliar por 
un año el mandato de las Naciones Uni- 
das para la verificación de los puntos 3.2 
y 3.4 del Acuerdo Final (A.F), relaciona- 
dos con la reincorporación social, eco- 
nómica y política de los excombatientes 
y las medidas de seguridad personal 
y colectiva y de protección (Naciones 
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Unidas Consejo de Seguridad, 2018); 
lo que se considera como un reconoci- 
miento a la necesidad de verificación, y 
a la pertinencia de que sea una instancia 
internacional la encargada de esta tarea 
como garantía para las dos partes. 

Sin embargo, la extensión del man- 
dato hasta el 25 de septiembre de 2019, 
aprobado por el Consejo de Seguridad 
de la ONU, se da en un momento di- 
fícil: crecen los temores de los excom- 
batientes con respecto a la seguridad 
jurídica del proceso, alentados por la 
problemática del abandono de los Espa- 
cios Territoriales de Capacitación y Re- 
incorporación (ETCR) y la “pérdida de 
contacto” con varios de los dirigentes 
históricos del hoy partido FARC; crecen 
también las dificultades en los procesos 
de reincorporación, que pueden poner 
en riesgo uno de los aspectos centra- 
les del acuerdo; y, además, no cesan 
los asesinatos de líderes y defensores 
de derechos humanos. Si los excomba- 
tientes no logran una reincorporación 
integral y tienen garantías de seguridad, 
el riesgo de que algunos se incorporen 
a algún grupo armado ilegal es alto; y 
también se pone en riesgo una apuesta 
interesante del acuerdo, relacionada con 
la reincorporación colectiva, que tiene 
ventajas no solamente desde el punto 
de vista de la inclusión social y produc- 
tiva, sino de la creación de condiciones 
de reconciliación y no repetición. 


programa 
por la paz 


cinep 
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ll 


Si los excombatientes no lo- 
gran una reincorporación inte- 


gral y tienen garantías de segu- 
ridad, el riesgo de que algunos 
se incorporen a algún grupo 


armado ilegal es alto. 


Y 


Otra señal de la intención de conti- 
nuar con la implementación del A.F. es 
la designación —-como respuesta a un 
derecho de petición presentado por la 
FARC- de tres funcionarios' del Gobier- 
no ante la Comisión de Seguimiento, 
Impulso y Verificación a la Implemen- 
tación del Acuerdo Final (CSIVI), la cual 
también se ocupa de la resolución de las 
diferencias que puedan surgir entre las 
partes firmantes del Acuerdo. 

Las declaraciones gubernamentales 
han señalado algunas de las prioridades 
en la implementación, que se indican a 
continuación: 





e Una reincorporación centrada en cum- 
plir con los excombatientes rasos, donde 
se establezca una clara dicotomía entre 
las bases y los dirigentes de la antigua 
guerrilla y se señalen las fuertes críticas 
al proceso de los ETCR en materia de 
concepción y financiación; con la adver- 
tencia de que el tiempo previsto por el 
acuerdo para el desarrollo de este proce- 
so es insuficiente (Archila, 2018). Esta di- 
cotomía puede intensificar la percepción 
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de inseguridad de los excombatientes, lo 
cual erosiona las débiles bases de rein- 
corporación colectiva, afecta la legitimi- 
dad de la decisión de cambiar las armas 
por la política y puede animar las posibi- 
lidades de deserción. 


Las declaraciones públicas del Alto Con- 
sejero Presidencial para el Posconflicto 
señalan la intención de hacer llegar a los 
territorios más golpeados por la violen- 
cia una oferta de servicios y la presen- 
cia estatal, pese a los problemas de falta 
de financiación dejados por el gobierno 
anterior (Archila, 2018). Ese mismo com- 
promiso fue señalado por el presidente 
Duque en declaraciones, luego de una re- 
unión con el jefe de la Misión de las Na- 
ciones Unidas en Colombia, Jean Arnault 
(Presidencia de la República, 2018). 


La implementación del A.F en cuanto a 
política de drogas, que enfrenta serias 
dificultades, se verá sin duda afectada, 
más allá del anuncio de continuar cum- 
pliendo con los acuerdos ya firmados con 
los pequeños cultivadores, por el retorno 
al enfoque punitivo en esta materia. Este 
enfoque se refleja no solamente en los 
anuncios relacionados con retomar, en 
un futuro inmediato, la aspersión aérea 
con glifosato, sino también en el decre- 
to firmado el 1.? de octubre que permite 
que la policía incaute incluso la “dosis 
mínima” o de consumo. 


Los problemas de financiación, aunque 
reales, pueden ser un recurso para jus- 
tificar cierta lentitud en la implemen- 
tación. Desde que se aprobó un monto 
indicativo de $129,5 billones para la fi- 
nanciación del A.F. (ver Tabla 1) se ha 
discutido sobre el alcance y las fuentes 
de la misma. El anterior director del 
Departamento Nacional de Planeación 
(DNP) explicaba que las fuentes prove- 
nían de recursos estatales existentes y 
que la apuesta era la reforma al sistema 
de regalías, con la creación del Órgano 
Colegiado de Administración y Decisión 
Paz (OCAD-Paz), que ya se llevó a cabo, 
y una reforma al Sistema General de 
Participaciones, que no se ha realizado 
(Revista Dinero, 2017). 
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En el Acuerdo Final se habló de un programa de sustitución de cultivos de uso ilícito; sin embargo, lo que ha hecho el presidente Iván Duque ha sido penalizar 


la dosis mínima y anunciar que va a retomar la aspersión con glifosato. 


Tabla 1. Montos indicativos para la implementación por punto del Acuerdo Final 


Punto Costo Total Porcentaje de participación 


Fuente: DNP-MHCP. Cifras en billones de pesos de 2016. Tomado de Conpes 3932, Anexo B PMI, 
página 213 
Sobre la financiación del A.F. 


plazo la capacidad del Gobierno nacio- 
nal para responder” (CGR, 2018, p.15). 








La Contraloría General de la Repú- 
blica (Contraloría General de la Repú- 
blica, 2018) hace un análisis del ejerci- 
cio presupuestal que sirvió de base al 
establecimiento del monto indicativo, y 
advierte sobre algunos riesgos fiscales 
(Contraloría General de la República, 
2018). Las principales conclusiones de 
este análisis se relacionan con la situa- 
ción de la Reforma Rural Integral, la 
cual se costeo únicamente para los 170 
municipios priorizados, y el costo del 
Programa Nacional Integral de Sustitu- 
ción de Cultivos Ilícitos (PNIS) que solo 
contempla a los beneficiarios inicial- 
mente estimados. Así mismo, sobre los 
enfoques diferenciales se afirma que “la 
ausencia de un costeo específico para 
la incorporación de cada uno de estos 
enfoques puede afectar en el mediano 


Aunque estos puntos son de gran im- 
portancia, en principio afectan más a la 
financiación en el mediano, que en el 
corto plazo. La forma como el gobierno 


ll 


Las principales conclusio- 
nes de este análisis se rela- 
cionan con la situación de la 
Reforma Rural Integral, la cual 
se costeo únicamente para los 
170 municipios priorizados, y 


el costo del Programa Nacional 
Integral de Sustitución de Cul- 


tivos Ilícitos 


Y 








Duque cumpla con la obligación consti- 
tucional de incluir los compromisos del 
acuerdo y su financiación en el Plan Na- 
cional de Desarrollo, permitirá tener un 
panorama más certero de lo que será la 
implementación en el cuatrienio. 

Parte de la financiación prevista bus- 
có obtenerse con el Acto Legislativo 04 
de 2017, que modificó el Sistema Gene- 
ral de Regalías (SGR), a partir del cual 
se expidió el Decreto 1534 de 2017 que 
reglamenta el funcionamiento del Órga- 
no Colegiado de Administración y Deci- 
sión - OCAD Paz, el cual dispone que: 
i) durante los 20 años siguientes se des- 
tinará un 7 % de los ingresos del SGR 
para financiar asuntos relacionados a la 
implementación del A.F.; ii) el 70 % de 
los ingresos por rendimientos en el sis- 
tema se destinará a estos mismos fines 
y; 1ii) el 60 % de los saldos no aproba- 
dos en el Fondo de Ciencia, Tecnología e 
Innovación, a 31 de diciembre del 2016, 
se trasladarán a inversión en infraes- 
tructura relacionada con la implementa- 
ción del A.F. En el presupuesto bienal 
de regalías 2019-2020, que presentó el 
Gobierno al Congreso en días pasados, 
se estima que el monto total crecerá más 
de un 60 % en relación con el presu- 
puesto 2017-2018 y que la asignación 
para la paz pasará de $511.00 millones 
a una cifra cercana a los $1.7 billones 
(Ministerio de Hacienda y Crédito Públi- 
co, 2018). 
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Tabla 2. Montos indicativos por fuente, para la implementación por punto del 


Acuerdo 


Fuente 


Costo Total 
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Porcentaje de participación 


1. Presupuesto General de la Nación 36,0 % 
2. Sistema General de Participaciones 29,2 % 
3. Sistema General de Regalías 15,2 % 


6. Privados 


Total 


Fuente: DNP-MHC?P. Cifras en billones de pesos de 2016. Tomado de Conpes 3932, Anexo B PMI, página 217 


Los compromisos del A. F. y el 
Plan Nacional de Desarrollo 





Una obligación del Gobierno es poner 
a consideración de la sociedad, y luego 
del Congreso, el Plan Nacional de Desa- 
rrollo 2018 - 2022, el cual se constituye 
como la hoja de ruta para materializar 


129,5 100 % 


los compromisos que propuso en el 
Plan de Gobierno a la sociedad, el en- 
tonces candidato Duque, y que le valió 
su triunfo en las urnas, lo que incluía 
además otros compromisos de Estado 
que no pueden estar sujetos a cambios 
de corto plazo. 





En este contexto se suma un com- 
ponente de mayor importancia, que se 
relaciona con la implementación de los 
compromisos adquiridos en el A.F. entre 
el Gobierno y las FARC-EP, que deben 
ser incorporados en el PND, según el 
Acto Legislativo 01 de 2016. (Tabla 3) 


Tabla 3. Artículo transitorio. Plan de Inversiones para la Paz 


Artículo 3. La Constitución Política tendrá un nuevo artículo transitorio, el cual quedará así: Artículo transitorio. 


Plan de Inversiones para la Paz. El Gobierno nacional durante los próximos veinte años incluirá en el Plan Plurianual de Inversiones del Plan 
Nacional de Desarrollo, un componente específico para la paz priorizando los ciudadanos y las entidades territoriales más afectadas por la pobreza 
rural, las economías ilegales, la debilidad institucional y el conflicto armado. Estos recursos serán adicionales a las inversiones ya programadas por 


las entidades públicas del orden nacional y territorial y se orientarán a cerrar las brechas sociales, económicas e institucionales en dichas entidades 


territoriales. El gobierno podrá efectuar los ajustes institucionales y normativos necesarios para ejecutar el componente de paz del Plan Plurianual 
de Inversiones. (Subrayado propio) 


Las autoridades departamentales, municipales y distritales tendrán la facultad de hacer los ajustes necesarios a sus planes de desarrollo para adecuar- 
los al Plan de Inversiones para la Paz durante los seis meses siguientes a la adopción de este. 


Al inicio de cada legislatura el Presidente de la República, la Procuraduría General de la Nación, la Contraloría General de la República y la Defensoría 


del Pueblo presentarán al Congreso un informe detallado sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento de las metas del componente para la paz 


del Plan Plurianual de Inversiones”. 


Existe entonces un mandato consti- 
tucional expreso para garantizar la in- 
clusión de la implementación del A.F. 
dentro del plan de inversiones de los 
próximos cuatro gobiernos, y dado que 
el PND se encuentra en elaboración, no 
se sabe si esto se incluirá, si se propon- 
drán ajustes institucionales y norma- 
tivos para su ejecución y si se hará la 
coordinación con los entes territoriales, 
según lo manda la Corte Constitucional. 

Esta incertidumbre no existiría de 
haberse aprobado el Proyecto de Ley 
presentado por el Gobierno Santos 


www.cinep.org.Co 


durante el fast-track, que modificaba la 
Ley 152/97, Orgánica del Plan de Desa- 
rrollo, en cumplimiento del A.F. (6.1.9). 
El propósito de este Proyecto de Ley era 
incluir en el Plan Nacional de Desarro- 
llo los componentes específicos del Plan 
Marco de Implementación (PMI) en pla- 
nes cuatrienales de implementación y 
en un capítulo específico el correspon- 
diente plan de inversiones; con lo cual 
garantizar la armonía con los planes 
plurianuales de inversión y, así mismo, 
incluir también algunas medidas para 
ampliar los escenarios de participación 





de la sociedad civil en el diseño y cons- 
trucción del PND. 

Un nuevo proyecto, presentado en 
abril de 2018 y que se encuentra a consi- 
deración del Congreso, pretende articu- 
lar las políticas, estrategias y programas 
relacionados con la implementación del 
A.F. a los planes de desarrollo en dife- 
rentes niveles de Gobierno, y ampliar 
los Consejos de Planeación con parti- 
cipación de los sectores sociales espe- 
cialmente afectados por el conflicto. Al 
momento tan solo se ha surtido un pri- 
mer debate, y el plazo del gobierno para 
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presentar las bases del PND al Congreso 
y al Consejo Nacional de Planeación se 
cumple el 15 de noviembre. 

Lo que sí es claro es que se debe 
cumplir con el PMI y con los indica- 
dores y los montos indicativos de in- 
versión, pues “La no inclusión del PMI 
en el PND puede dificultar el financia- 
miento y por lo tanto poner en riesgo 


su adecuada implementación” (Conpes 
3932, 2018, p. 16). 

A su vez, el Conpes 3932 establece 
los “Lineamientos para la articulación 
del plan marco de implementación del 
acuerdo final con los instrumentos de 
planeación, programación y seguimien- 
to a políticas públicas del orden nacio- 
nal y territorial”, que dan sostenibilidad 


Tabla 4. Acto Legislativo 02 de 2017 — artículo transitorio 


“Artículo 1. La Constitución Política tendrá un nuevo artículo transitorio así: 


Cien 


a la implementación del A.F. hasta 2031, 
y reiteran la obligación constitucional 
de los próximos gobiernos de cumplir 
de buena fe lo acordado. En este docu- 
mento se retoma el Artículo 3 del Acto 
Legislativo 01, ya señalado, y el Artí- 
culo 1 del Acto Legislativo 02 de 2017 
(Tabla 4). 


Artículo transitorio xx. En desarrollo del derecho a la paz, los contenidos del Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de 


una paz estable y duradera, firmado el día 24 de noviembre de 2016, que correspondan a normas de derecho internacional humanitario o derechos 


fundamentales definidos en la Constitución Política y aquellos conexos con los anteriores, serán obligatoriamente parámetros de interpretación 


y referente de desarrollo y validez de las normas y las leyes de implementación y desarrollo del Acuerdo Final, con sujeción a las disposiciones 


constitucionales. Las instituciones y autoridades del Estado tienen la obligación de cumplir de buena fe con lo establecido en el Acuerdo Final. En 
consecuencia, las actuaciones de todos los órganos y autoridades del Estado, los desarrollos normativos del Acuerdo Final y su interpretación y 


aplicación deberán guardar coherencia e integralidad con lo acordado, preservando los contenidos, los compromisos, el espíritu y los principios del 


Acuerdo Final”. (Subrayado propio) 





De lo anterior se derivan tres retos 
(Conpes 3932, 2018 p. 14): 


1. “Incorporar los compromisos del PMI den- 
tro del PND y de los planes departamenta- 
les y municipales de desarrollo, que estarán 
vigentes durante el periodo de posconflic- 


»” 
. 


to 


Lineamientos para la 
articulación del PMI y el PND 





Se ha establecido que el DNP diseñe 
para cada uno de los próximos cuatro 
períodos de gobierno una propuesta 
de plan cuatrienal de implementación, 
basada en el PMI junto con los linea- 
mientos sobre los contenidos de paz 
que deberán ser incluidos en el respecti- 
vo PND; propuesta que se elaborará en 
coordinación con la Alta Consejería para 
el Posconflicto del Departamento Ad- 
ministrativo de la Presidencia (Conpes 
3932, 2018, p. 26). Cada una de las pro- 
puestas de plan cuatrienal debe incluir 
las prioridades y metas de los PDET 
(incluidas en el Plan de Acción para la 
Transformación Regional [PATR]) y los 
contenidos de los PNRRI. La propuesta 


2. Los Planes de Desarrollo con Enfoque Terri- 
torial (PDET) y los Planes Nacionales para 
la Reforma Rural Integral (PNRRI), “deben 
articular su intervención en el territorio 
para asegurar la sostenibilidad en el tiempo 
de las acciones que se requieren para supe- 
rar el atraso en que se encuentran” varios 
territorios afectados de forma diferenciada 
por el conflicto armado. 


se socializará con cada uno de los sec- 
tores, y estos deberán incorporar los 
contenidos del A.F. en cada uno de los 
PND, de acuerdo a los compromisos e 
indicadores del PMI; todo esto teniendo 
en cuenta la regla fiscal, el respectivo 
Marco de Gasto de Mediano Plazo y el 
Marco Fiscal de Mediano Plazo. 

Las entidades involucradas en la eje- 
cución del A.F., en el marco de sus com- 
petencias en cada uno de los puntos, 
deben ser consultadas e incluir sus res- 
ponsabilidades en la implementación y 
la financiación correspondiente (Conpes 
3932, 2018). 


Información y seguimiento 





El seguimiento riguroso y el re- 
porte de avances y dificultades en la 


3. El “fortalecimiento del Sistema Integrado de 
Información para el Posconflicto (SIIPO)?, a 
través de su articulación e interoperabilidad 
con los sistemas de información existentes 
que hacen seguimiento a los avances de las 
políticas públicas, a los recursos de inver- 
sión y de funcionamiento, y a la coopera- 
ción internacional no reembolsable” 


implementación del A.F., así como la 
información transparente sobre el mon- 
to y destino de los recursos invertidos, 
están previstos también en el Conpes, a 
través de medidas como: 


o Mejorar la articulación e interoperabilidad 
entre el SIIPO y los demás sistemas de in- 
formación y seguimiento a las inversiones 
existentes. El DNP deberá realizar una re- 
visión jurídica y técnica para identificar 
los ajustes normativos necesarios para este 
propósito y será el responsable de esta es- 
trategla. 


o En el segundo semestre de 2018 el DNP, en 
coordinación con la Alta Consejería para el 
Posconflicto, “elaborará un diagnóstico y 
un protocolo de seguimiento para la reco- 
lección y el procesamiento de la informa- 
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ción relacionada con avances en el PMI, y 
de los recursos invertidos, y otros instru- 
mentos para la implementación del A.F.” 
(Conpes 3932, 2018 p. 33). 


Instaurar un sistema complejo de rendi- 
ción de cuentas sobre la implementación 
del A.F. La información que se recoja será 
transmitida por la Alta Consejería para el 
Posconflicto y la Oficina del Alto Comisio- 
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l cierre de la escritura de 
este texto, el presidente 
Iván Duque había recha- 
zado la propuesta del ELN 
«de > de pactar un cese al fuego 
bilieal Pedo dale al país las dos 

condiciones que le exige a esta guerri- 
lla para reanudar el proceso de negocia- 
ción: liberar a todos los secuestrados y 
cesar toda acción criminal. 

Con Gabino en el equipo, la delega- 
ción del ELN que está en La Habana 
ha dicho que seguirá esperando a que 
llegue alguien del nuevo gobierno a la 
mesa para seguir conversando, sin re- 
nunciar al secuestro, aduciendo al prin- 
cipio de bilateralidad que rige la mesa 
de diálogos. Mientras tanto, la situación 
humanitaria se deteriora en la región 
del Catatumbo y el departamento del 
Chocó; continúan los atentados a la in- 
fraestructura petrolera y los derrames de 
crudo, y crece la incertidumbre en al- 
gunas regiones donde hacen presencia 





las estructuras que, en principio, estos 
delegados representan. 

Por un lado, Duque dice que el ELN 
ha cometido cientos de hechos crimi- 
nales desde que se instaló la fase pú- 
blica de los diálogos de paz (Barragán, 
2018). Por el otro, el ELN dice que el 
gobierno ha emprendido una ofensiva 
en sus zonas de influencia, “entregando 
la mesa a los militares” (Telesur, 2018). 
Ambas partes se acusan mutuamente de 
no tener voluntad de paz y cada día sus 
posturas parecen menos conciliadoras. 
Ante ese escenario, se ha dicho que nin- 
guno desea asumir el costo político de 
acabar con la mesa, induciéndola pasi- 
vamente a un estado de coma mientras 
se enfría (Montoya, 2018), en palabras 
del jefe negociador del ELN, Pablo Bel- 
trán, la peor crisis del proceso de paz 
(Semana, 2018). 

¿Cómo ha sido la gestión del gobierno 
Duque en la exploración de la salida ne- 
gociada al conflicto con el ELN? En estas 


- 








líneas se examina la relación que existe 
entre el principio del sometimiento al 
criminal que sustenta el accionar de este 
gobierno en materia de orden público, 
y la radicalización de los antagonismos 
entre el Estado y algunas comunidades 
de regiones rurales donde el ELN hace 
presencia. Esto con la intención de mos- 
trar que el tratamiento represivo puede 
profundizar en los habitantes de estas 
regiones la desconfianza en el Estado, 
y puede producir en ellos posturas des- 
favorables al desarme de los grupos in- 
surgentes. 


Iván Duque y el 
timiento al criminal 





“La obsesión”* de Iván Duque con la 
seguridad y la legalidad tomó cuerpo en 
un principio que él denominó “el que la 
hace la paga”. Sobre ese cimiento, su go- 
bierno ha emprendido medidas de cho- 
que para perseguir ciertas expresiones 


Cien 
días 





de ilegalidad como el contrabando, la 
minería ilícita y el narcotráfico. Varias 
iniciativas -en parte diseñadas desde 
este principio-, como el decreto de in- 
cautación de la dosis mínima y la recu- 
peración de las “Zonas de miedo” (como 
él mismo llama los lugares amenazados 
por la delincuencia) han tenido polémi- 
cos éxitos tempranos de los que se ufa- 
nan gobernantes y agentes de la fuerza 
pública en redes sociales y medios de 
comunicación?. 

Sin embargo, no solo ha habido *pe- 
queñas victorias. Por ejemplo, en el 
desarrollo de esa estrategia, el pasado 
21 de octubre en El Patía, Cauca, dece- 
nas de personas impidieron la captura 
de Didier Calvache Jiménez, presunto 
miembro del frente Manuel Vásquez 
Castaño del ELN, luego de obstruir el 
paso de la unidad que lo transportaba 
retenido y de atacarla con objetos con- 
tundentes (ver publicaciones de Caracol 
Radio y Pulzo, 21 de octubre de 2018). 
El ministro de Defensa, Guillermo Bote- 
ro, articuló las siguientes palabras cuan- 
do reaccionó al hecho: 


Yo lo que digo es que se ha vuelto una 
cultura prácticamente la de estar delin- 
quiendo y eso no puede ser y por eso 
será sobre lo que tomaremos medidas. 
Lo que quiero acá es respaldar a la fuerza 
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Algunos dirían que mani- 
festaciones de este tipo son 


muestra de la “acumulación 
social de la violencia y la ile- 
galidad”, entendida como el 
efecto que tiene la existencia 
de organizaciones criminales 
en las actitudes de los ciuda- 
danos, sus valores y su per- 
cepción sobre la legalidad 


Le 


pública en su actuar (Caracol Radio, 22 
de octubre de 2018). 





En el comunicado de prensa emitido 
por el Ministerio de Defensa a propósi- 
to de este hecho (MinDefensa, 2018), 
se manifiesta que el mismo fenómeno 
se observó recientemente en Tibú y Ar- 
gelia,? municipios en donde grupos de 
civiles opusieron resistencia violenta a 
la presencia y el accionar de la fuerza 
pública. 

Algunos dirían que manifestaciones 
de este tipo son muestra de la “acumu- 
lación social de la violencia y la ilega- 
lidad”, entendida como el efecto que 
tiene la existencia de organizaciones 
criminales en las actitudes de los ciu- 
dadanos, sus valores y su percepción 
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sobre la legalidad (Misse, 2010, como se 
citó en Garzón, 2012, p. 1). Otros, mejor 
aún, podrían comprender estas reaccio- 
nes como expresión de los legados que 
ha dejado la guerra en la vida de las per- 
sonas en las zonas de conflicto (Vargas, 
2017; Wood, 2008). Sin embargo, a juz- 
gar por las declaraciones del Ministro de 
Defensa, parece que el nuevo gobierno 
interpreta este tipo de acontecimientos 
desde un juicio dicotómico y legalista, 
basado en una visión normativa y cri- 
minalizante. 

Y es justamente esa cara criminali- 
zante del Estado la única que han vis- 
to, por décadas, algunas comunidades 
rurales en regiones donde la vida se ha 
organizado gracias a la interacción entre 
autoridades civiles y guerrillas (Cinep, 
2016). Estas interacciones suceden, por 
ejemplo, porque los grupos insurgentes 
regulan conflictos y ofrecen seguridad y 
otros servicios de corte “bienestarista”, 
ante la precariedad de la oferta estatal 
en estas materias (Arjona, 2016). 

Del ELN específicamente se ha dicho 
que su proyecto político se cimienta en 
la acumulación de legitimidad en sus 
áreas de influencia, por lo que apoya 
acumulados básicos de poder popular, 
resuelve problemas y confronta amena- 
zas a la seguridad de las comunidades 
de sus zonas de influencia (Medina, 
2003). Como consecuencia de esa es- 
trategia, hay personas que, sin haber 
empuñado un arma o cometido delitos, 
se sienten orgánicas a su estructura O 
afines a su identidad política.* Estos ci- 
viles, y otros que viven en estas zonas 
y que no desarrollaron una “identidad 
rebelde”, ¿serán tratados y perseguidos 
como delincuentes o criminales? 


La otra variable: las 
economías ilegales 





Por otro lado, las estrategias represi- 
vas, como las que Duque implementa, 
también suelen justificarse por la nece- 
sidad de desmantelar las economías ile- 
gales, después de haber diagnosticado 
que en su desarrollo se produjeron las 
amenazas a la seguridad. Pero, al mo- 
mento de optar por estas estrategias, se 
obvia una realidad bien documentada: 
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desde que algunas de estas regiones 
empezaron a poblarse (al margen de 
las instituciones del Estado y su legali- 
dad), allí se han desarrollado economías 
como el contrabando, la minería infor- 
mal y el cultivo de la hoja de coca, que 
han provisto de recursos a civiles, orga- 
nizaciones armadas ilegales de distin- 
ta naturaleza e, incluso, a autoridades 
estatales (Defensoría del Pueblo, 2018). 

En lo que respecta a los planes de 
choque contra esas economías, son va- 
rios los ejemplos de las consecuencias 
negativas que han tenido en las condi- 
ciones de vida de los habitantes de es- 
tos territorios, quienes han vivido de es- 
tas actividades hace décadas. También 
son varias las lecciones aprendidas en 
materia de su ineficacia en el desman- 
telamiento de las estructuras armadas 
ilegales. 

Parece que el problema se presenta 
cuando la definición de una conducta 
criminal carece de precisión al momen- 
to de caracterizar los elementos que la 
constituyen y cuando, en la aplicación 
práctica de las estrategias que se dise- 
ñan para “neutralizar estas amenazas”, 
se abre un amplio margen de discre- 
cionalidad que expone y somete a gru- 
pos de personas a constantes abusos 
y arbitrariedades por parte del aparato 
coercitivo del Estado (CIDH, 2015). La 
oposición de los damnificados de ese 
tratamiento a sus “victimarios estata- 
les” sería, desde esa misma lógica, una 


acción política más que una simple ex- 
presión de delincuencia. 


En el fondo: los 
antagonismos históricos 





Entonces, además de los problemas 
estructurales irresueltos y la larga lista 
de promesas incumplidas por gobiernos 
sucesivos, las demandas crecientes de 
regulación, control, seguridad y protec- 
ción a estas poblaciones y a sus econo- 
mías, son condiciones que, por ejemplo, 
dotan de argumentos a facciones del 
ELN cuando reivindican la vigencia de 
su resistencia armada y cuando se Opo- 
nen a la desmovilización de la guerrilla.” 

Asimismo, estas condiciones disua- 
den a algunos pobladores de apoyar el 
proceso de paz en regiones donde el 


ll 


En lo que respecta a los pla- 
nes de choque contra esas eco- 
nomías, son varios los ejemplos 
de las consecuencias negativas 
que han tenido en las condi- 
ciones de vida de los habitan- 
tes de estos territorios, quienes 
han vivido de estas actividades 


hace décadas. 





ELN ha construido su “poder paralelo” 
(Aguilera, 2014, Gutierrez, 2010), ma- 
nifestando que, por ejemplo, se sienten 
más seguros si los miembros de la Guar- 
dia —antes “milicios elenos”- están cer- 
ca para garantizar el orden y la justicia 
ante las amenazas recientes: 


El ELN, pues uno sabe que es una orga- 
nización guerrillera que vela por el bien- 
estar de la gente, del pueblo, que está 
pendiente de salvaguardarlo de lo malo. 
Cuando ellos están, me siento segura. 
Cuando no están es que nos sentimos 
desprotegidos. De repente mucha gente 
no piense así pero yo por lo menos pien- 
so así, O sea, cuando ya veo que la gue- 
rrilla se va, me parece muy complicado. 
Se han tenido que alejar y todo se com- 
plica. Ya mira uno que hay drogadicción 
acá, y en Fortul eso nunca se veía [...]. 
Por lo menos acá en Fortul no se miraban 
tantos robos, tanta delincuencia, y ahora 
sí ya se mira mucha delincuencia. Por- 
que el filtro que el ELN tenía, por así de- 
cirlo [...] ya se les ha salido un poco de 
las manos. ¿Por qué? Porque ya no tienen 
tanto control del territorio, porque les ha 
tocado desplazarse. Entonces ya vienen 
muy de vez en cuando y a los que les 
gusta delinquir pues se les ha facilitado 
más. Pero cuando regresan nuevamente, 
pues matan a todo el que actuó mal. Por- 
que uno sabe que el que roba se muere, 
el que es vicioso y vende droga se muere, 
eso no lo perdonan. El violador “si siete 
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veces nace, siete veces se muere”, esa es 
la consigna por aquí (testimonio de ha- 
bitante casco urbano de Fortul, Arauca, 
septiembre de 2018). 


También ocurre que hay pobladores 
que perciben que la presencia de las es- 
tructuras armadas del ELN es una ga- 
rantía para lograr que el Estado cumpla 
con lo que les ha negado por décadas 
y les reconozca los derechos básicos 
del estatus ciudadano, porque aprecian 
que en las condiciones actuales, no hay 
garantías para su participación en las 
decisiones públicas que determinan el 
destino de sus territorios: 


Yo no estoy de acuerdo con ese proceso 
de paz ahorita. El ELN no debería irse 
hasta que el gobierno cumpla, porque si 
a las FARC y a la gente no le han cumpli- 
do nada fue porque entregaron las armas 
a cambio de nada. Lo que dice el ELN 
es que está haciendo una evaluación, 
un examen, a ver si hay las condiciones 
para entregar las armas después de que 
el Estado cumpla, y esas condiciones es 
difícil que las haya [sic]. Le repito, mire 
lo que han hecho con esos acuerdos que 
firmaron las FARC (testimonio habitante 
de San Calixto, Norte de Santander, no- 
viembre de 2017). 


Ahora bien, incluir aquí voces escép- 
ticas o que desconfían de las virtudes de 


Fotografía: Archivo Cinep/PPP 
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Hay pobladores que perci- 
ben que la presencia de las es- 


tructuras armadas del ELN es 
una garantía para lograr que el 
Estado cumpla con lo que les 
ha negado por décadas y les 
reconozca los derechos básicos 


del estatus ciudadano 





esta negociación, no pretende insinuar 
que estas son representativas, ni busca 
atribuirles cualidades de verdad, ni car- 
garlas de juicios valorativos. La inten- 
ción aquí sí es -parafraseando a Miguel 
Beltrán (2015)- invitar a restituir la com- 
plejidad en el análisis de estas coyuntu- 
ras, y tratar de comprender qué aspectos 
contribuyen con la radicalización de las 
identidades y posturas políticas de las 
personas que viven en las regiones con 
influencia elena. 


El desencuentro fundamental 





En esta misma revista, Fernán Gon- 
zález explica cómo, luego del plebisci- 
to y del triunfo del Centro Democrático 
en las elecciones presidenciales, se ha 
hecho evidente el disenso fundamen- 
tal que existe en el país a propósito del 
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sentido de la salida negociada al conflic- 
to, que se cimienta en la inexistencia de 
un consenso a propósito de las causas y 
manifestaciones de la violencia política. 

Al limitar el sentido de la negocia- 
ción a los términos del fin del conflicto, 
desconociendo los puntos fundamenta- 
les de la agenda pactada en el Acuerdo 
de Caracas, el gobierno Duque cierra la 
puerta a la posibilidad de continuar con 
los diálogos de paz y valida la necesidad 
de combatir militarmente a una “amena- 
za Criminal que no se somete a la justi- 
cia”. Bajo el influjo maniqueo de su pos- 
tura, pone en riesgo a civiles en su lucha 
contra un enemigo difícil de determinar. 

Esto, porque el ELN no solo es un 
grupo criminal. Es una confluencia de 
organizaciones resilientes que ha cons- 
truido formas de poder que pueden o 
bien confrontar las normas e institucio- 
nes del Estado, o bien crecer dentro de 
sus límites. Cada estructura regional es 
una realidad distinta, y eso se evidencia 
en los desenlaces recientes del conflicto 
y en la heterogeneidad que se evidencia 
en los clamores por la salida negociada. 

Cierto es que reconocer que el ELN es 
más que un grupo criminal no implica 
negar la responsabilidad de sus estruc- 
turas en el deterioro de las condiciones 
de vida en estas regiones, ni ignorar 
que varios de sus frentes se lucran hace 
años del narcotráfico, el contrabando y 
la minería ilegal. Aceptar su naturaleza 
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política sí resulta imprescindible para que la indecisión de ambas partes ante *Camila Carvajal Oquendo 
superar las visiones maniqueas y cri- la necesidad de continuar con la nego- Investigadora del Cinep/Programa por la Paz. 
minalizantes que hacen más difícil una ciación se paga con vidas humanas con Equipo Conflicto, Estado y Desarrollo. 


conversación urgente, porque es cierto 


NoE 

1 Desde que asumió el poder en agosto de 
2018, Iván Duque manifestó tener una 
obsesión con la seguridad (García, 2018). 
El mandatario señaló que su estrategia 
en este aspecto gira en torno a tres ejes: 
1. Concretar grandes operaciones para 
la reducción del delito, 2. Acciones de 
control y prevención, y 3. Una activa par- 
ticipación de la ciudadanía denunciando 
[lo 
Basta con buscar el hashtag Helquela- 
hacelapaga en redes sociales para encon- 
trar múltiples ejemplos de los polémicos 
éxitos tempranos de dicha estrategia de 
choque. 
Se especula que las personas que 
atacaron el carro del ejército en Tibú se 
dedicaban a extraer crudo del tubo, y 
que aquellas que además eran habitantes 
del municipio de Argelia se resistían a la 
destrucción de unos laboratorios para 
el procesamiento de la coca (Montoya, 
2018; Rico, 2018). 
En estos casos, el poder político y el con- 
trol social que ejerce una guerrilla en una 
región no dependen de una “conversión 
ideológica al marxismo” de los campesi- 
nos que allí habitan, ni se traducen en la 
consolidación de “pueblos guerrilleros”. 
Más bien son evidencia de la capaci- 
dad que tiene el grupo insurgente para 
identificar y dar respuesta a los intereses 
específicos de las comunidades (Aguilera, 
2014; González, Bolívar y Vásquez, 2003). 
Este es el caso del Frente de Guerra 
Occidental - Omar Gómez, que declaró, 
luego de su Novena Asamblea en 2016, 
su postura desfavorable a “la política de 
desmovilización de la insurgencia co- 
lombiana con mesas de diálogo que solo 
buscan el desarme de la guerrilla y no las 
transformaciones necesarias para la paz” 
(Carvajal-Oquendo, 2018). 
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La inauguración del actual gobierno en temas de movilización social 


estuvo mediada tanto por declaraciones públicas poco afortunadas 


del propio Presidente y de algunos de sus ministros, como por algunos 


asuntos que ya han incitado a la protesta social o que están a punto de 


provocarla, y en los cuales algunos miembros del gabinete (ministros y 


funcionarios, usuarios de las puertas giratorias) han tenido alguna inje- 


rencia, hoy o en el pasado reciente. Este artículo pone en el contexto de 


la movilización social dichas palabras y acciones, y sus implicaciones. 


n el primer discurso del pre- 

sidente Duque, el día de su 

elección en segunda vuelta, 

dijo que la protesta social in- 

centiva odios, que esta tiene 
lugar en zonas rurales y simplificó la 
mirada al campo colombiano: 


Ese país será también el país que en el cam- 
po colombiano en lugar de propiciar siem- 
pre la fractura y la protesta social incenti- 
vando odios, lo que va a hacer es generar la 





fraternidad entre empleadores y trabajado- 
res, y generará la armonía vigorosa entre la 
agroindustria y el pequeño productor (...). 
(El Espectador, 18 de junio de 2018). 


Frente a la primera afirmación pre- 
sidencial respecto a la protesta social, 
hay que recordar que esta es una acción 
política no institucional que expresa in- 
conformidades y desacuerdos; denuncia 
injusticias y violaciones a derechos fun- 
damentales, y pide bienes, servicios y 
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garantías. Además, entre sus propósitos 
no está el de “incentivar odios”, aunque 
sí delinear adversarios. 

Con relación al segundo aserto, se 
entendería entonces que las ciudades 
no son un escenario propicio para la 
protesta, pero nada más lejano de las 
evidencias. Piénsese tan solo en las 
marchas de octubre y noviembre de este 
año en defensa de la educación superior 
pública, realizadas en varias ciudades 
del país. 

En lo que respecta a la tercera afir- 
mación, los habitantes del campo ni son 
mano de obra disponible ni se definen 
únicamente por su actividad económi- 
ca. Como bien lo han venido señalando 
con sus demandas de reconocimiento 
cultural y político, las comunidades ét- 
nicas y campesinas tienen sus propios 
proyectos de vida y en la mayoría de 
casos esos proyectos trascienden la ne- 
cesidad de empleo rural. Pero eso será 
discusión de otro artículo completo. 
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En 2017 comunidades de La Guajira se desplazaron a Bogotá para reclamar sobre los impactos que ha causado la minería en sus comunidades. Las demandas, 


necesidades y propuestas que se realizan a través de las protestas siguen quedando en un segundo plano. Archivo Cinep/PPP 





Un mes después de ese discurso, Gui- 
llermo Botero, aún presidente de la Fe- 
deración Nacional de Comerciantes (Fe- 
nalco) y próximo Ministro de Defensa, 
anunció durante la cumbre Concordia 
Américas 2018 que el gobierno entran- 
te promovería una ley para organizar la 
protesta social, y que esta debería repre- 
sentar los intereses de toda la sociedad y 
no solo los de un grupo. En su momen- 
to, Mauricio Archila, investigador del 
Cinep, respondió que regular la protesta 
es una manera de cercenar la posibilidad 
de que diversos grupos expresen de ma- 
nera pública las carencias e injusticias 
que padecen y, por esa misma razón, 
es imposible que las manifestaciones 
obedezcan a un único interés general 
(Jaimes Vargas, 2018). Según Botero, 
el aumento de las protestas requiere tal 
regulación ya que “de acuerdo con las 
cifras del Cinep, en 2010 se reportaron 
640 luchas sociales y en 2016 se registra- 
ron 1019” (Olaya, 2018).' Sin embargo, 
la Base de Datos de Luchas Sociales del 
Centro contiene unas cifras distintas a 
las entregadas por el Ministro (825 para 
el primer año citado y 777 para el se- 
gundo) y contradicen su pretensión de 
mostrar un crecimiento sostenido de 
las protestas sociales durante los dos 
cuatrienios de Juan Manuel Santos. Los 


datos del Cinep presentan dos picos re- 
cientes en el número de protestas: uno 
en 2007, cuando se registraron 1015, 
y otro en 2013, cuando estas acciones 
llegaron a 1027. Desde entonces, año a 
año, se ha presentado un descenso. El 
decrecimiento de las protestas no signi- 
fica que se hayan atendido las deman- 
das que estas planteaban. Los datos ha- 
blan más de la esperanza que algunos 
grupos sociales fijaron en las posibles 
transformaciones que podrían derivarse 
del acuerdo de paz tras los diálogos de 
La Habana, acompañada, en muchas re- 
giones, del descenso de los índices de 
violencia letal y, por ende, del declive de 
algunos de los motivos de movilización 
social relacionados con el clamor de la 
paz y el rechazo a las acciones de guerra 
de grupos armados y a sus consecuen- 
cias sobre la conculcación de derechos, 
en particular a la vida, la integridad y 
la libertad. 

Ya posesionado en su cargo como mi- 
nistro de Defensa, Botero volvió a arre- 
meter contra la protesta social, esta vez 
para criminalizarla al asegurar que es 
financiada con dineros ilícitos de cinco 
grupos armados organizados (Revista 
Semana, septiembre de 2018). Esta te- 
meraria afirmación impacta la opción 
de que múltiples y diversos grupos 


sociales tengan voz y visibilidad; niega 
la autonomía de grupos, organizaciones 
y movimientos sociales para expresar 
desacuerdos, necesidades y propuestas; 
ocluye la posibilidad del diálogo social 
al que tantas veces se ha referido el ac- 
tual presidente; y, lo que es peor, pone 
en riesgo la integridad y la vida de los 
protagonistas de esas protestas. 

Tres desafortunadas intervenciones 
públicas sobre la movilización social en 
un corto lapso de tres meses obligan a 
estar alerta frente al incierto futuro de 
las acciones sociales colectivas conten- 
ciosas y de las respuestas a las deman- 
das que estas plantean, a pesar de que 
tres días antes del cambio de gobierno 
se emitiera el “Protocolo para la coor- 
dinación de las acciones de respeto y 
garantía de la protesta pacífica”, con 
resolución número 1190 de 2018 del Mi- 
nisterio del Interior.? Aunque este docu- 
mento se reconoció como un avance en 
el tratamiento de la movilización social, 
la normativa se concentra en garantizar 
la realización de la protesta, como un 
evento único y performático, como una 
puesta en escena, y no contempla la 
atención a las demandas que las luchas 
sociales llevan consigo ni las redes de 
conflictos que estas evidencian. 
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Este protocolo fue duramente criti- 
cado por las agremiaciones, que ya se 
habían opuesto tanto a este como a las 
consultas populares, y que abogan por 
las consultas previas exprés: las aso- 
ciaciones de Petróleo y Minería; la So- 
ciedad Colombiana de Agricultura; y, 
además, los alcaldes de las principales 
ciudades. Todos estos actores argumen- 
taron que la imposición del protocolo 
les impidió expresar sus observaciones, 
a saber, que la normativa se excedió en 
la creación de disposiciones legales y 
de nuevas instancias y, lo que es peor, 
le asignó funciones a la sociedad civil 
desconociendo las instituciones estata- 
les (El Espectador, 3 de agosto de 2018). 
Por su parte, el Consejo Gremial agre- 
gó que este protocolo desconoce los 
derechos de quienes no protestan, que 
son los verdaderos “afectados”, entre 
los que sobresalen los pobres y Bruce 
Mac Master, presidente de la Asociación 
Nacional de Empresarios de Colombia 
(ANDI), aseveró que garantizar el dere- 
cho constitucional a la protesta es una 
muestra de que la Constitución Política 
de 1991 permite más la defensa de las 
minorías que de las mayorías (Rueda, 
2018). 

A pesar de los malos augurios para la 
protesta social, esta no se ha detenido 
como lo confirman algunas movilizacio- 
nes a las que nos referiremos a conti- 
nuación: 


“Se avisa al público de la 
república que la educación 
pública se extinguió...” 





Esta fue una de tantas rimas corea- 
da por los estudiantes en la noche del 
viernes 20 de octubre durante la mar- 
cha de antorchas que recorrió varias ca- 
lles de la capital del país. Era la tercera 
manifestación realizada dentro del paro 
nacional de universidades e institucio- 
nes técnicas y tecnológicas públicas de 
educación superior para exigirle al go- 
bierno Duque atender el inmenso hueco 
presupuestal que amenaza su existen- 
cia: cerca de 20 billones de pesos que 
hacen falta para las 61 instituciones. 
Dicho déficit deriva del modelo de fi- 
nanciamiento impuesto por la Ley 30 


www.cinep.org.Co 


de 1992, agravado desde entonces por 
la asignación presupuestal dentro de los 
planes de desarrollo, por algunos pun- 
tos contenidos en la reforma tributaria 
reciente que permitirían el desvío de re- 
cursos públicos hacia las universidades 
privadas vía becas y créditos educativos 
otorgados por el Instituto Colombiano 
de Crédito Educativo y Estudios Técni- 
cos en el Exterior (Icetex), y el programa 
Ser Pilo Paga. 

Algunas de las acciones colectivas 
que han fortalecido al movimiento de la 
comunidad académica de la educación 
superior pública? han sido el paro na- 
cional de las 32 universidades públicas 
(iniciado el 11 de octubre); las inmensas 
marchas adelantadas en varias ciudades 
del país con el apoyo de estudiantes de 
secundaria (quienes aspiran a continuar 
sus estudios superiores dentro del siste- 
ma público), universitarios del sistema 
privado y una parte importante de la po- 
blación; y la intensa actividad académi- 
ca extramuros “Clase a la calle”. Dichas 
acciones se constituyeron en catalizado- 
res del acuerdo al que llegaron los rec- 
tores del Sistema Universitario Estatal 
con el presidente Duque y su Ministra 
de Educación, el 26 de octubre. 

“Mejor imposible”, así calificó la 
Rectora de la Universidad Nacional el 
acuerdo que contempla que durante el 
cuatrienio Duque las transferencias del 
gobierno nacional a las instituciones de 
educación superior (IES) crezcan en un 
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Durante la administración 
de Juan Manuel Santos, Co- 
lombia tomó distancia frente 
al enfoque de la lucha antidro- 
gas promovido por los Estados 
Unidos, que está fundado en la 


securitización de la cuestión, 
en el prohibicionismo y en res- 
ponsabilizar a los países pro- 


ductores. 
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Índice de Precios al Consumidor (IPC) 
más tres puntos porcentuales en 2019, y 
en IPC más cuatro por ciento de 2020 a 
2022. Además, el pacto compromete 300 
mil millones de pesos con cargo al pre- 
supuesto nacional para inversión cada 
año, desde 2019 hasta 2022; y negociar 
con gobernadores, alcaldes y el Congre- 
so la transferencia en 2019 y 2020 de 
un billón de pesos de las regalías para 
inversión en infraestructura de las IES. 
Pero, para la Asociación Sindical de 
Profesores Universitarios (ASPU), este 
resultó “un muy mal acuerdo” porque 
no permite superar la crisis para garanti- 
zar el cumplimiento ni de las funciones 
misionales de las universidades (docen- 
cia, investigación y proyección social), 
ni del régimen salarial y prestacional 
de los profesores universitarios (ASPU, 
2018). De igual forma, la Unión Nacio- 
nal de Estudiantes de Educación Supe- 
rior (Unees), la Asociación Colombiana 
de Representantes Estudiantiles de la 
Educación Superior (Acrees) y la Fede- 
ración Nacional de Representantes Es- 
tudiantiles Colombianos (Fenares) des- 
aprobaron el pacto porque desconoció 
tanto a quienes han sostenido la movili- 
zación (estudiantes y profesores) como 
el pliego presentado por la comunidad 
educativa, que contiene tres puntos: 1. 
Financiación, 2. Autonomía, y 3. Demo- 
cracia y garantías para la movilización 
(especialmente, el no ingreso ni actua- 
ción del Escuadrón Móvil Antidisturbios 
[Esmad] y la fuerza pública dentro de 
los campus universitarios, y la partici- 
pación de todos los estamentos de las 
instituciones de educación pública su- 
perior en cualquier reforma a Ley 30) 
(El Espectador, 2 de octubre de 2018). 
El componente financiero del pliego 
fue atendido parcialmente porque no 
contempló la demanda de condonación 
de deudas con el Icetex y el programa 
Ser Pilo Paga; el déficit presupuestal del 
SENA; el plan de pago de la deuda his- 
tórica de las universidades públicas; ni 
el aumento del presupuesto de Colcien- 
cias. Además, se dejó a voluntad de los 
entes regionales el traspaso de regalías 
cuyo monto depende del precio del ba- 
rril de petróleo. Por estas razones, las 
organizaciones estudiantiles llamaron a 
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seguir en paro y en las calles para pre- 
sionar la instalación de una mesa de 
negociación intersectorial para abordar 
el pliego completo y convocaron a la 
marcha-carnaval “La muerte de la edu- 
cación pública” el 31 de octubre. 

La mesa de diálogo se instaló el pri- 
mero de noviembre con la participación 
de los representantes de las organiza- 
ciones estudiantiles y de profesores, y 
el Viceministro de Educación Superior 
con un equipo técnico. El 7 de noviem- 
bre, sin llegar a un solo acuerdo, se 
suspendieron las conversaciones. Los 
manifestantes ataron su reanudación a 
la presencia del presidente Duque, pero 
él no ha tenido tiempo para atenderlos 
porque, además de sus múltiples ocupa- 
ciones y viajes, ha estado recibiendo en 
palacio a deportistas y cantantes, entre 
los que se cuenta un reguetonero cuyas 
canciones han sido cuestionadas por 
objetualizar a las mujeres e hipersexua- 
lizar las relaciones entre personas. 

El presidente Duque demuestra, al 
desconocer las demandas de estudian- 
tes y profesores, su convencimiento de 
haber hecho lo suficiente por la educa- 
ción superior pública, y por ello le re- 
sultan intolerables las manifestaciones 
callejeras y las responde -con la anuen- 
cia de algunos alcaldes- con represión 
impartida por la fuerza pública. Desde 
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En este orden de ideas que- 
da abierta la posibilidad de que 
nuevos recursos obtenidos para 
la paz, específicamente prove- 
nientes de los Estados Unidos, 
se usen en una nueva etapa de 
la lucha antidrogas en territorio 


colombiano. 


el momento en que se suspendieron las 
conversaciones, se produjo un cambio 
radical de actitud del Esmad ante las 
manifestaciones estudiantiles: de la pre- 
sencia discreta, del saludo de mano y de 
la entrega de flores, se pasó a acorralar 
a los manifestantes en los campus con 
bombas aturdidoras, chorros de agua 
y detenciones, y ahora el escuadrón es 
acompañado por la caballería que ayu- 
da a intimidar y disolver las marchas. 
Los estudiantes han recurrido a las to- 
mas de entidades públicas, la fuerza pú- 
blica continúa sitiándolos, los rectores 
amenazan con cancelar el semestre... 
Este es un círculo vicioso que trae a la 
memoria la aciaga época de finales de 
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la década de 1970 y comienzos de la de 
1980, cuando las protestas estudiantiles 
fueron respondidas con la persecución 
a los manifestantes y con la difamación 
y cierre de varias universidades, cuyos 
campus fueron dejados al cuidado de la 
caballería. Esta situación generó nuevas 
movilizaciones que exigían reapertura y 
salida de la fuerza pública de las uni- 
versidades y la liberación de estudiantes 
detenidos. 

Además del manifiesto desinterés 
presidencial por el profesorado y el es- 
tudiantado de las IES, la propuesta de 
negociar con gobernadores la asigna- 
ción de una parte de las regalías a es- 
tas instituciones para mejoramiento de 
infraestructura es también objeto de 
preocupación: ¿es, acaso, una estrategia 
gubernamental para desatar una pugna 
frontal entre comunidades educativas 
que reclaman el derecho a la educación 
pública, estatal y gratuita, y pobladores 
que exigen su derecho a un ambiente 
sano, a un hábitat digno y a disfrutar 
sus territorios libres de extractivismo 
minero-energético? Y, ¿cómo hacer 
realidad el sueño expresado en una 
pancarta sostenida por estudiantes de la 
Universidad Pedagógica Nacional en la 
Plaza de Bolívar que decía: “Queremos 
la biodiversidad protegida y la educación 
pública para todos”? 


El presidente Duque desconoce las demandas de estudiantes y profesores y responde a ellas con represión. Jornada de protesta del 28 de noviembre de 2018. 
Fotografía: Archivo Cinep/PPP 
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Mientras las comunidades se oponen a la minería, el Gobierno nacional habla de fracking. Fotografía: Archivo Cinep/PPP 


“Tengo que convencer al 
presidente Duque sobre 
el fracking”: MinMinas 





La Ministra tendrá que convencer 
al Presidente de que la fracturación hi- 
dráulica (en inglés, fracking) se puede 
hacer de manera responsable y segura 
porque, en su programa electoral, Du- 
que prometió que el manejo y la pro- 
tección del agua serían centrales en la 
agenda ambiental de su gobierno por- 
que de ello depende el desarrollo rural, 
la sostenibilidad de la producción agro- 
pecuaria y la mitigación de efectos de la 
industria y la minería. 

Sin duda, la Ministra logrará conven- 
cer al Presidente, pero no a los poblado- 
res de municipios donde se rumora que 
ya se está haciendo hidrofracturación o 
que están bajo la amenaza de que pron- 
to se iniciará la explotación de hidrocar- 
buros utilizando ese método. No está de 
más recordar que este proceso está con- 
denado por el alto consumo de agua; 
por su impacto en la salud humana por 
los gases que emana; por los efectos que 
tiene sobre el medio ambiente, sobre 
todo en las fuentes de agua que quedan 
contaminadas por metales pesados y, 
posiblemente, por elementos radioacti- 
vos; por contaminar la atmósfera, y por 
alterar las placas tectónicas generando 
temblores. 

La jefe de la cartera de Minas con- 
sidera que los impactos citados hacen 
parte de un discurso que estigmatiza al 


www.cinep.org.Co 


fracking y que carece de conocimientos 
técnicos y de información veraz. Advier- 
te que mientras muchos municipios lan- 
zan fuertes críticas contra la extracción 
petrolera y se abanderan del “No al frac- 
king”, se benefician de sus regalías sin 
cuestionarlas,* y sostiene que con están- 
dares regulatorios exigentes se pueden 
realizar fracturas hidráulicas de manera 
responsable.? Pero, ¿en manos de qué 
institución (o instituciones) quedará la 
aplicación, seguimiento y evaluación de 
tales estándares, y cuál será el papel de 
las comunidades que habitan las zonas 
donde se llevará a cabo la extracción de 
hidrocarburos con esta técnica? 

Los pobladores se rehúsan a ser con- 
vidados de piedra en la toma de decisio- 
nes sobre sus territorios y quieren que 
las autoridades escuchen sus preocu- 
paciones sobre la hidrofracturación, así 
como las advertencias sobre los riesgos 
y las solicitudes de tener en cuenta el 
principio de precaución hechas por or- 
ganismos internacionales y nacionales. 

Desde cuando se anunció pública- 
mente que en diecinueve de los 98 blo- 
ques para explotación de hidrocarburos 
ofrecidos en la Ronda Colombia 2014 
se podría hacer fracking, iniciaron las 
movilizaciones en su contra y el Foro 
Nacional Ambiental, el Fondo Mun- 
dial para la Naturaleza (siglas en inglés 
WWF) y Dejusticia pidieron a MinMi- 
nas, a la Autoridad Nacional de Licen- 
cias Ambientales (ANLA) y a la Agencia 
Nacional de Hidrocarburos (ANH) una 


moratoria en la implementación del uso 
de esta técnica con base en el principio 
de precaución sobre los posibles riesgos 
de la práctica para la salud humana y 
el hecho que tal daño sería grave e irre- 
versible. 

Dos años después, en 2016, la Corpo- 
ración Defensora del Agua, el Territorio 
y los Ecosistemas (Cordatec) convocó a 
varias protestas en San Martín (Cesar), 
el municipio donde la empresa estadou- 
nidense ConocoPhillips inaugurará esta 
práctica en Colombia. Por ello, la multi- 
nacional acusó a los campesinos de las 
zonas rurales de influencia del proyecto 
de ser opositores y enemigos de la llega- 
da del empleo a la región. 

En abril de 2018, la ANLA decidió 
suspender el trámite de varias licencias 
ambientales de proyectos petroleros en 
el Magdalena Medio por la tragedia am- 
biental causada por el derrame de petró- 
leo emanado del pozo Lizama 158, entre 
ellas la del proyecto piloto de fracking 
de Ecopetrol entre Barrancabermeja y 
Puerto Wilches, en el departamento de 
Santander. Es probable que en esta de- 
cisión hayan tenido que ver las movi- 
lizaciones promovidas por campesinos, 
indígenas, comunidades afro y hasta 
pobladores urbanos pocos días después 
del derrame de esta excavación, en las 
que pidieron a Ecopetrol sepultar la idea 
de los pozos pilotos de fracking debido 
a los desastres ambientales que ya esta- 
ban causando en el país. 


34 


En 2018 se realizaron otras protes- 
tas en municipios de Boyacá donde la 
compañía polaca Geofizyka ToruX pre- 
tende hacer estudios del subsuelo. Allí, 
las comunidades le expresaron a la em- 
presa que no es bien recibida y que no 
le permitirán hacer prospección sísmica 
porque luego se le otorgará licencia de 
exploración con fines mineros y, poste- 
riormente, vendrá la inevitable explota- 
ción de hidrocarburos. Ante la polémica 
que han despertado los estudios de ex- 
ploración sísmica que se propone hacer 
esta empresa europea en doce munici- 
pios del departamento (en las provincias 
de Occidente, Centro y Ricaurte), el Vi- 
cepresidente Técnico de la ANH aseguró 
que la información que se obtendrá en 
ese proyecto no tiene nada que ver con 
fracturación hidráulica porque no hay 
licencias que lo aprueben (Boyacá Sie7e 
Días, 19 de junio de 2018). 

Estas son apenas un par de muestras 
de la capacidad de lucha de las pobla- 
ciones cuando sienten amenazado su 
territorio y, en particular, sus fuentes 
de agua, entendidas como fuentes de 
vida. ¿Habrá posibilidades de que la 
Ministra de Minas y Energía escuche 
esos temores y actúe en consecuencia, 
sobre todo, después de que el Consejo 
de Estado suspendió los actos adminis- 
trativos mediante los cuales el gobierno 
nacional fijó los criterios para la explo- 
ración y explotación de hidrocarburos 
en yacimientos no convencionales, me- 
diante estimulación hidráulica, mientras 





Fotografía: Angel Reyes. Creative Commons 


estudia una demanda de precaución? 
(Redacción Judicial, 2018). 


Ahogados en deudas y sin agua 





Entre el momento en que 117 muni- 
cipios del país se enredaron con los ya 
famosos bonos de agua que prometían 
financiar proyectos de agua potable y 
saneamiento, hacia 2008, y hoy, 2018, 
la Base de Datos de Luchas Sociales del 
Cinep ha registrado 67 protestas en 30 
de esos entes territoriales. Esas movili- 
zaciones han denunciado la ausencia de 
acueducto y alcantarillado, por lo que 
parte de su población muere de sed o 
está inundada de aguas servidas, situa- 
ciones que requirieron en muchas opor- 
tunidades la declaratoria de emergencia 
sanitaria; han develado la incapaci- 
dad de las empresas prestatarias para 
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Estas son apenas un par de 
muestras de la capacidad de lu- 
cha de las poblaciones cuando 
sienten amenazado su territorio 
y, en particular, sus fuentes de 
agua, entendidas como fuentes 


de vida. 


Cien 


proveer un servicio de calidad, y, lo que 
es peor, las muy pocas posibilidades de 
cambiar esa situación. 

Treinta y cinco de los 117 municipios 
han sido descertificados por la Super- 
intendencia de Servicios Públicos? por 
presentar problemas en la planeación 
y ejecución de los recursos del Sistema 
General de Participaciones en el sector 
de agua potable y saneamiento bási- 
co, y déficit en cobertura y calidad de 
prestación de esos servicios públicos, 
especialmente en áreas rurales. La des- 
certificación significa que esos munici- 
pios no pueden administrar los recur- 
sos sectoriales, ni adjudicarse nuevos 
compromisos con cargo a los mismos, y 
que los departamentos deben asumir la 
administración de las transferencias de 
ese sector, giradas por el Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio. 

Buenaventura, Valle del Cauca, el 
ente territorial que tiene el mayor sal- 
do pendiente de la deuda por bonos 
de agua (según Vega Barbosa, 2018, 
$41.045.771.510, casi el doble del que 
tiene Bello, Antioquia, que ocupa el 
segundo lugar entre los deudores), 
también es el municipio donde se han 
registrado más protestas por la falta de 
agua, el pésimo servicio prestado por 
la empresa antioqueña Hidropacífico y 
el incumplimiento de promesas hechas 
tiempo atrás sobre la ampliación y ade- 
cuación del acueducto. Las protestas lle- 
garon a tal punto que explotaron en un 
paro cívico en mayo de 2017 que duró 
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21 días para exigir el cumplimiento de 
un largo petitorio cuyo primer punto se 
refería al agua. Pero ya no se pidió como 
servicio público domiciliario, sino que 
se exigió la garantía de acceso al agua 
como un derecho humano fundamental. 
Con el paro, los bonaverenses obtu- 
vieron un fondo con 1,5 billones de pe- 
sos para invertir a diez años en un plan 
de desarrollo integral del distrito espe- 
cial, industrial, portuario, biodiverso y 
ecoturístico de Buenaventura, adminis- 
trado por el Ministerio de Hacienda (Ley 
1872 de diciembre de 2017). Lo que aún 
no es claro es si buena parte de ese di- 
nero se irá en pago de intereses y amor- 
tización de la inmensa deuda que tiene 
el puerto gracias a los bonos de agua. 
Los pobladores de los municipios en- 
deudados con los bonos de agua denun- 
cian en sus protestas cortes del servicio 
de agua potable hasta por cinco meses; 
especulación de parte de los vendedores 
de agua en bidones; alza desmesurada 
de las tarifas y cobros de las mismas 
sin obtener el servicio, y parálisis de 
acueductos por cortes del suministro de 
energía por millonarias deudas con las 
electrificadoras regionales. Así mismo, 
añaden que se producen enfermeda- 
des por el consumo de agua de pozos y 
que hay retrasos en la construcción de 
acueductos y alcantarillados, muchas 
veces porque los trabajadores entran en 
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A | 
Tumaco es uno de los territorios con mayor número de cultivos de uso ilícito, pero en abril de 2018 salieron a las calles a protestar por el derecho a la vida. Esto 
demuestra que “las protestas en zonas de cultivos de uso ilícito no son por mantener el negocio”. Fotografía: Archivo Cinep/PPP 
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huelga por el no pago de sus salarios. 
Otras de las denuncias incluyen inunda- 
ciones con aguas servidas que, de paso, 
contaminan cuerpos de agua; irregulari- 
dades en la propiedad de terrenos don- 
de se construyó la infraestructura de los 
acueductos; descertificación por imposi- 
bilidad de pago de las deudas del sector 
de agua potable y saneamiento básico, y 
deficiente administración departamen- 
tal de los recursos para este sector. 

Queda claro que los bonos de agua, 
planteados como un mecanismo finan- 
ciero que permitiría conseguir recursos 
para financiar infraestructura en agua 
potable y saneamiento básico a aque- 
llos municipios que no tenían acceso a 
créditos, tienen “ahogada” a una buena 
parte de estos entes territoriales, que 
hoy no tienen cómo pagar las deudas ni 
cómo dotar de acueducto y alcantarilla- 
do a sus poblaciones, ya que el nego- 
cio de estos bonos amarró el pago de la 
deuda a la pignoración de los recursos 
del Sistema General de Participaciones. 
¿Cómo solucionará este problema el Mi- 
nistro de Hacienda? 


Las protestas en zonas de 
cultivos de uso ilícito no son 
por mantener el negocio 





Desde hace más de treinta años tene- 
mos registros de movilizaciones contra 
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el uso del glifosato y la erradicación for- 
zada de cultivos de uso ilícito en la Base 
de Datos de Luchas Sociales del Cinep. 
La protesta más antigua es la del 20 de 
noviembre de 1986 en Magdalena, en la 
que cerca de dos mil campesinos e in- 
dígenas de la Sierra Nevada marcharon 
hasta Fundación para exigir la suspen- 
sión inmediata de las fumigaciones que 
afectaron sus cultivos de pancoger. En el 
otro lado del país, un par de años des- 
pués, el 9 de octubre de 1988, los cam- 
pesinos de Corinto, Cauca, se concen- 
traron en la escuela del municipio para 
protestar por la fumigación con glifosato 
de 2500 hectáreas sembradas con culti- 
vos de uso ilícito y para exigir asisten- 
cia técnica y créditos para sustituir sus 
plantaciones. 

Las movilizaciones cocaleras en Co- 
lombia han sido constantes desde en- 
tonces, pero tres hitos muestran las 
erráticas prácticas del gobierno (discur- 
sivas y no discursivas) en este campo: 1. 
El fracaso del programa Plante denun- 
ciado por los cultivadores (1996), 2. La 
acusación de terroristas a los cultivado- 
res (2011) y 3. La desidia gubernamen- 
tal frente al cumplimiento del punto 1 
“Hacia un Nuevo Campo Colombiano: 
Reforma Rural Integral” del Acuerdo de 
Paz firmado con las FARC, que más allá 
de incumplimiento se convirtió en nega- 
ción de lo acordado (2017). 
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En 1996 en Simití, San Pablo, Can- 
tagallo, Morales, Regidor, Río Viejo, 
Santa Rosa del Sur, Arenal, Morales, 
Magangué, San Martín de Loba, Ba- 
rranco de Loba (Bolívar), Orito, Valle 
del Guamuez, Puerto Asís y San Mi- 
guel (Putumayo), Cartagena del Chairá, 
Puerto Rico, Valparaíso, Solita, Curillo, 
Albania, San José de Fragua, La Mon- 
tañita, Morelia, El Paujil y San Vicente 
del Caguán (Caquetá) protestaron por el 
fracaso del programa Plante. De acuer- 
do con el documento Conpes 2835, este 
programa estaba “orientado a brindar, a 
partir de la erradicación de los cultivos 
ilícitos, una alternativa económica de 
vida, dentro de la ley, a los pequeños 
productores de dichos cultivos” (DNP, 
1996, p. 2). Con el Plante, el gobierno 
tenía la intención de lograr la sustitu- 
ción de cultivos con base en la partici- 
pación comunitaria, sin embargo, lo que 
denunciaban los manifestantes era que 
no existían políticas que propiciaran la 
producción agrícola, pues no veían en 
sus entornos arreglos de vías para sa- 
car sus cultivos, ni acceso a servicios 
públicos (como energía y agua) ni so- 
ciales (como educación y salud). Y, so- 
bre todo, los campesinos denunciaban 
que no tenían créditos blandos para 
reiniciar la producción a pesar de que 
las aspersiones aéreas acababan con sus 
cultivos de pancoger, contaminaban las 
fuentes de agua y ya empezaban a afec- 
tar su salud. En estas y en las siguientes 
marchas, los campesinos cocaleros no 
se han cansado de insistir en que no se 
oponen a la sustitución de los cultivos 
de uso ilícito, pero sí a las fumigaciones 
aéreas y a la erradicación forzada, pues 
“no es fácil cambiar de forma de sus- 
tento”, como dijo un manifestante en la 
protesta del 11 de noviembre de 2010 en 
Cúcuta, Norte de Santander y quedó re- 
gistrado en la Base de Datos de Luchas 
Sociales del Cinep. 

Entre 1996 y 2011 se realizaron cerca 
de 40 acciones de protesta básicamen- 
te por las mismas demandas, pero en el 
año 2011 a estas se les sumó la exigencia 
de no criminalización. El gobierno de 
Juan Manuel Santos (2010-2018) habló 
de terroristas cuando las comunidades 
negras y afrocolombianas, indígenas y 
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Sobre el paro del Catatumbo, 
la acción más larga de todas las 
del año, el gobierno afirmó que 
detrás estaban la guerrilla del 
ELN y bandas criminales. Esto 
fue un claro desconocimiento 
de los motivos de la protesta, 
pues las comunidades rurales 
han sido firmes en su decisión 


de sustituir cultivos. 


campesinos de los departamentos de 
Antioquia, Cauca, Córdoba, Chocó y 
Nariño protestaron para exigir la susti- 
tución concertada, la reparación por la 
pérdida de sus cultivos de pancoger y 
de comercialización, y la exigencia de 
consulta previa en territorios étnicos an- 
tes de cualquier intento de fumigación 
aérea o de erradicación forzada. 

Pero además en 2011 se revelaron las 
inconsistencias de la política agraria. El 
21 de noviembre, en Tumaco, Nariño, 
pequeños y medianos palmicultores blo- 
quearon la vía de entrada al municipio 
porque la fumigación con glifosato ultra 
(una composición química más fuerte) 
afectó los cultivos de palma aceitera. 

Seis años después, en 2017, las movi- 
lizaciones cocaleras volvieron a apare- 
cer como una constante del movimien- 
to campesino. En los departamentos 
del Cauca, Antioquia, Cesar, Nariño y 
Norte de Santander se vivieron gran- 
des movilizaciones porque se aceleró la 
implementación del punto 4 del Acuer- 
do de Paz entre el gobierno y las FARC 
(“Solución al Problema de las Drogas 
Ilícitas”), sin haberse definido nada del 
punto 1. Sobre el paro del Catatumbo, 
la acción más larga de todas las del año, 
el gobierno afirmó que detrás estaban 
la guerrilla del ELN y bandas crimina- 
les. Esto fue un claro desconocimiento 
de los motivos de la protesta, pues las 
comunidades rurales han sido firmes en 
su decisión de sustituir cultivos, pero 
siempre y cuando se les garantice que 
podrán vivir de las nuevas siembras. 
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Del mismo año vale la pena resaltar 
el lanzamiento de la Coordinadora Na- 
cional de Cultivadores de Coca, Amapo- 
la y Marihuana en enero de 2017. Este 
proceso de organización, que está al 
frente (no detrás) de las movilizaciones 
del último año, recoge los más de treinta 
años de movilización y demuestra que 
se buscan vías de diálogo para solucio- 
nar el conflicto con los cultivadores. 


A manera de cierre 





La relación entre el gobierno del pre- 
sidente Duque y la protesta social em- 
pezó muy mal. Como retrató este artí- 
culo, algunos miembros del gabinete 
(MinDefensa, MinEducación, MinMinas 
y MinHacienda) han dado muestras de 
no escuchar a las comunidades, las han 
acusado de estar influenciadas (y finan- 
ciadas) por grupos armados, han pre- 
tendido solucionar problemas estructu- 
rales con paños de agua tibia, y, sobre 
todo, han criminalizado, deslegitimado 
y constreñido la movilización social, lo 
que tiene serias consecuencias. Durante 
todo 2018 han continuado las protestas 
contra la erradicación forzada y a favor 
de la implementación de la sustitución 
voluntaria acordada en La Habana. Sin 
embargo, al cierre de este artículo nos 
enteramos del asesinato de Luis Tara- 
zona, décimo líder asesinado de Tibú y 
cuarto de la Asociación Campesina del 
Catatumbo (Ascamcat), quien se desta- 
có por sus luchas contra la minería en la 
región del Catatumbo y la erradicación 
forzada de cultivos de uso ilícito. El ase- 
sinato de Luis Tarazona es resultado de 
palabras dichas y acciones que deslegiti- 
man y estigmatizan la protesta social. Si 
bien este panorama de persecución no 
es reciente, el gobierno de Duque en sus 
primeros cien días ha profundizado el 
marco de persecución a quienes defien- 
den el derecho propio y de sus comuni- 
dades a permanecer en sus espacios de 
vida y lucha. 


Ana María Restrepo y Martha 


Cecilia García. 
Investigadoras del Cinep/Programa por la 
Paz. Equipo de Movimientos Sociales. 
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Los datos y las categorías que el ministro 
Botero endilga al Cinep en esa inter- 
vención pública son apócrifos. 
MENTA EIA AS TS 
tador.com/sites/default/files/paf-file/ 
resol-1190-18-adopta_ protocolo protes- 
ta_pacifica.pdf 

El magisterio también se movilizó de 
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Colombiana de Educadores (Fecode) 
convocó a una jornada nacional de 
protesta el 23 de octubre para exigir el 
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rotesta social y 
participación politica: 


los riesgos de la incomprensión 


Por: Carolina Cepeda Másmela"” 


Este artículo argumenta que los cambios de los últimos ocho años 
en el contexto de la movilización social en el país contribuyen a 
su expansión como mecanismo válido de participación e inciden- 
cia política. Los retos de la protesta social están en el desarrollo 
de los conflictos actuales (como los relacionados con el medio am- 
biente y la creciente desigualdad), la paradoja de la propuesta del 
gobierno Duque de regular las movilizaciones (en busca de con- 
trol y contención ante las dificultades actuales para retornar a un 
escenario de represión y estigmatización abiertas), y la capacidad 
y el entusiasmo de las organizaciones, activistas y ciudadanos 
para mantener viva y extendida la movilización social. 


a movilización social en Co- 

lombia experimentó transfor- 

maciones en el periodo 2010- 

¿ 2018, teniendo como telón 

£ de fondo los cambios en la 
estructura de oportunidad política, fruto 
del proceso de paz entre el gobierno de 
Juan Manuel Santos y la entonces gue- 


rrilla de las FARC. En dicho periodo es 
posible identificar un aumento en las 
movilizaciones sociales alrededor de as- 
pectos diversos, tales como educación, 
derechos laborales, medio ambiente, 
defensa del campo, derechos humanos, 
derechos indígenas y paz. Todos estos 
temas han sido abordados desde distin- 
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tas perspectivas y han tenido respuestas 
diferentes, pero han contribuido a un 
cambio en la percepción y el alcance de 
la movilización social en el país. Y estas 
transformaciones no pueden ser obvia- 
das por el recién estrenado gobierno de 
Iván Duque. 

Este artículo argumenta que los cam- 
bios de los últimos ocho años en el 
contexto de la movilización social en el 
país contribuyen a su expansión como 
mecanismo válido de participación e in- 
cidencia política, y sus retos están en: 
1. El desarrollo de los conflictos actua- 
les, como los relacionados con el medio 
ambiente y la creciente desigualdad; 2. 
La paradoja de la propuesta del gobier- 
no Duque de regular la protesta social 
en busca de control y contención ante 
las dificultades actuales, para retornar 
a un escenario abierto de represión y 
estigmatización; y 3. La capacidad y el 
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entusiasmo de las organizaciones socia- 
les, activistas y ciudadanos para man- 
tener viva y extendida la movilización. 


Colombia: nuevo ciclo de 
movilizaciones sociales 





Tarrow (1997) define los ciclos de 
protesta como una fase de intensifica- 
ción de conflictos sociales y acción co- 
lectiva. En estos es posible observar una 
especie de efecto contagio que empieza 
con grupos u organizaciones pioneras 
en la acción colectiva, los “madruga- 
dores”, que con sus demandas, reivin- 
dicaciones y estrategias crean nuevas 
oportunidades para que otros sigan su 
ejemplo; bien sea porque muestran que 
la movilización no tiene costos tan altos 
como se cree o porque esta se convierte 
en la mejor estrategia para alcanzar me- 
tas trazadas. Dichos ciclos tienen como 
correlato, siguiendo el argumento de Ta- 
rrow, cambios en la estructura de opor- 
tunidad política, entendida como los 
rasgos del entorno político que incenti- 
van o desincentivan la acción colectiva. 

El periodo 2010-2018 coincidió con 
las olas de movilización de la Prima- 
vera Árabe, los indignados en España, 
la generación precaria en Portugal, Oc- 
cupy Wall Street en Estados Unidos, las 
movilizaciones estudiantiles en Chile 
y México, y las manifestaciones contra 
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Tarrow (1997) define los 
ciclos de protesta como una 


fase de intensificación de 
conflictos sociales y acción 
colectiva. En estos es posible 
observar una especie de efec- 
to contagio que empieza con 
grupos u organizaciones pio- 
neras en la acción colectiva 
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la corrupción en Guatemala y Hondu- 
ras. Adicionalmente, en dicho periodo 
se dieron varios cambios en el entorno 
político nacional que favorecieron la 
movilización social como una forma de 
participación política legítima, siendo el 
proceso de negociación de paz entre el 
gobierno y las FARC un elemento cen- 
tral por tres razones fundamentales. En 
primer lugar, el inicio de las negociacio- 
nes hizo explícito el reconocimiento del 
conflicto armado por parte del gobierno, 
lo que le permitió a otros sectores so- 
ciales mostrar que este iba más allá de 
la confrontación armada y que era ne- 
cesario poner temas como la desigual- 
dad, la educación, el medio ambiente y 
los derechos ciudadanos sobre la mesa. 
En segundo lugar, la negociación en sí 
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misma permitió que dichos sectores 
sociales percibieran al gobierno como 
más propenso a responder a las voces 
disidentes; y, en tercer lugar, el discurso 
de paz y de salida negociada al conflicto 
armado deslegitimó cualquier respuesta 
represiva por parte del gobierno frente a 
actores políticos no armados y con es- 
trategias pacíficas (aunque disruptivas). 

Para describir los últimos ocho años 
en Colombia como un ciclo de movili- 
zación social, se puede afirmar que su 
inicio fue en 2011 con el paro de los 
transportadores de carga en contra del 
aumento en las tarifas de los fletes y 
con las movilizaciones de estudiantes 
universitarios en contra de la reforma 
a la Ley 30 de 1992 de Educación Su- 
perior, y la consecuente profundización 
de su mercantilización. Las protes- 
tas estudiantiles se prolongaron hasta 
2012, innovando en los repertorios y 
ampliando su discurso a otros sectores 
sociales, como los trabajadores y los 
desempleados. En este proceso se creó 
la Mesa Amplia Nacional de Educación 
(MANE), que logró bloquear el proyec- 
to de reforma de ley, al tiempo que de- 
mostró que la protesta social es una vía 
legítima de participación y acción polí- 
tica. Al paro de transportadores y a las 
movilizaciones estudiantiles les siguie- 
ron fuertes protestas protagonizadas 
por campesinos, indígenas, maestros, 
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organizaciones de víctimas y cultivado- 
res de hoja de coca de algunas regiones 
del país, entre otros. 

Otro gran momento de movilización 
tuvo lugar un año después, en 2013, 
cuando distintas organizaciones cam- 
pesinas se movilizaron para mostrar los 
efectos negativos del tratado de libre 
comercio entre Colombia y Estados Uni- 
dos. Si bien la demanda central de las 
protestas (la renegociación de los térmi- 
nos del tratado) no tuvo mucho éxito, 
estas sí lograron que el gobierno reco- 
nociera a las organizaciones campesinas 
como interlocutoras válidas, abriendo 
un espacio para la discusión sobre el li- 
bre comercio y sus efectos en el campo, 
el medio ambiente y la vida cotidiana de 
las personas. Asimismo, estas protestas 
despertaron la empatía de los habitantes 
de la ciudad, quienes pese a no tener 
una identidad como trabajadores rura- 
les, sí se sumaron a las concentraciones 
y marchas que llegaron desde diversas 
regiones hasta Bogotá. 

Tres años después, en la etapa pos- 
terior al plebiscito del 2 de octubre de 
2016, el país fue escenario de moviliza- 
ciones a favor del acuerdo de paz. Estas 
consistieron básicamente en marchas 
multitudinarias y ejercicios de pedago- 
gía sobre lo que había sido negociado, 
y su meta era mostrar que amplios y 
diversos sectores de la sociedad sí res- 
paldaban el proceso de negociación, el 


acuerdo alcanzado y su futura imple- 
mentación, aunque el voto en las urnas 
no hubiera sido favorable. 

Una mirada detallada a este ciclo de 
movilización permite observar, a prime- 
ra vista, una expansión de la empatía 
con causas y movilizaciones sociales 
ajenas (Reitan, 2007), pero apropiadas 
por diversos sectores de la sociedad 
debido a factores como la difusión de 
información e imágenes en tiempo real 
a través de redes sociales en línea (Fa- 
cebook, Twitter y Youtube) (Martínez 
y Avella Bermúdez, 2016). De manera 
particular, este proceso se fortaleció con 
las marchas a favor del acuerdo de paz, 
las cuales motivaron a segmentos de po- 
blación que tradicionalmente no se mo- 
vilizan a tomar parte en distintas formas 
de acción colectiva, contribuyendo así a 
desestigmatizar parcialmente la protesta 
social. 


Este panorama, por supuesto, no sig- 
nifica que en la Colombia previa a 2010 
no existiera la movilización social. Al 
contrario. Trabajos como los de Archila 
(2003) y Múnera (1998) muestran que 
la historia política del país ha tenido 
como protagonistas a las organizaciones 
sociales. Sin embargo, picos de movili- 
zación como los observados en el ciclo 
2010-2018 no han sido constantes en 
la historia colombiana reciente. Ahora 
bien, esto no significa que la protesta 
social en Colombia esté exenta de repre- 
sión, sobre todo si se tiene en cuenta 
que desde la firma del acuerdo de paz 
en diciembre de 2016 se han asesinado 
alrededor de 311 líderes sociales y que 
según reporta el proyecto The Defenders 
del diario británico The Guardian, Co- 
lombia es el tercer país en donde más 
líderes ambientalistas han sido asesina- 
dos entre 2015 y octubre de 2018, con 
un vergonzoso record de 95 personas, 
solo superado por Brasil y Filipinas, 
donde las cifras ascienden a 145 y 102 
respectivamente. 





La movilización social es fuente de 
cambios colectivos que se institucio- 
nalizan con el paso del tiempo. Así lo 
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han mostrado distintos estudiosos de 
los movimientos sociales, como McA- 
dam, Tarrow y Tilly (2001), Melucci 
(2002), Tarrow (2007) y Tilly (2010), 
quienes identifican el cambio social 
como la razón de ser de las moviliza- 
ciones. En otras palabras, el porqué de 
un movimiento de este tipo radica en 
su inconformidad con el estado actual 
de las cosas y en el profundo deseo de 
transformarlo para mejorar -sea lo que 
sea que eso signifique-. Para conseguir- 
lo, los movimientos emplean distintas 
estrategias que les permiten llamar la 
atención sobre sus causas, siendo las 
acciones disruptivas, aquellas que ge- 
neran caos, las más eficientes en dicha 
tarea. Vale la pena aclarar que esto no 
sugiere que la única vía para el cambio 
social sea la confrontación abierta con 
el poder establecido, ya que en ocasio- 
nes también es posible dialogar con este 
y alcanzar acuerdos medianamente sa- 
tisfactorios. 

Aun así, grandes cambios como la 
conquista de derechos civiles, la libe- 
ración de presos políticos, la mejora 
de condiciones laborales y el reconoci- 
miento simétrico de las diferencias, en- 
tre otros, son el fruto de largas y arduas 
luchas sociales en las que se han em- 
pleado tácticas y estrategias disruptivas 
que, en palabras de Melucci (2002), no 
son toleradas por el sistema político de- 
bido a su incapacidad de contestarlas. 


Y, justamente en esto radica el poder de 
transformación de la movilización so- 
cial: en obligar al sistema a que tramite 
las demandas y modifique las institu- 
ciones para que lo que se exige tenga 
una solución real. Así es que se han 
superado los privilegios para conquistar 
derechos como el voto universal, el re- 
conocimiento de usos y costumbres, la 
participación política de las mujeres, las 
jornadas laborales de ocho horas, entre 
muchos otros. 

A partir de ese contexto es posible 
aseverar que hay una gran incompren- 
sión de la movilización social por parte 
del recién electo gobierno de Iván Du- 
que. Tal afirmación se sustenta en las 
declaraciones de miembros del Centro 
Democrático, su partido político, crimi- 
nalizando la protesta social y estigma- 
tizando grupos como los estudiantes, 
y en la polémica propuesta de regular 


la protesta hecha por su ministro del 
Interior, Guillermo Botero. Ello puede 
entenderse más bien como un intento 
de restricción, en la medida en que esta 
ya está regulada a través de mecanis- 
mos como la entrega previa de rutas de 
marchas a las secretarías de gobierno de 
los municipios. Así es posible interpre- 
tar las declaraciones previas a la pose- 
sión de Duque el 7 de agosto de 2018, 
cuando Botero afirmó ante medios de 
comunicación que “en el ámbito social, 
respetamos la protesta social, pero tam- 
bién creemos que debe ser una protesta 
ordenada que verdaderamente represen- 
te los intereses de todos los colombia- 
nos y no solo de un pequeño grupo” (El 
Espectador, 18 de julio de 2018), y en- 
fatizó la necesidad de proponer una ley 
estatutaria con el fin de regular este de- 
recho. A estas declaraciones, les siguie- 
ron las que él mismo hizo en septiembre 
afirmando que las protestas sociales en 
Colombia eran financiadas con recursos 
ilícitos provenientes de organizaciones 
transnacionales (El Espectador, 14 de 
septiembre de 2018). 

Si bien estas últimas afirmaciones de 
Botero le valieron fuertes críticas de la 
oposición y un debate de control político 
citado el 2 de octubre en la Comisión II 
del Senado por el senador del Polo De- 
mocrático Alternativo, Iván Cepeda, el 
presidente Duque en general no las con- 
trovirtió y afirmó que la protesta social 





es un derecho constitucional pero que 
siempre debe hacerse con apego a la ley 
(El Espectador, 18 de julio de 2018). Tal 
parece que dichas aseveraciones apun- 
tan a dejar el balón en la cancha de las 
organizaciones sociales, las cuales, des- 
de el punto de vista del gobierno actual, 
deben dar todos los argumentos necesa- 
rios para que sus acciones y estrategias 
no sean interpretadas como ilegales. Sin 
embargo, las declaraciones de los demás 
actores, como las del Ministro del Inte- 
rior, dejan entrever que hay una predis- 
posición negativa hacia los movimientos 
y Organizaciones sociales, la cual tiende 
a criminalizarlas y a despolitizarlas. 

En este punto, lo interesante es que el 
gobierno Duque ya ha presenciado fuer- 
tes movilizaciones sociales, empezando 
por las concentraciones que hubo el 
mismo día de su posesión en varias ciu- 
dades del país, especialmente en Bogo- 
tá, para manifestar el respaldo sostenido 
al acuerdo de paz y la inconformidad de 
algunos sectores sociales con su plan de 
gobierno. Puede que desde ese momen- 
to la actual administración se pregunte 
sobre qué respuesta es más viable fren- 
te a la movilización social: ¿medidas 
represivas O respuestas institucionali- 
zantes? Esta pregunta, sin duda, se ha 
debido hacer más fuerte con las movili- 
zaciones estudiantiles de universidades 
públicas y privadas en octubre pasado 
por la defensa de la educación pública, 
gran herencia de las movilizaciones de 
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los 1970 y de 2011, las cuales han re- 
cuperado los repertorios no violentos 
pero sí disruptivos de años anteriores, 
como las abrazatones, las besatones y 
los performances. Hasta el 8 de noviem- 
bre de 2018, la respuesta del gobierno 
no había privilegiado aún la represión 
abierta, priorizando la generación de es- 
pacios de participación. Sin embargo, ya 
se habían tomado medidas más sutiles 
de desactivación de la protesta social, 
como las posibles sanciones salariales a 
los profesores de universidades públicas 
y los intentos de fragmentación, al ex- 
cluir sectores del movimiento estudian- 
til de los acuerdos con los rectores de 
estas universidades. Pese a ello, en las 
marchas convocadas para las primeras 
semanas de noviembre, se ha recurrido 
a la represión abierta que no solo ha im- 
plicado la violencia física por parte del 
escuadrón móvil antidisturbios (Esmad) 
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contra los manifestantes, sino también 
detenciones arbitrarias de estudiantes 
en ciudades como Bogotá y Popayán. 
Estos hechos, acompañados de las ma- 
nifestaciones de odio por parte de la ciu- 
dadanía, generan una sensación de in- 
certidumbre y miedo frente al desarrollo 
de la movilización social en Colombia. 

Como ha argumentado este texto, en 
los últimos ocho años el país cambió y 
la movilización social ha dejado de ser 
un asunto de pocos. Muchas personas 
salieron a marchar por primera vez en 
2016 para defender el acuerdo de paz 
y, al hacerlo, aprendieron que esa es 
una vía legítima para expresarse y par- 
ticipar. Eso es difícil de cambiar. Dichas 
movilizaciones también construyeron 
puentes entre distintos sectores sociales 
y políticos. Eso genera aprendizajes. Fi- 
nalmente, puede decirse que la gente ha 
aprendido a ser más solidaria y eso no 
se puede revertir. La movilización social 
no se puede regular, no porque sea ile- 
gal, sino porque es creativa y no se pue- 
de contener. El sistema político tendrá 
que ampliar su espectro de tolerancia 
o estará en un caos permanente y ese 
es, justamente, el gran reto del gobierno 
Duque y de la sociedad colombiana para 
los siguientes cuatro años. 
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la economia 


Por: Jorge Iván González* 


Duque no parece estar dispuesto a corregir el daño estructural de 
la economía, que tiene tres males profundos: reprimarización, 
desorden territorial, inequidad y debilidad institucional. Hasta 
ahora, por las declaraciones del gobierno y por la actitud de los 
ministros, no se hace evidente que se vayan a tomar medidas que 
puedan llevar a transformaciones sustantivas. 


La reprimarización y 
la consolidación de la 
economía extractiva 





n los últimos años, la eco- 
nomía colombiana ha avan- 
zado en un proceso de re- 
primarización en el que la 
industria y la agricultura han 
perdido relevancia frente a los procesos 
extractivos. Actualmente, el 52% de las 
exportaciones son petróleo y minerales, 
el 21% café y otros productos agrícolas, 





y el 9% son oro y piedras preciosas; la 
suma de los tres renglones equivale al 
82% de las exportaciones. Al observa 
este escenario, se concluye que la de- 
pendencia de bienes primarios es evi- 
dente en Colombia, y este tipo de es- 
tructura de exportaciones hace que la 
economía sea muy frágil. La dependen- 
cia de estos bienes ha causado varios 
males, que se expresan en la llamada 
“enfermedad holandesa”. Este término, 
que tuvo su origen en los años sesenta, 
es el calificativo que se usa para expre- 
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uque no corrige el 
daño estructural de 


sar la incapacidad de la economía para 
administrar bien la bonanza. A raíz del 
descubrimiento de grandes yacimientos 
de gas natural, el florín neerlandés se 
revalúo y la competitividad del país se 
fue a pique por el aumento considerable 
de las importaciones. 

El buen manejo de la riqueza ha sido 
una preocupación reiterada de la huma- 
nidad. En uno de los diálogos socráticos 
se muestra que la felicidad resulta de la 
conjunción adecuada de riqueza y vir- 
tuosidad. 


En cuanto a los ricos, que llevan gravosa- 
mente la vejez, les viene como anillo al dedo 
este razonamiento, porque ni el hombre vir- 
tuoso soportaría fácilmente la vejez en me- 
dio de la pobreza, ni el no virtuoso, cargado 
de riquezas llegaría a encontrar satisfacción 
en ellas. (Platón, La República). 


La refinería de Ecopetrol ubicada en Barrancabermeja, una de las primeras zonas de explotación petrolera del país. Fotografía: Archivo Cinep/PPP 
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La riqueza es una condición necesa- 
ria para ser feliz, pero no es suficiente; 
se requiere, además, de la virtuosidad 
que es el arte de vivir. Los países que 
logran manejar bien las bonanzas son 
una minoría pues la virtuosidad no pa- 
rece ser una característica de las socie- 
dades contemporáneas. Entre los pocos 
países que logran administrar bien las 
bonanzas se destaca Noruega. El Fondo 
petrolero de Noruega (ahora es el Fondo 
de pensiones del gobierno), creado en 
1990, ha sido un caso exitoso en este 
país. Un ejemplo contrario a este tipo de 
experiencia es Venezuela, ya que exis- 
te una diferencia notoria entre esos dos 
países: ambos son ricos, pero mientras 
que en Noruega prima la virtuosidad, 
en Venezuela no se han diseñado los 
mecanismos que permitan adminis- 
trar bien la bonanza. En cuanto a este 
tema, se puede decir que en Colombia 
no ha sabido utilizar los recursos de las 
bonanzas, aunque no ha llegado a los 
extremos perversos de Venezuela. 


Revaluación del peso 





Las bonanzas se reflejan en una en- 
trada de capitales y en una revaluación 
de la moneda nacional, coyuntura don- 
de las importaciones tienden a aumen- 
tar. En el período de mayor crecimiento 
de los precios internacionales, Colombia 
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Los países que logran ma- 


nejar bien las bonanzas son 
una minoría pues la virtuo- 
sidad no parece ser una ca- 
racterística de las sociedades 
contemporáneas. 


Y 





aumentó el déficit en la cuenta corriente 
de la balanza de pagos; entre el 2010 y 
el 2015 el déficit pasó de -3,1 % del PIB 
a -6,3 %. Esto quiere decir que cuando 
los precios del petróleo y de los mine- 
rales estaban en sus niveles más altos, 
las exportaciones fueron menores que 
las importaciones. Esta dinámica fue 
perversa porque la bonanza se despil- 
farró al importar bienes que, además, 
golpearon muy duro a la industria y a la 
agricultura nacionales; se perdieron más 
de un millón de hectáreas de cultivos, 
y la importación de alimentos básicos 
pasó de un millón a 12 millones de to- 
neladas. El daño estructural continúa, y 
el gobierno de Duque no parece tener 
claro este diagnóstico. Es fundamental 
recuperar las dinámicas de los sectores 
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productivos, pues ahora que se anuncia 
una nueva bonanza, es factible que las 
importaciones vuelvan a aumentar y 
que el déficit en la cuenta corriente se 
agudice. 

Cuando se presenta una bonanza 
exportadora la revaluación del peso es 
inevitable, y un país relativamente pe- 
queño como Colombia no tiene la capa- 
cidad de incidir en el precio del dólar. 
Las intervenciones ocasionales que ha 
realizado el gobierno han tenido un im- 
pacto restringido. En este tipo de con- 
textos, se puede observar el caso de 
China que ha tenido una exitosa regula- 
ción del valor del dólar, con suficientes 
recursos para devaluar artificialmente el 
yuan con el fin de evitar la caída de las 
exportaciones. En este caso el gobierno 
chino realizó compras masivas de dóla- 
res, y así mantuvo alta la tasa de cam- 
bio, y al mantener devaluado el yuan el 
precio del dólar subió y se redujeron los 
incentivos para importar. Este tipo de 
operación es impensable en Colombia, 
así que el fortalecimiento de la produc- 
ción nacional se tiene que realizar me- 
diante apoyos directos a la pequeña y 
mediana producción. 


Economías de enclave regionales 





Las zonas productoras de petróleo y 
minerales se han convertido en econo- 
mías de enclave, pero continúan tenien- 
do pésimas condiciones de vida. Des- 
pués de un siglo de nadar en medio del 
petróleo, los municipios del Magdalena 
Medio siguen siendo considerablemente 
más pobres que los no petroleros. Para 
modificar estas estructuras se requie- 
re que los excedentes que llegan a los 
municipios productores se utilicen de 
manera adecuada en proyectos estraté- 
gicos; sin embargo, el manejo que se ha 
hecho de las regalías, como lo denunció 
el Contralor, ha sido desastroso. En lu- 
gar de inversiones con perspectivas de 
largo plazo, 33 billones de pesos de re- 
galías se dispersaron en más de 12 mil 
pequeños proyectos. 

Para transformar las economías de 
enclave en actividades productivas y 
competitivas se requiere, además, un 
adecuado ordenamiento del territorio, y 
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esta es una prioridad que se deriva de 
los acuerdos de La Habana. Como bien 
se explica en el estudio del “Sistema de 
Ciudades” realizado por Planeación Na- 
cional, la dinámica del territorio debe 
realizarse en función de los procesos 
de las grandes aglomeraciones; entre el 
campo y la ciudad existe un continuum, 
que debería llevar a la eliminación de 
la dicotomía urbano/rural. Es así que la 
sostenibilidad ambiental de las aglome- 
raciones depende de su adecuada arti- 
culación al territorio. 





El presidente Duque no va a reducir la 
desigualdad. Los anuncios del ministro 
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Carrasquilla han sido claros. El eje de la 
reforma tributaria, o de la ley de finan- 
ciamiento, será las modificaciones al 
IVA que, por su misma naturaleza, es in- 
equitativo. De acuerdo con las intencio- 
nalidades manifestadas por el gobierno, 
no se han buscado alternativas fiscales 
(combinación de impuestos y subsidios) 
que efectivamente lleven a una reduc- 
ción de la concentración del ingreso y 
de la riqueza. Como lo anunció desde 
su campaña, este gobierno está a favor 
de las grandes empresas y de los ricos, y 
las medidas anunciadas son consecuen- 
tes con estos mensajes; no se observa la 
mínima intencionalidad de incrementar 
de manera sustantiva los impuestos a la 
tierra, a la riqueza, a los dividendos y al 
patrimonio. 
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Y en los días que han corrido desde 
que se posesionó el Presidente, es evi- 
dente la falta de liderazgo individual e 
institucional; los ministerios no tienen 
norte y las entidades rectoras, como Pla- 
neación Nacional, parecen sin rumbo. 
Fuera de los llamados a la cordialidad, 
el gobierno no ha dado mensajes que 
cohesionen y, sobre todo, que lleven a 
realizar los cambios estructurales que el 
país necesita. 


Doctor en economía, profesor de la 
Universidad Externado de Colombia 
(jorgeivangonzalez29(Wgmail.com). 
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Los proyectos de ley de reforma a la justicia que cursan en el Congreso distan 


mucho de constituirse en la reforma integral que el país requiere para reducir 


los índices de violencia y mejorar la democracia en Colombia. Las propuestas 


se han centrado mayormente en modificar las funciones de las cortes donde 


las discusiones tienen un alto contenido político y confluyen un sinnúmero de 


intereses que generan tensiones en la clase política de nuestro país. Dada la 


composición del Congreso, la disparidad del contenido de los proyectos y el 


escaso músculo político del Presidente de la República para hacer consensos, 


esta reforma probablemente seguira la suerte de las ocho anteriores desde que 


se expidió la Constitución de 1991. 


istingamos. Una cosa es 
reformar códigos (sustan- 
tivos y de procedimiento) 
y otra es reformar las fun- 
ciones de las altas cortes 
que les otorgan poder de decisión en 
asuntos administrativos propios de la 
Rama Judicial: en cuestiones políticas 
y estructurales del Estado, y en temas 
sociales, electorales, de juzgamiento pe- 
nal y disciplinario de altos funcionarios 
públicos. Las primeras se hacen con 


[y 
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frecuencia y relativa facilidad, aunque 
otra historia es el análisis de su efecti- 
vidad. Las segundas son más comple- 
jas, la discusión es altamente política 
y contenciosa porque en este ejercicio 
confluyen intereses políticos. En este or- 
den de ideas, pocas cosas más difíciles 
de reformar en Colombia que lo tocante 
a los poderes de las cortes. 

Por lo menos ocho reformas se han 
truncado en el Congreso o no han re- 
sistido el examen constitucional de la 
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Corte desde la expedición de la Carta 
de 1991. No ha habido gobierno en los 
últimos 27 años que no haya intentado 
cambiar el actual diseño de la justicia en 
su cúspide. Es tan urgente hacer trans- 
formaciones en la justicia colombiana a 
ese nivel que este tema ocupó al menos 
un pequeño espacio en el pasado deba- 
te presidencial. ¡No era para menos! La 
confianza ciudadana en la justicia tocó 
los índices más bajos después del es- 
cándalo del Cartel de la toga. Ver sub 
judice a algunos de los magistrados de 
la Corte Suprema de Justicia, incluyen- 
do a uno sus ex presidentes, extraditado 
a Estados Unidos como cualquier delin- 
cuente mafioso al fiscal anticorrupción, 
o condenados a magistrados de tribuna- 
les, jueces y fiscales, no deja de ser un 
espectáculo deplorable que afecta pro- 
fundamente la credibilidad de la justicia 
y pone en serio riesgo nuestra precaria 
democracia. 

La presión de los medios, de algu- 
nos sectores políticos y de la sociedad 
civil unidos al remezón político causado 
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por el llamamiento a indagatoria al jefe 
máximo del Centro Democrático por 
parte de la Sala Penal de la Corte Supre- 
ma hicieron que la reforma a la admi- 
nistración de justicia fuera tema de alta 
actividad legislativa en los albores del 
gobierno Duque. En este momento se 
tramitan en el Congreso tres propuestas 
de reforma a la justicia: la del gobierno 
(presentada por la Ministra de Justicia), 
la del partido Cambio Radical (amplia- 
mente defendida y comentada por el ex 
candidato presidencial Vargas Lleras) 
y la del Centro Democrático (propues- 
ta por la senadora Paloma Valencia). 
Hasta la fecha el trámite legislativo de 
esta reforma está complicado. A finales 
de octubre se hizo el primer debate de 
ocho en total. Todo parece indicar que 
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También es  desalentador 
que ninguna de estas reformas 
apunte a resolver dos proble- 
mas graves que padece la jus- 
ticia colombiana: accesibilidad 


y eficiencia. 


la urgencia de reforma a la justicia vía 
Congreso de la República se está desva- 
neciendo rápidamente, lo que sin duda 
terminará en una frustración más. 
También es desalentador que ningu- 
na de estas reformas apunte a resolver 
dos problemas graves que padece la 
justicia colombiana: accesibilidad y efi- 
ciencia. Si la justicia es un mecanismo 


Cuadro 1. Índices de violencia en el país, periodo 1990-2018. 


NW Muertos combatientes 


E Asesinatos políticos 


1990 1952 1994 1996 


1998 2000 





2008 


2002 2004 2006 


Fuente: Sistema General de Información. Cinep/Programa por la Paz. 


Un factor que contribuye a la impuni- 
dad y al aumento de la “cifra oscura de 
la criminalidad” (delitos que se comen- 
ten y no se denuncian) es el alto índice 
de desconfianza de la ciudadanía en su 
sistema de justicia. Reflejo de ello es el 
incremento de casos de linchamiento y 
justicia por mano propia en las ciuda- 
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des más populosas del país. El grupo de 
investigación Estado y Usos Sociales de 
la legalidad (Eilusos) del Departamento 
de Sociología de la Universidad Nacio- 
nal ha registrado 250 casos de lincha- 
mientos y otras formas de ejercicio de 
Justicia por mano propia en los últimos 
cinco años (ver Cuadro 2). Según un 


2010 2012 
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de resolución de conflictos, esta debe 
estar al alcance de los colombianos y ser 
una alternativa rápida y confiable a la 
solución de las disputas que surgen en- 
tre la ciudadanía. Piénsese por ejemplo 
en el alto índice de homicidios inten- 
cionales que se registran en Colombia 
a pesar de la reducción de la intensidad 
del conflicto armado después de la fir- 
ma del Acuerdo de Paz entre el gobierno 
colombiano y las FARC (ver Cuadro 1). 
Considérese por ejemplo el alto índice 
de impunidad en materia penal en Co- 
lombia, señalada en el 99 por ciento 
por el Fiscal General de la Nación (EFE, 
2016) y en el 66,34 por ciento por el in- 
forme del Índice Global de Impunidad 
2017 (Le Clercq Ortega y Rodríguez Sán- 
chez, 2017). 


M Homicidios comunes 


2014 2016 2018 


estudio de la Universidad Libre, una de 
cada tres personas está a favor de tomar 
la justicia por su propia cuenta, mien- 
tras el 64 por ciento de los habitantes de 
Bogotá recurriría a esta forma de justicia 
(González Penagos, 2018). 
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Cuadro 2. Seguimiento de casos de linchamiento informados por medios de comunicación. 


Número de casos 


0% 
2000 2002 2004 


MK Linchamiento 


MW Posible linchamiento 


2006 2008 2010 2012 


Fuente: Grupo de Investigación Eilusos, Universidad Nacional (González Penagos, 2018). 


Las cifras anteriores son apenas una 
muestra de las graves y múltiples defi- 
ciencias de la administración de justicia 
en Colombia que urge resolver si quere- 
mos convertirla en un instrumento útil 
al proceso de transición hacia la paz 
que vive nuestro país. ¡Ninguna de las 
propuestas apunta en esa dirección! 

En cambio, los tres proyectos de ley 
han decidido tocar dos cables de alta 
tensión que, desde ya se avizora, en 
algún momento del trámite fulminarán 
las propuestas: las funciones de las al- 
tas cortes y la regulación de la acción 
de tutela. 


Los temas con mayor contenido 
político de la reforma a la justicia 





1. Las facultades electorales de las altas 
cortes. Adjudicadas por la Constitu- 
ción de 1991, estas son las funciones 
que más han deslegitimado a las cor- 
tes. Su participación en la elección de 
Procurador General, Contralor General, 
Registrador Nacional del Estado Civil 
y Fiscal General han contribuido a su 
politización y a la pérdida de indepen- 
dencia en su función jurisdiccional. Los 
proyectos de reforma mantienen como 
única función electoral la elección del 
Fiscal General. 


Tribunal de aforados. A la fecha, los 
altos dignatarios del Estado son juzga- 
dos penalmente por la Sala Penal de la 
Corte Suprema de Justicia (numerales 
2 y 3, artículo 235 de la Constitución). 
Las reformas con variantes en los tres 
proyectos mantienen el juicio político 
previo a cargo del Congreso, pero los 
juicios penales se llevan por un Tribu- 
nal de Aforados. 


Supresión del Consejo Superior de la 
Judicatura. Este Consejo es una de las 
instituciones más controvertidas de la 
Rama Judicial creada por la Constitu- 
ción de 1991 (artículos 254 y ss.). Si 
bien fue pensada para darle más au- 
tonomía administrativa a la justicia y 
separar las funciones disciplinarias de 
los superiores jerárquicos de emplea- 
dos, jueces y magistrados, esta institu- 
ción terminó siendo un ente burocráti- 
co poco eficiente y fortín político con 
tentáculos corrosivos en el Congreso, el 
ejecutivo y las altas cortes. Las tres pro- 
puestas de reforma coinciden en reem- 
plazar el Consejo por una administra- 
ción judicial no magisterial, gobernada 
por las cortes. 


Intento linchamiento 
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La acción de tutela. Sin duda, esta ha 
sido la acción constitucional (artículo 
86) más efectiva para proteger los de- 
rechos humanos de los colombianos. 
La tutela logró lo que no pudieron 50 
años de lucha guerrillera en Colom- 
bia: el reconocimiento de minorías y la 
protección constitucional de derechos 
económicos, sociales y culturales vin- 
culados a los derechos fundamentales. 
Además, cambió la mentalidad de los 
ciudadanos que se relacionan con el 
Estado en términos de sujetos de dere- 
chos, y la de los jueces de la República, 
quienes se convirtieron en garantes de 
los derechos de los ciudadanos y, en 
la práctica, en jueces constitucionales. 
La constitucionalización del derecho 
se debe en gran medida a la acción de 
tutela y a las sentencias de los jueces. 
Sin duda se ha abusado de la tutela, 
también se ha distorsionado con fines 
políticos (ejemplo las tutelas masivas 
llamadas “tutelatón”) y ha desafiado 
las cortes de cierre (tutelas contra sen- 
tencias judiciales). Tanto el proyecto 
del gobierno como el de Cambio Radi- 
cal proponen límites a las tutelas contra 
las sentencias judiciales, lo que podría 
significar el comienzo del proceso de 
retroceso de lo que ha sido una verda- 
dera “revolución” a través del derecho. 
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Un asunto de diseño 
constitucional altamente 
politizado 





Dentro de la estructura del Estado 
contemporáneo, el rol de los jueces -es- 
pecialmente en las altas cortes- es crucial 
en la construcción y estabilización de las 
democracias, ya que son ellos los encar- 
gados de mantener a los demás poderes 
públicos ajustados a la Constitución y la 
ley, y a los funcionarios públicos respon- 
sables de sus actos (Prillaman, 2000). 
Los jueces son un poder contra-mayorita- 
rio y existen para proteger a las minorías 
de la tiranía de las mayorías (Hamilton, 
Madison y Jay, 2003). Sobre ellos recae 
el peso de garantizar el sistema de pesos 
y contrapesos de los poderes del Estado. 
La efectividad de su rol de garante de la 
democracia depende del diseño constitu- 
cional que determine sus funciones y tal 
diseño depende, a su vez, de los hacedo- 
res de la constitución. La estructura de 
la Rama Judicial, tal como quedó perfi- 
lada en la Constitución de 1991, fue el 
resultado de arduas negociaciones entre 
los constituyentes que representaban las 
diferentes tendencias políticas en las que 
ninguna era realmente dominante. Ello 
permitió que a las cortes llegaran jueces 
que tomaron distancia de la clase políti- 
ca institucionalizada que ha cargado una 
larga historia de injerencia en las deci- 
siones judiciales (Cruz Rodríguez, 2017). 

Bajo la Constitución de 1991, las al- 
tas cortes han logrado (con progresos y 
retrocesos) cierta autonomía frente a la 
política dominante en la toma de sus de- 
cisiones. Ese diseño constitucional desde 
hace tiempo requiere ajustes, precisa- 
mente porque subsisten vasos comuni- 
cantes entre la justicia y la clase política 
institucionalizada. Sería ingenuo soste- 
ner que la política pierda su influencia 
dentro de la justicia. Se trata en cambio 
de que las decisiones de los jueces cum- 
plan con su rol dentro del andamiaje de 
las instituciones democráticas con inde- 
pendencia, la que difícilmente se logrará 
si se mantienen sus funciones electorales 
y la intervención del Consejo Superior 
de la Judicatura -institución altamente 
politizada- en el nombramiento de los 
jueces. 
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El éxito de la reforma a la justicia 
depende de la posibilidad 

de consenso político que 

incluya a las altas cortes 





Los sucesivos fracasos de las refor- 
mas a la justicia, sobre todo en lo que 
respecta a sus funciones políticas, se 
deben fundamentalmente a que estas 
no han sido consensuadas por los diver- 
sos sectores políticos del Congreso y las 
cortes. Las tres reformas en curso están 
formuladas a la medida de los intereses 
políticos de los partidos proponentes. 
La teoría política que explica el diseño 
constitucional de las altas cortes nos en- 
seña que los grupos políticos dominan- 
tes tienden a restringir las facultades de 
las cortes y a esperar fidelidad partisa- 
na de los jueces (commitment theory), 
mientras que las minorías políticas tien- 
den a darle amplias facultades a los jue- 
ces para que les protejan sus derechos 
(insurance theory) (Gingsburg, 2003). 
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Las tres reformas en curso 
están formuladas a la medida 
de los intereses políticos de los 


partidos proponentes. J J 


Para lograr un acuerdo de reforma en 
un escenario político de fragmentación 
de poder, donde no hay mayorías aplas- 
tantes -como ocurrió en la Constituyen- 
te de 1991 y ocurre en la composición 
del actual Congreso-, se hace imperioso 
hacer consenso con todas las fuerzas 
políticas, incluyendo la oposición y los 
grupos minoritarios, y, por supuesto, 
escuchar el parecer de las cortes que tie- 
nen cómo hundir cualquier reforma en 
la Corte Constitucional. 

Ninguna iniciativa de reforma a la 
justicia responde a la necesidad de me- 
jorar sus niveles de eficacia y accesibili- 
dad conditio sine qua non para reducir 
los índices de violencia en Colombia. 
Los tres proyectos se han centrado en 
las funciones más políticas de las cor- 
tes donde necesariamente confluyen in- 
tereses políticos de toda índole. Por lo 
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tanto, si el gobierno del presidente Du- 
que quiere sacar adelante su propuesta 
de reforma a la justicia, primero tiene 
que negociar con la facción más radical 
del Centro Democrático que tiene un 
proyecto que concibe la justicia en tér- 
minos decimonónicos (dependiente del 
ejecutivo y con limitadas funciones po- 
líticas), con la propuesta de Cambio Ra- 
dical, y con una oposición sin propuesta 
concreta de reforma pero dispuesta a no 
ceder en los avances logrados en 1991. 
En este ejercicio de negociación con los 
partidos políticos que tienen asiento 
en el Congreso será absolutamente in- 
dispensable escuchar el parecer de las 
cortes. ¿Tiene el presidente Duque el 
músculo político para embarcarse en esa 
compleja negociación en este momento? 
¡Lo dudo! 


* John Montoya, SJ. 
Jesuita. Investigador del Cinep/Programa por 
la Paz. Equipo de Derechos Humanos. 
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Durante los primeros cien días del 
gobierno de Duque, los comprom- 
isos pactados hace dos años entre 
la administración del ex presi- 
dente Santos y la guerrilla de las 
FARC han caído en la incertidum- 
bre. Este desalentador panorama 
deja en el limbo unos de los instru- 
mentos de planeación y gestión 
participativa del desarrollo ori- 
entados a transformar las causas 


estructurales del conflicto armado 








y a la construcción de “paz positi- 
va”: los programas de desarrollo 
con enfoque territorial (PDET). El 
caso del Sur del Tolima evidencia 
la urgencia de cumplir con lo pact- 
ado en el sentido de direccionar 
esfuerzos políticos y técnicos para 
transformar las problemáticas so- 
cioeconómicas de esta subregión y 


las dinámicas de victimización que 


fueron, durante décadas, el comun 


denominador. En este sentido, lo 
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que está en juego no es solo la le- 
gitimidad de los acuerdos de paz, 
sino la deuda histórica que el Es- 


tado tiene con estos territorios. 


urante los primeros cien 
días del gobierno de Iván 
Duque, los compromisos 
pactados hace dos años 
entre la administración 
del ex presidente Santos y la guerrilla de 
las FARC han caído en la incertidumbre. 
Si bien el balance de la implementación 
de los acuerdos de paz al cierre del go- 
bierno anterior era precario, al menos 
existía una voluntad política clara de 
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PDET Fase Subregional Sur Tolima. Fotografía: Archivo Cinep/PPP 


cumplir con lo acordado. Por el contra- 
rio, el nuevo gobierno no pareciera te- 
ner un mínimo de voluntad política para 
poner en marcha la fase de implemen- 
tación, y su discurso y sus acciones se 
han centrado de manera casi exclusiva 
en el tema de drogas, la criminalización 
de la protesta social y la promoción de 
la “economía naranja”. 

Este desalentador panorama deja en 
el limbo uno de los instrumentos de 
planeación y gestión participativa del 
desarrollo consagrados en los acuerdos 
y destinados a transformar las causas es- 
tructurales del conflicto armado en Co- 
lombia: los PDET.! Enmarcados en una 
visión de la “paz positiva” (Galtung, 
1996), estos programas están guiados 
por un espíritu donde no basta con al- 
canzar la ausencia de guerra y violencia 
directa, sino que se debe garantizar la 
justicia social para construir una paz es- 
table y duradera. En este sentido, como 
dice el Punto 1.2 del Acuerdo Final para 
la Terminación del Conflicto y la Cons- 
trucción de una Paz Estable y Duradera, 
su objetivo es “(...) la transformación 
estructural del campo y el ámbito rural, 
y un relacionamiento equitativo entre 
el campo y la ciudad” para alcanzar “el 
bienestar y el buen vivir”; la garantía 
de los “derechos políticos, económicos, 
sociales y culturales”; el “desarrollo de 
la economía campesina y familiar”; el 
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“acceso integral a la tierra y a bienes y 
servicios productivos y sociales”, y “el 
desarrollo y la integración de las regio- 
nes abandonadas y golpeadas por el 
conflicto implementando inversiones 
públicas progresivas, concertadas con 
las comunidades” (Punto 1.2. del Acuer- 
do de Paz, pp. 21-23). 

Así pues, bajo la coordinación de la 
Agencia para la Renovación del Terri- 
torio (ART), los PDET deberían orien- 
tar las políticas de desarrollo durante 
los próximos quince años en dieciséis 
subregiones que abarcan 170 munici- 
pios priorizados en el país por ser las 
zonas más afectadas por la pobreza, la 
exclusión y la guerra.? Sin embargo, al 
finalizar el gobierno Santos, únicamen- 
te seis de las dieciséis subregiones a las 
que se les ha dado prioridad alcanzaron 
a formular los Planes de Acción para la 
Transformación Regional (PATR), base 
fundamental de los PDET, pues contie- 
nen los proyectos y la visión de desarro- 
llo derivados de los procesos de planea- 
ción participativa en los territorios. 

El Sur del Tolima abarca los muni- 
cipios de Ataco, Chaparral, Planadas y 
Rioblanco, y es una de las subregiones 
que alcanzó a formular sus PATR a par- 
tir de procesos deliberativos en varios 
niveles (veredal, municipal y subregio- 
nal), donde participaron 6083 tolimen- 
ses de diversos sectores (ART, 2018).* 
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Cien días más tarde, estos proyectos, 
que debían ser estructurados y articu- 
lados con las instituciones competentes 
en los ámbitos local, regional y nacion- 
al, así como con las autoridades étnicas, 
se encuentran paralizados 


El Sur del Tolima 


Realidad socioeconómica y diná- 
micas de victimización 





La subregión del Sur del Tolima 
evidencia la urgencia de implementar 
una política de desarrollo a largo pla- 
zo orientada a transformar estructural- 
mente el campo. En efecto, las precarias 
condiciones de la cobertura y calidad 
educativa; los servicios de salud y sa- 
neamiento básico; la infraestructura; las 
vías de acceso; la vivienda, y la ausen- 
cia de oportunidades laborales y pro- 
ductivas para la población en general 
y, de manera crítica, la población rural* 
son el pan de cada día. 

El Índice de Pobreza Multidimen- 
sional (IPM)? para la subregión (80 
por ciento) se encuentra muy por en- 
cima del promedio departamental (69 
por ciento), y es casi el doble que el 
promedio nacional (43 por ciento). 
Rioblanco tiene el IPM más alto de la 
subregión y Chaparral el más bajo (con 
87 y 69 por ciento, respectivamente) 
(ver Gráfica 1). 
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Gráfica 1. IPM del Sur del Tolima 
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Fuente: Elaboración propia con cálculo del Departamento Nacional de Planeación, Subdirección de Promoción Social y Calidad de Vida (DNP-Spscv) con datos 


del Censo 2005. 


Por su parte, es alarmante la brecha 
entre lo urbano y lo rural en esta subre- 
gión. El IPM en las zonas rurales del Sur 
del Tolima es de 89 por ciento (27 pun- 
tos porcentuales por encima del mismo 


índice en las zonas urbanas, 62 por 
ciento). Esta cifra es muy diciente si se 
compara con la brecha nacional: rural, 
45 por ciento, vs. urbano, 42 por ciento. 
El área rural del municipio de Rioblanco 


Gráfica 2. IPM rural vs. urbano del Sur del Tolima 
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tiene el IPM más alto de la subregión 
(94 por ciento), con 32 puntos porcen- 
tuales por encima del mismo índice ur- 
bano (62 por ciento) (ver Gráfica 2). 
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nacional 


Sur del Tolima 


Fuente: Elaboración propia con cálculo del Departamento Nacional de Planeación, Subdirección de Promoción Social y Calidad de Vida (DNP-Spscv) con datos del 


Censo 2005. 


Durante décadas, este contexto de 
desigualdad socioeconómica se vio pro- 
fundizado por el conflicto armado en 
la subregión que vio nacer a las FARC 
a mediados de la década de los 60. A 
partir de los años 80, con la entrada de 
la amapola y el fortalecimiento de esta 


guerrilla, la subregión empezó a consti- 
tuirse como una zona de importancia 
militar para la toma del poder, cambi- 
aron las dinámicas de relacionamiento 
con la población civil por parte de la 
guerrilla y, con la posterior entrada del 
paramilitarismo a algunas zonas de la 


subregión, se agudizaron las dinámicas 
de victimización. En efecto, en el Sur 
del Tolima, más de cien mil personas 
fueron victimizadas en el conflicto ar- 
mado, lo que representa el 84 por ciento 
del total de la población de este territo- 
rio (ver Tabla 1). 
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Tabla 1. Victimización en el Sur del Tolima 


Lugar 


Ataco 
Chaparral 
Planadas 
Rioblanco 

Sur del Tolima 


Tolima 


Personas víctimas 


Población (2005) 
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% víctimas/población 





Fuente: Elaboración propia con datos de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (Uariv) y el Departamento Nacional de Estadística 


(DANE), Censo 2005. 


La magnitud de las problemáticas so- 
cioeconómicas de la subregión y el im- 
pacto de las dinámicas de victimización 
constituyen un contexto profundamente 
desalentador que el programa de de- 
sarrollo con enfoque territorial del Sur 
de Bolívar tendría que resolver en los 
próximos quince años para alcanzar la 
tan anhelada paz con justicia social. 

Pero, el contexto no solo plantea re- 
tos sino también posibilidades. 


Estructura organizacional, 
una oportunidad 


La composición de la estructura orga- 
nizacional en la esquina sur del Tolima 
pareciera perfilar escenarios apropiados 
para la implementación del PDET, ya 
que podría ofrecer una base social sóli- 
da para sostener buena parte de los pro- 
gramas y proyectos a implementar. En 
esta estructura predominan dos formas 
organizativas de primer nivel: las Juntas 
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de Acción Comunal y las asociaciones 
y cooperativas de productores de corte 
gremial. 

Para hacerse a una idea de la dinámi- 
ca regional vale la pena analizar el caso 
de Chaparral, en donde se encuentran 
formalmente registradas alrededor de 
156 juntas en la zona rural y 36 en el 
casco urbano. En los últimos años, es- 
tas juntas se han posicionado como el 
eje de la regulación de la vida cotidiana 
de las comunidades, en cabeza del pres- 
idente y la junta directiva, además de 
ejercer como puente entre la comunidad 
y las agencias estatales del ámbito na- 
cional para la gestión de recursos. 

De otro lado, las asociaciones y co- 
operativas han emergido en el seno de 
las dos estrategias de integración más 
relevantes del Estado colombiano para 
la unificación de regiones marginadas 
en el país: el Plan Nacional de Reha- 
bilitación (PNR) y la Política Nacional 
de Consolidación Territorial (PNCT). 


PDET Grupo Motor Planadas Fotografía: Archivo Cinep/PPP 
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Ambas estrategias impulsaron la confor- 
mación de asociaciones de productores 
y, a la fecha, el municipio registra cerca 
de 50 organizaciones productoras que 
aglomeran principalmente pequeños 
productores dedicados a los cultivos de 
café, cacao, plátano y caña panelera. 
Dichas estructuras se ubican mayori- 
tariamente en las zonas medias y altas 
del municipio (como los corregimientos 
del Limón, Las Hermosas y Calarma), 
mientras que en las zonas más bajas la 
presencia de estas organizaciones no es 
tan fuerte, debido, en buena medida, a 
que los habitantes de estas áreas ded- 
ican su actividad productiva a trabajar 
como jornaleros en haciendas arroceras 
y ganaderas. 


Reflexiones finales 





El caso del Sur del Tolima evidencia 
la urgencia de direccionar esfuerzos po- 
líticos y técnicos para transformar las 


PA 


y 
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problemáticas socioeconómicas de la 
subregión y las dinámicas de victimiza- 
ción que fueron el común denominador 
durante décadas. En efecto, de existir la 
voluntad política por parte del nuevo 
gobierno para implementar los PDET, 
habría posibilidades de atacar las cau- 
sas estructurales del conflicto armado 
y construir “paz positiva”, en términos 
de Galtung, aprovechando la potenciali- 
dad organizativa de la subregión como 
base para la sostenibilidad de procesos 
de desarrollo con justicia social en el 
largo plazo. 

No obstante, esta no es la primera vez 
que el Sur del Tolima es un escenario 
para la experimentación de programas 
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1 Estos programas hacen parte del Punto 
1 del Acuerdo de Paz (Reforma Rural 
Integral) y están reglamentados por el 
Decreto 893 de 2017. 
Los PDET están estructurados a partir 
de ocho pilares: 1. Ordenamiento social 
de la propiedad rural y uso del suelo; 
2. Reactivación económica y produc- 
ción agropecuaria; 3. Educación rural y 
primera infancia rural; 4. Vivienda, agua 
potable y saneamiento; 5. Salud rural; 6. 
Derecho a la alimentación; 7. Reconcili- 
ación, convivencia y paz; 8. Infraestruc- 
tura y adecuación de tierras. El Acuerdo 
también estipula que deben formularse 
Planes Nacionales Sectoriales que com- 
plementen la acción de los PDET, como 


de desarrollo que bajo la perspectiva de 
la “reconstrucción” o la “renovación” 
del territorio, han buscado integrar a 
la vida nacional las zonas marginales 
estratégicas para los actores armados. 
Inicialmente, bajo la implementación 
del PNR, pasando por el Plan Nacional 
de Desarrollo Alternativo (Plante), la 
PNCT y, ahora, con un enfoque signifi- 
cativamente diferente al estar enmarca- 
do en el proceso de paz con las FARC, 
los PDET.* 

Así pues, luego de tantos años de 
intervención estatal, principalmente 
por vía militar, la pobreza y la exclu- 
sión continúan vigentes, y denotan, 
entre otras falencias, la ausencia de 


el plan Especial de Educación Rural, el de 
Salud Rural, el de Vivienda Rural, el de 
Electrificación Rural, el Nacional de Vías 
Terciarias, el Nacional de Conectividad 
Rural, entre otros. 

En agosto de 2018 varios actores 
sociales e institucionales se encontraron 
en Ibagué para la definición del PATR 
subregional para el Sur del Tolima (ART, 
2018). 

El 64,2 por ciento de la población de 
EXT Ml AA 
esta, el 75 por ciento se clasifica como 
población dispersa (ART, 2018). 

El índice de pobreza multidimensional, a 
diferencia del de necesidades básicas in- 
satisfechas (NBI), mide la pobreza como 
un fenómeno multidimensional. En Co- 
lombia, el IPM se mide a partir de cinco 
dimensiones: 1. Condiciones educativas; 
2. Condiciones de niñez y juventud; 3. 
Salud; 4. Trabajo y 5. Condiciones de 
vivienda y servicios públicos domicili- 
arios. Este índice combina el acceso a 
bienes y servicios concretos (asistencia 
escolar, afiliación a salud, acceso a 
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continuidad para llevar la cara ama- 
ble del Estado a estos municipios. La 
pregunta que queda sobre la mesa es: 
¿Cómo avanzar en justicia social si los 
instrumentos de planeación y gestión 
territorial no superan la discontinuidad 
de las políticas del gobierno de turno y 
se convierten en políticas de Estado? En 
este sentido, lo que está en juego no es 
solo la legitimidad de los acuerdos de 
paz, sino la deuda histórica que el Esta- 
do tiene con estos territorios. 


*Silvia Pabón y **Luis Enrique 


Galeano. 

Investigadores del Cinep/Programa por la 
Paz. Área de Ciudadanías, iniciativas de paz y 
reconciliación. 


acueducto), con los resultados de dicho 
acceso (alfabetismo, rezago escolar), 
así como con las condiciones laborales 
(como desempleo y trabajo informal). 

En efecto, varios habitantes consultados 
en el proceso de acompañamiento del 
Cinep/Programa por la Paz para la for- 
mulación de los programas de desarrollo 
con enfoque territorial del Sur del Tolima 
mencionaron haber formulado antes 
JENS END 
medio de la estrategia de Consolidación 
Territorial de la antigua Unidad Adminis- 
trativa para la Consolidación Territorial. 
El error en esta cifra puede responder a 
las diferencias de los periodos de cada 
base: el censo del DANE corresponde al 
año 2005, mientras las cifras de la Uariv 
recogen datos del periodo 1985-2018. 
Asimismo, vale la pena tener presentes 
las limitaciones de conteos de hechos 
victimizantes ocurridos en medio de 
oleadas de desplazamiento. No obstante, 
el guarismo es diciente: casi el total de la 
población del municipio de Rioblanco ha 
sido víctima del conflicto armado. 
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Por: Alejandro Angulo S.J. y Daniela López 


Tumaco, el primer puerto colombiano sobre el Pacífico, pasó de ser un 


paraiso a un infierno por obra y gracia del descuido estatal que permitió 


la toma del puerto por el narcotráfico. El resultado, en términos de dig- 


nidad humana, es que esos bellos parajes se han convertido en un cam- 


po de guerra, y son los jóvenes las principales víctimas de la matanza. 


Mientras tanto, el país trata con indolencia esta tragedia. 


umaco es una ciudad por- 

tuaria y es municipio del de- 

partamento de Nariño, se 

encuentra en la esquina 

suroeste de Colombia, cerca 
de la frontera con Ecuador, y disfruta de 
un clima tropical cálido. Tiene una ex- 
tensión de 3.760 kilómetros cuadrados 
y una población de 203,971 habitantes. 
El 89,0 % de la población residente en 
Tumaco se autoreconoce como raizal, 
palenquero, negro, mulato, afrocolom- 
biano o afrodescendiente, y hay un 5 % 
indígena. 


Fotografía: Archivo Cinep/PPP 


El Presidente de la República, Iván 
Duque Márquez, durante su visita a Tu- 
maco (el 10 de agosto 2018) trató temas 
de cultura, educación, comercio y segu- 
ridad, entre otros. Esta primera reunión 
tuvo como objetivo adoptar medidas 
para que: 


Tumaco, ahora que es Distrito, se con- 
vierta en un polo de desarrollo, con 
proyectos que mejorarían la capacidad 
penitenciaria del municipio, avanzarían 
en los corredores viales y habilitarían el 
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umaco, de paraiso 
a infierno 


centro de acopio pesquero de la región 
para comercializar productos en el mer- 
cado... (Duque, citado en KienyKe, 2018) 


A pesar de un aporte de tan solo 1,8 
% al PIB (Dane) y un bajo reporte de 
crecimiento económico a la fecha, el 
hoy Distrito Especial Industrial y Biodi- 
verso de Tumaco se encuentra ubicado 
en el tercer puesto de producción de 
palma de cera, con casi 20.000 hectá- 
reas cultivadas, con un reporte de cifras 
significativas de producción agrícola y 
un reconocimiento por ser uno de los 
municipios más importantes en cuanto 
a la actividad pesquera del país, de la 
cual dependen aproximadamente 5.000 
familias tumaqueñas; adicional a esto se 
puede decir que Tumaco es el principal 
puerto petrolero del Pacífico. 

Además de lo anterior, es relevante 
mencionar que en este municipio se 
han desarrollado proyectos productivos 
de menor envergadura pero claves para 
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la sobrevivencia de los habitantes; uno 
de ellos es la producción de cacao, que 
se ha posicionado como uno de los pro- 
ductos prometedores de la región que 
ha involucrado a comunidades campesi- 
nas y a consejos comunitarios (Semana 
Rural, 2017); no obstante, el empleo si- 
gue siendo escaso en el municipio. 

Por otro lado, en junio de este año 
(2018) se aprobó, por medio de acto le- 
gislativo, el título de Distrito Especial 
Industrial y Biodiverso como una apues- 
ta estatal para el desarrollo de la región 
y la reducción de la pobreza, de la mano 
de una mayor cobertura institucional. 
Esto ha venido acompañado del dise- 
ño de una serie de políticas enfocadas 
en aumentar la atención al municipio y 
garantizar la superación de problemas 
sociales que han estado presentes allí y 
que se atribuyen, como bien lo narran 
sus habitantes, a un histórico olvido es- 
tatal. 

En esta región aproximadamente el 
48,7 % de la población urbana y el 48, 
6 % de la población rural tienen sus 
necesidades básicas insatisfechas (Fun- 
dación Paz y Reconciliación, 2017,), no 
hay carreteras suficientes, hay carencia 
de agua potable, la cobertura de salud y 
educación es mínima, y el descuido y el 
abandono es evidente. Esto ha genera- 
do la mayor parte de los problemas que 
aquejan al municipio, entre los cuales 
están los altos niveles de violencia, que 
han reportado diferentes instituciones, 
y la preocupante situación en cuanto a 
economías ilegales, como el mercado de 
la coca. 

Según el Consejo Comunitario Unión 
del Río Rosario, los impedimentos en el 
acceso a la educación y la falta de pro- 
fesores, en parte por ausencia de las ga- 
rantías de seguridad, ha llevado a los jó- 
venes a dedicarse a los cultivos de coca; 
con lo cual se perpetúa la problemática 
que desde hace varios años envuelve 
a Tumaco y que ha significado una de 
las mayores crisis: el cultivo de coca y 
el comercio de droga por parte de gue- 
rrillas, paramilitares, narcotraficantes y 
bandas criminales. Así mismo, la des- 
atención de la población y de los jóve- 
nes ha contribuido a su reclutamiento, 
lo cual ha puesto en riesgo sus vidas y 
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Cabe aclarar que la coca, a 
pesar de ser parte de una eco- 
nomía ilegal, es el sustento de 
familias tumaqueñas; el cultivo 
y la venta de esta hoja mueve 
todo el comercio de la zona 
y, por esto, su erradicación es 


compleja. , J 





ha desarticulado a las comunidades (El 
Espectador, 2016). 

Cabe aclarar que la coca, a pesar de 
ser parte de una economía ilegal, es el 
sustento de familias tumaqueñas; el cul- 
tivo y la venta de esta hoja mueve todo 
el comercio de la zona y, por esto, su 
erradicación es compleja, pues frente a 
la pobreza del municipio esta actividad 
dinamiza la economía y suple las nece- 
sidades de una parte de la población. 

La situación social y económica se 
encuentra permeada por esta economía 
ilegal que gira en torno a las 25.000 hec- 
táreas sembradas, que se reportan hoy 
en día entre pequeños cultivos y culti- 
vos industriales, lo cual ubica a Tumaco 
como el municipio con más cultivos a 
nivel nacional, y con una significativa 
infraestructura para la producción y 
transporte de cocaína, dada su ubica- 
ción de frontera. De esta economía se 
deriva gran parte de la situación de vio- 
lencia que sufre actualmente el munici- 
pio relacionada con la implementación 
del acuerdo de la paz, específicamente 
con el punto de sustitución de cultivos 
ilícitos y las confrontaciones constantes 
entre grupos armados de la zona. 

Tanto a nivel nacional como inter- 
nacional, el aumento de cultivos en 
contraste con la sustitución de estos ha 
generado cuestionamientos respecto a 
la efectividad de estos procesos y al evi- 
dente aumento de esta clase de cultivos 
durante este año; lo cual ha profundiza- 
do la presión de Estados Unidos sobre 
el tema de la erradicación. (Semana, 
2018). 
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De tal forma que la mirada sobre Tu- 
maco se ha enfocado en dos asuntos 
principales: el primero, es la situación 
de violencia caracterizada por el forta- 
lecimiento de disidencias encabezadas 
por alias “Guacho”, las confrontaciones 
entre grupos armados ilegales (Bacrim y 
guerrillas) y el asesinato de líderes, tan- 
to de organizaciones campesinas como 
de consejos comunitarios; esta situación 
ha sido afrontada por el Estado con el 
aumento del cuerpo militar y policial a 
través de la Fuerza Conjunta Hércules, 
para garantizar la seguridad. Y el se- 
gundo es el aumento de cultivos ilícitos, 
cuya solución por parte del gobierno 
ha sido la de mantener programas de 
sustitución, y retomar la aspersión con 
glifosato por medio de drones (Semana, 
2018). 

Es así que Tumaco hoy en día afronta 
una fuerte crisis humanitaria: los asesi- 
natos, las amenazas y los enfrentamien- 
tos que no se detienen, lo que se ve re- 
flejado en los recientes desplazamientos 
de familias enteras que se han produ- 
cido en la zona y en el asesinato de lí- 
deres de la región. Esta es una zona de 
disputa de diferentes actores armados 
por su ubicación geoestratégica, y los 
enfrentamientos por el control territo- 
rial son permanentes entre el ELN, disi- 
dencias de las FARC y el Clan del Golfo, 
entre otros (El Nuevo Siglo, 2018). 

El caos de Tumaco no consigue aler- 
tar a la Plaza de Bolívar. Aunque sea 
una situación inaudita, lo que se obser- 
va en ese bello escenario natural sobre 
el océano Pacífico es una tragedia béli- 
ca, continuada y desatendida por parte 
del Estado y del Gobierno nacional. 

Hoy el desorden social allí es enorme, 
pero no comenzó ayer. El país parece no 
haberse dado cuenta de sus riquezas, 
porque las ha descuidado de manera 
irresponsable durante decenios. Aun 
así, este año pareciera surgir una luz en- 
tre tanta tiniebla con la creación del Dis- 
trito Especial Industrial y Biodiverso de 
Tumaco, lo que sería una buena noticia, 
pero la mala sería que “En Tumaco se 
juntaron todos los males: guerrilla, pa- 
ras, narcotráfico, delincuencia. La situa- 
ción llegó a tal grado de complejidad, 
que hoy el alto gobierno viaja a Tumaco 
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para realizar un consejo de seguridad de 
emergencia” (Parra, 2001). 17 años des- 
pués, ¿la situación ha variado?, juzgue 
el lector: 


El rechazo de las Farc, la violencia de sus 
barrios y la falta de alternativas surtieron 
su efecto. Los jóvenes formaron grupos, 
se atrincheraron en sus calles y ahora se 
disputan los barrios pobres del segundo 
puerto del pacífico, el municipio con más 
hectáreas de coca del país. En 2017 hubo 
222 homicidios, 70 más que en el año an- 
terior. Solo entre el 29 de diciembre y el 3 
de enero de 2018 hubo 14 (Liga contra el 
silencio, 2018, p.1). 


En formidable contraste, hace 97 
años Tumaco era, a juicio del cronista 
de la época: 


“...bella población, bastante grande, 
construida toda de madera y con techos 
de cinc o de paja. Su calle principal que 
casi pudiera llamarse el malecón, corre 
recta a la orilla del mar por varias cua- 
dras. Ese es el centro del comercio y de 
mayor movimiento del puerto. Hay bas- 
tantes edificios cómodos y elegantes, y 
los almacenes, que son muchos, están 
ricamentesurtidos de toda clase de mer- 
cancías... (Gutiérrez, 1921). 


Fotografía: Archivo Cinep/PPP 


www.cinep.org.Cco 
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¿Cómo es posible que un tal 
paraíso se convierta en seme- 
jante infierno? Una mirada al 
escenario y a las víctimas de 
este proceso autodestructivo 
ofrece varias pistas, aunque no 


toda la respuesta. J J 





¿Cómo es posible que un tal paraíso 
se convierta en semejante infierno? Una 
mirada al escenario y a las víctimas de 
este proceso autodestructivo ofrece va- 
rias pistas, aunque no toda la respuesta. 


Las víctimas 





Los datos fragmentarios, pero bien 
documentados por el Cinep/PPP, acerca 
del número y del tipo de crímenes, dejan 
ver un cuadro espantoso!; y, al mismo 
tiempo, muestran cómo las víctimas son 
los grupos pobres de la región, lo cual 
es un indicador de la naturaleza de esa 
violencia política, y compromete a los 
Gobiernos nacionales y locales, los cua- 
les no parecen haber tomado en cuenta 
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la situación de corrupción y abandono 
que revelan las numerosas violaciones a 
los derechos humanos impunes y el alto 
grado de necesidades básicas insatisfe- 
chas de la población. 

En estas cifras investigadas se en- 
cuentran asesinatos verificados en el 
año 2017, los cuales fueron comparados 
con los del primer semestre del 2018. 
Es relevante advertir que el caso de 
Tumaco tiene rasgos comunes con los 
de Buenaventura, Catatumbo y Urabá; 
este hecho es preocupante porque de- 
muestra fallas estructurales del sistema 
social colombiano, que tienen que ver 
con ideologías exclusivistas como serían 
el clasismo, el racismo y el clientelismo 
que contradicen, en principio y en efec- 
to, los derechos humanos, y niegan la 
dignidad de las personas. 


Demografía de la muerte 





La composición por edades de las 118 
víctimas en 2017 y de las 46 víctimas 
en 2018 presagia un futuro desolador, 
ya que los grupos más afectados son los 
más jóvenes. En 2017 solamente se co- 
noce la edad de 84 personas, de ellas 
el 74 % murieron entre los 15 y los 35 
años de edad, y en 2018 la proporción es 
de 65% (ver Tabla 1). 
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Tabla 1. Tumaco - Número de víctimas asesinadas por año y por grupo de edad 


Grupos de Edad 


05 - 14 Z 
15 - 24 3 
25-34 Z 


45 - 54 4 
55 - 64 
65 - 69 


- 8 
- 4 
14 
- 1 
- 1 
05 - 69 84 

La distribución por sexo, como suce- 
de en todas las guerras, revela otra ca- 
racterística de este tipo de criminalidad: 
las víctimas son, ante todo, los hom- 
bres: 108 hombres fueron asesinados en 
los 12 meses de 2017 y 43, entre enero 
y junio de 2018; mientras que en el caso 
de las mujeres, se contaron 10 víctimas 
en el año 2017 y 3, en el primer semestre 
del 2018. 

La composición étnica de las vícti- 
mas también es elocuente: de las 118 
víctimas registradas en 2017, hay 18 in- 
dígenas (15,3 %) y 13 afrocolombianos 
(11%); en 2018 las víctimas indígenas 
son 3 (6,5 %) y afrocolombianos son 
14 (30,4 %). Estas son aproximaciones 
burdas a un fenómeno que se declara de 


Fotografía: Archivo Cinep/PPP 


manera arbitraria y se contabiliza con 
faltantes significativos. 


Geografía del crimen 





Al hablar del caos en Tumaco, hay 
que advertir que este fenómeno no se 
está desarrollando en todo el territorio; 
los casos de violación de los derechos 
humanos tienen focos bien localizados: 


“Paradójicamente, las peores zonas rojas 
de toda la región están en el propio casco 
urbano de Tumaco. Los barrios Panamá, 
Viento Libre, El Voladero, La Calavera y 
Los Puentes, son sitios a los que no pue- 
de ingresar ninguna autoridad. Más de 
una vez hemos capturado delincuentes 


== 
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cerca de esos barrios y en menos de diez 
minutos nos los han arrebatado de las 
manos las hordas de compinches que sa- 
len de esos barrios, asegura un agente de 
policía” (Parra, 2001). 


Los 146 casos registrados por el Ci- 
nep/PPP se concentran en la región de 
Llorente, y el Diario el Sur (2017) infor- 
ma que el 30 de junio de este año: 


La Policía Nacional, en coordinación con 
el Ejército Nacional, realizó la incauta- 
ción de más de una tonelada de droga en 
la ribera del río Guiza del corregimiento 
Llorente, municipio de Tumaco (...) En 
menos de 24 horas en diferentes opera- 
ciones se logra incautar más de 5.000 
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kilos de cocaína en Tumaco, la presión 
de las autoridades llevó al desespero a 
estas Organizaciones narcotraficantes 
que buscan las rutas para sacar el alca- 
loide hasta Centroamérica (Diario El Sur, 


2018) 


Esto es apenas el negocio del fren- 
te Oliver Sinisterra, disidencia de las 
FARC-EP, que estuvo bajo el mando 
de “Guacho”, traficante internacional. 
Pero los litigios que han causado tan- 
tos muertos, además de otros muchos 
daños humanos y sociales, provienen 
de un hecho verificado por El Tiempo 
(2017), de Bogotá: 


NoE 

1 El Banco de Datos de Derechos Humanos 
y Violencia Política del Cinep elabora un 
reporte semestral del que se han tomado 
las cifras presentadas en el texto. 
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“Desde hace al menos un año, el mu- 
nicipio de Tumaco es epicentro de una 
guerra entre cuatro facciones delincuen- 
ciales que suman cerca de 300 hombres 
en armas y que luchan sin cuartel por 
el control de las que hoy son las mayo- 
res extensiones de cultivos ilícitos en el 
país” (Unidad Investigativa El Tiempo, 
2017). 


Llorente es un corregimiento a 223 
kilómetros sobre la carretera de Tumaco 
a Pasto, que en 20 años ha pasado de 
ser un mercado agrícola a un mercado 
de coca. Esta economía ilegal lo ha con- 
vertido en un corregimiento bajo control 
de grupos armados y, así mismo, en un 
centro de confrontación, donde se han 


de la guerra que se libra en sus calles. 
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llevado a cabo masacres, asesinatos y 
desplazamientos forzados. 

Estos pocos datos, presentados en 
este artículo, permiten responder la pre- 
gunta sobre el por qué de la transforma- 
ción de un paraíso a un infierno de este 
puerto colombiano. La preocupación es 
que este mismo proceso se está llevando 
a cabo en muchos otros sitios de Colom- 
bia, y se tiene la impresión general, no 
del todo infundada, de que no hacemos 
nada al respecto. 
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Internacional 





politica exterior de 


Ivan Duque en Cien Dias 





de gobierno 


Por: Martha Lucía Márquez Restrepo, Ph.D.* 


Á menos de tres meses de la posesión de Iván Duque, este artículo pre- 


tende delinear los rasgos más notorios de su política exterior desde un 


análisis de los discursos y las acciones, tanto del Presidente como de sus 


funcionarios en diversos foros nacionales e internacionales; y a su vez 


establecerá contrapuntos con la Diplomacia para la Paz de Juan Manuel 


Santos. Se plantea así, que dichos rasgos son la promoción del multila- 


teralismo interamericano y la alineación con la política antidrogas de 


los Estados Unidos, en respuesta a los riesgos que supone para el país 


la crisis venezolana, el aumento de los cultivos de coca y el narcotráfico. 


n su primera rueda de prensa 
el ministro de Relaciones Ex- 
teriores de Colombia, Carlos 
| y Holmes Trujillo, calificó la 
y mA política exterior del gobier- 
no de Iván Duque como “Diplomacia 
para la legalidad, el emprendimiento y 
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Fotografía: Archivo Cinep/PPP 


la equidad” (Cancillería, 2018). Pero a 
menos de tres meses de la posesión del 
nuevo mandatario, dos temas práctica- 
mente han copado la agenda internacio- 
nal: la crisis venezolana y el aumento 
del narcotráfico. Desde esos asuntos se 
debe entender la promoción por parte 


de Colombia del multilateralismo intera- 
mericano y la alineación con la política 
antidrogas de los Estados Unidos; los 
dos rasgos más notorios, hasta el mo- 
mento, de la política exterior del nuevo 
gobierno. 


Colombia frente a la 
crisis venezolana 





Durante el gobierno de Juan Manuel 
Santos las relaciones colombo-venezola- 
nas oscilaron entre la cooperación y la 
confrontación, y Duque las recibió en 
franco declive y sin embajador en Ca- 
racas (Márquez, 2016). La cooperación 
fue producto de la Diplomacia para la 
Paz del gobierno de Santos que convir- 
tió la política exterior en un catalizador 
del proceso de paz con las FARC-EP, a 
sabiendas de que necesitaba el apoyo 
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regional y mundial para sacar adelan- 
te las negociaciones de La Habana y 
su posterior implementación (Pastrana 
y Vera, 2016); por eso, desde el mismo 
día de su posesión, Santos buscó resta- 
blecer las relaciones con el gobierno de 
Hugo Chávez y, consciente de la pre- 
sencia de las FARC-EP en Venezuela y 
de su cercanía ideológica con Caracas, 
nombró a ese país como acompañante 
del proceso de paz. 

Después de la muerte de Chávez, 
cuando comenzaron las protestas popu- 
lares por la supuesta ilegitimidad del go- 
bierno de Nicolás Maduro, el gobierno 
de Santos optó por mantener una posi- 
ción prudente frente a los problemas in- 
ternos de su vecino, como puede verse 
en los comunicados de la Cancillería de 
Colombia, en los cuales siempre invita- 
ban a la conciliación entre la oposición 
y el gobierno. Ese mismo tono concilia- 
dor se mantuvo aún en momentos muy 
complejos de las relaciones binaciona- 
les, como cuando el gobierno de Vene- 
zuela expulsó a cerca de mil colombia- 
nos de su territorio a mediados de 2015 
y cerró la frontera por un año. Eso le 
valió al gobierno de Santos muchas crí- 
ticas, especialmente de Álvaro Uribe y 
de sus seguidores, que lo acusaron de 
complicidad con lo que llamaron “el 
castrochavismo”. 


www.cinep.org.Co 
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Para el gobierno de Iván Duque la crisis venezolana es una amenaza para la seguridad nacional de Colombia. Atención humanitaria en Nariño. 
Fotografía: Servicio Jesuita a Refugiados 


Después de la firma del Acuerdo de 
Paz con las FARC-EP, en noviembre de 
2016 las relaciones binacionales expe- 
rimentaron un franco deterioro debido 
a la coincidencia de varios hechos: ya 
no se requería el acompañamiento de 
Venezuela; el autoritarismo venezolano 
se profundizó por cuenta de la no defi- 
nición de una fecha para las elecciones 
presidenciales y luego, desde el 1 de 
mayo de 2017, por el anuncio de Maduro 
sobre la convocatoria de una Asamblea 
Constituyente; y finalmente porque se 
hicieron más frecuentes las violaciones 
de la Fuerza Armada Nacional Bolivaria- 
na a la soberanía territorial colombiana. 
El hecho más grave ocurrió en marzo de 
2017 cuando soldados venezolanos iza- 
ron una bandera en el lado colombiano 
del río Arauca. A partir de esos hechos, 
la Cancillería colombiana comenzó a 
hacer referencia a la necesidad de “re- 
tomar la institucionalidad democrática, 
de definir el cronograma electoral”* y de 
“condenar el uso excesivo de la fuerza”? 
para finalmente, tras la destitución de la 
fiscal Luisa Ortega en agosto de 2017, 
manifestar explícitamente “su condena 
a la ruptura constitucional de Venezue- 
la”*. En medio de este contexto de con- 
centración de los poderes públicos en 
manos del chavismo la migración* de 
venezolanos a Colombia se disparó (Mi- 
nisterio de Relaciones exteriores, 2018). 
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En tal escenario, Iván Duque anunció 
el día de su posesión que el multilatera- 
lismo sería el mecanismo para hacerle 
frente a las dos caras de la crisis vene- 
zolana: el deterioro de la democracia y 
la crisis humanitaria; causa y producto 
de la migración. Esta postura se forjó 
debido a que tales fenómenos son perci- 
bidos por el nuevo gobierno colombiano 
y por amplios sectores nacionales como 
una amenaza a la seguridad nacional de 
Colombia, puesto que se sabe que el te- 
rritorio venezolano es retaguardia para 
el ELN y para otros Grupos Armados 
Organizados (GAO) que se disputan los 
territorios de donde se desmovilizaron 
las FARC-EP; que la crisis económica de 
Venezuela ha aumentado las economías 
ilegales en la frontera, como son el con- 
trabando de combustibles, alimentos, 
armas y narcóticos, que financian a los 
grupos armados (Ávila Martínez et al., 
2017); y por el temor a que el gobierno 
de Nicolás Maduro propicie un conflic- 
to armado para generar nacionalismo y 
distraer a su población de la crisis in- 
terna (Semana, 2018). A eso se suma 
que la migración, calculada en 935.593 
ciudadanos venezolanos, ha generado 
presiones sobre el mercado laboral y los 
sistemas de salud y educación en todo 
el país, pero especialmente en ciudades 
deprimidas como Cúcuta, Arauca y Ba- 
rranquilla. 





Para hacerle frente al autoritarismo 
venezolano, Duque ha venido desta- 
cando la importancia de la OEA, en 
particular de su Carta Democrática In- 
teramericana y del Grupo de Lima. En 
consonancia con estos pronunciamien- 
tos, en la reunión del Consejo Perma- 
nente de la Organización, llevada a cabo 
el 5 de septiembre, Colombia invitó a la 
Secretaría de la organización a visitar la 
frontera; anunció su retiro de la Unasur 
por haber sido cómplice del deterioro de 
la democracia en Venezuela; y secun- 
dó la denuncia que hizo Luis Almagro 
del gobierno de Nicolás Maduro ante 
la Corte Penal Internacional. En cuan- 
to a la migración, Colombia comenzó 
a liderar una política de puertas abier- 
tas; por ejemplo, a finales del mes de 
agosto funcionarios de la cancillería se 
reunieron con sus homólogos peruanos 
para acordar construir un registro único 
con información migratoria. Luego Co- 
lombia participó en el Comité Andino 
de Autoridades Migratorias en el que se 
acordó fortalecer la atención y la asis- 
tencia a la población migrante, así como 
promover el traslado y el asentamiento 
de algunos de los migrantes a Estados 
extracomunitarios. 

En otras palabras, Duque ha preten- 
dido liderar la demanda de una acción 
articulada y multilateral para presionar 
la libertad de los presos políticos y la 
transición a la democracia en Venezue- 
la, así como la consecución de recursos 
económicos para atender la crisis mi- 
gratoria, de parte de los Estados de la 


región y de instituciones como Acnur y 
la Organización Internacional para las 
Migraciones (OIM). Pero tal discurso so- 
bre la solución multilateral y legal a la 
crisis venezolana, ha disonado en oca- 
siones con otros como el del embajador 
en Washington, Francisco Santos, quien 
sostuvo que Colombia no descartaba 
una intervención militar para resolver 
la crisis de la democracia en Venezuela. 

De la misma manera se percibió como 
una posición contraria a las salidas mul- 
tilaterales, la decisión de la Cancillería 
colombiana de no firmar la Declaración 
del Grupo de Lima que rechazó la afir- 
mación del Secretario de la OEA, Luis 
Almagro, también sobre una posible sa- 
lida militar. Habida cuenta de la correc- 
ción que hizo el propio Presidente a la 


afirmación de Francisco Santos y de la 
explicación del Canciller, en el sentido 
de que la no adhesión a la Declaración 
del Grupo de Lima no implicaba apo- 
yar una salida militar en Venezuela, la 
duplicidad del discurso se puede inter- 
pretar como una muestra más de cierta 
incapacidad del Presidente de controlar 
las declaraciones de algunos de sus fun- 
cionarios -como se ha visto también en 
el plano doméstico a propósito de las 
declaraciones del Ministro de Hacien- 
da- y no como un interés de propiciar 
un conflicto en el que Colombia está en 
clara desventaja.” 





Durante la administración de Juan 
Manuel Santos, Colombia tomó distan- 
cia frente al enfoque de la lucha antidro- 
gas promovido por los Estados Unidos, 
que está fundado en la securitización de 
la cuestión, en el prohibicionismo y en 
responsabilizar a los países producto- 
res. En consonancia con lo contenido en 
el punto 4 del Acuerdo de Paz con las 
FARC-EP, el gobierno de Santos se cen- 
tró en promover la sustitución volunta- 
ria y en crear instituciones y escenarios 
para ofrecer alternativas a los cultivado- 
res, como es el caso de los Programas 
de Desarrollo con Enfoque Territorial 
(PDET),en los espacios priorizados para 
el posconflicto También creó la Comi- 
sión Asesora para la Política de Drogas 
que recomendó la suspensión del uso 


No. 94 | Septiembre - Noviembre 2018 


Cien 


VISTOS POR CINEP/PPP 





del glifosato y planteó un nuevo enfo- 
que centrado en la salud pública, el de- 
sarrollo alternativo, la proporcionalidad 
de las penas y en el reconocimiento de 
la autonomía de los Estados para aten- 
der el problema de las drogas. Estas re- 
comendaciones se llevaron a escenarios 
internacionales como la Cumbre de las 
Américas y la 32 Conferencia Interna- 
cional para el Control de las drogas en 
2015 (Cepeda, 2018). Debido a ese cam- 
bio de enfoque, la ayuda norteamerica- 
na se redujo de US 204000. 000 en 2011 
a 143'000.000 en 2017 (Cepeda, 2018). 
En contraposición, el gobierno de 
Duque se alineó de nuevo con la polí- 
tica antidrogas de los Estados Unidos; 
de hecho, su segunda visita internacio- 
nal después de electo fue a ese país, el 
27 de junio, donde se reunió con el di- 
rector encargado de la Oficina Nacional 
para las Políticas Antidrogas de EE.UU, 
James Carrol, y el asesor de Seguridad 
Nacional del presidente Donald Trump, 
John Bolton (El Tiempo, 2018 a). Meses 
después cuando ya se había conocido 
el informe del sistema de monitoreo de 
cultivos ilícitos de la ONU (Simci), que 
señaló que en 2017 el área de cultivo de 
coca pasó de 146.000 a 171.000 hectá- 
reas, Duque manifestó ante la Asamblea 
General de las Naciones Unidas que Co- 
lombia tiene el deber moral de luchar 
contra el narcotráfico (Portafolio, 2018). 
Esta opción por el enfoque punitivo 
y prohibicionista frente al problema de 
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En este orden de ideas que- 
da abierta la posibilidad de que 
nuevos recursos obtenidos para 
la paz, específicamente prove- 
nientes de los Estados Unidos, 
se usen en una nueva etapa de 
la lucha antidrogas en territorio 


colombiano. 


las drogas ha estado de la mano con un 
cambio en el discurso de la diplomacia 
para la paz, y de algunas políticas en el 
plano doméstico. Lo primero pudo ver- 
se en el discurso del nuevo presidente 
ante la Asamblea de las Naciones Uni- 
das cuando condicionó la paz a la de- 
rrota del narcotráfico, y donde también 
señaló que la implementación de los 
acuerdos tenía que afrontar obstáculos 
como la frágil y compleja arquitectura 
institucional y la insuficiencia de recur- 
sos económicos, por lo que pidió apoyo 
a la comunidad internacional (Portafo- 
lio, 2018). 

En este orden de ideas queda abierta 
la posibilidad de que nuevos recursos 
obtenidos para la paz, específicamente 
provenientes de los Estados Unidos, se 
usen en una nueva etapa de la lucha 
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antidrogas en territorio colombiano. En 
el plano doméstico el nuevo enfoque 
se materializó en el anuncio sobre la 
reanudación de las fumigaciones con 
glifosato, la erradicación forzosa y con 
el decreto que le entregó a la policía 
facultades para incautar la dosis míni- 
ma de narcóticos, en contravía de una 
sentencia de la Corte Constitucional de 
1994 que la había permitido (El Tiempo, 
2018 b) 

Tal retorno de Colombia a la posición 
del respice polum (que se podría traducir 
como “mirar hacia el norte”) en materia 
de lucha antidrogas, puede explicarse 
por el carácter conservador del partido 
Centro Democrático que llevó a Duque 
al poder ;por el rechazo a la tesis del 
gobierno de Santos de la conexidad en- 
tre el delito de rebelión y el narcotráfico; 
por la relación entre este fenómeno y la 
proliferación de los Grupos Armados 
Organizados que entraron a disputar los 
territorios; pero también por motivos de 
seguridad nacional que llevan al país a 
intentar un equilibrio de poder frente a 
Venezuela en caso de un conflicto, por 
medio de un acercamiento a los Estados 
Unidos. Un claro mensaje en este sen- 
tido envió el gobierno norteamericano 
cuando a raíz de un movimiento de tro- 
pas de Venezuela a la frontera, a finales 
de septiembre, suVicepresidente Mike 
Pence escribió en su cuenta de Twitter: 
“Déjenme ser claro, Estados Unidos es- 
tará siempre al lado de sus aliados. El 
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régimen de Maduro haría bien en no 
poner a prueba la determinación del 
Presidente Trump o del pueblo estadou- 
nidense” (El Tiempo, 2018 c) 


Cambios, continuidades y retos 





De lo hasta aquí expuesto se puede 
concluir que el gobierno de Iván Du- 
que mantiene del gobierno anterior 
la apuesta por integrarse a la región a 
través de escenarios como el Grupo de 
Lima y la OEA, y privilegia la relación 
con los Estados Unidos que es el finan- 
ciador del sistema interamericano. En la 
OEA Duque no solo ha buscado liderar 
una solución a la doble crisis de la de- 
mocracia y de la migración venezolana, 
sino que también planteó la creación de 
una Comisión transnacional y hemisfé- 
rica para atacar los casos de corrupción, 
en consonancia con su discurso sobre 
la legalidad. 
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gobiernos de la región han apostado 
por mantener su autonomía frente a los 
Estados Unidos; entre ellos Argentina, 
Ecuador, Bolivia, Perú y, seguramen- 
te, México tras la posesión de López 
Obrador. En ese caso, Colombia corre 
el riesgo de volver a quedar aislada de 
sus vecinos como lo estaba antes de la 
presidencia de Juan Manuel Santos. 
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